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Venezuela tiene una década inmersa en una crisis que se 
ha agudizado de manera sostenida hasta alcanzar niveles 
de emergencia. Esto, como consecuencia del inadecuado 
desempeño en materia política y económica y que impac-
ta de manera negativa todas las dimensiones de la vida 
de las personas, incluida la seguridad alimentaria. 

El Estado tiene grandes retos en gestión de políticas 
públicas orientadas a fortalecer el sistema agroalimenta-
rio y garantizar la producción de alimentos en cantidad y 
calidad, así como su comercialización. En 2022, a pesar de 
que hubo avances en la producción de algunos rubros bá-
sicos, otros tuvieron brechas. De igual forma, se mantiene 
la crisis estructural del sistema agroalimentario.

En materia alimentaria, el indicador de hambre de la 
FAO se duplicó entre el periodo 2014-2016 y 2019-2021, 
sometiendo a 6,5 millones de ciudadanos venezolanos a 
una situación de hambre. Es conveniente recalcar que, a 
pesar de haber disponibilidad de alimentos en el merca-
do, el acceso económico fue una limitación, debido al alto 
costo de la canasta alimentaria, que alcanzó USD 485,06 
�Š�•�1���—�Š�•�1�•�Ž�•�1�Š�Û�˜�ð�1�¢�1�Š�•�1�‹�Š�“�˜�1�™�˜�•�Ž�›�1�Š�•�š�ž�’�œ�’�•�’�Ÿ�˜�1�•�Ž�•�1�œ�Š�•�Š�›�’�˜�1
mínimo que se limita a un 1,6% del valor de la canasta 
básica de consumo.

Lo anterior tiene relevancia al considerar que Vene-
zuela es uno de los países con mayor desigualdad de 
ingresos en su población y, por tanto, aquellos con menos 
capacidad económica son los más afectados, consideran-
do que la mayor proporción de sus ingresos los invierten 
en alimentos. Tal situación ha generado múltiples protes-
tas por parte de los ciudadanos exigiendo respeto a sus 
derechos laborales.

Este escenario ha dejado vulnerables a los hogares 
venezolanos ante la inseguridad alimentaria, generando 
estrategias de afrontamiento que alcanzan el extremo del 
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�œ�Š�Œ�›�’���Œ�’�˜�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1�–�Ž�•�’�˜�œ�1�•�Ž�1�Ÿ�’�•�Š�ð�1�Ÿ�ž�•�—�Ž�›�Š�—�•�˜�1�Ž�•�1�•�Ž�›�Ž�Œ�‘�˜�1�Š�1
vivir libre de angustias relacionadas con la alimentación 
y a alimentarse en condiciones dignas. 

���—�1�–�Š�•�Ž�›�’�Š�1�—�ž�•�›�’�Œ�’�˜�—�Š�•�ð�1�•�Š�1�Ž�œ�Œ�Š�œ�Š�1�’�—�•�˜�›�–�Š�Œ�’�à�—�1�˜���Œ�’�Š�•�1
sobre 917 parroquias evaluadas deja ver que más de la 
mitad presentaron niveles de severidad de la desnutri-
ción inaceptables, en la población con mayor vulnerabi-
lidad, entre ellos niños y niñas, mujeres embarazadas, 
madres en lactancia, adultos mayores y personas con 
discapacidad.    

Las políticas públicas que ha implementado el Estado 
para cumplir con las obligaciones de respetar, proteger 
y facilitar el derecho son cada vez más débiles, desde el 
punto de vista de gobernanza y pertinencia social, con-
siderando que en los últimos años se ha mantenido una 
estructura estratégica y operativa muy compleja y poco 
�Ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�ð�1�Œ�˜�—�1�ž�—�1�Œ�˜�–�™�˜�—�Ž�—�•�Ž�1�–�’�•�’�•�Š�›�1�¢�1�™�˜�•�Ç�•�’�Œ�˜�1�™�Š�›�Š�1�•�Š�1
distribución de alimentos a nivel local. Esto, a través de 
�–�ø�•�•�’�™�•�Ž�œ�1�™�•�Š�—�Ž�œ�1�œ�’�–�ž�•�•�¤�—�Ž�˜�œ�1�Œ�˜�—�1�Ž�•�1�–�’�œ�–�˜�1���—�ð�1�œ�’�—�1�›�Ž�œ�ž�•-
tados contundentes documentados. 

���—�Š�1�•�Ž�1�•�Š�œ�1�Š�•�•�Ž�›�—�Š�•�’�Ÿ�Š�œ�1�™�Š�›�Š�1�Š�•�Ž�—�ž�Š�›�1�•�Š�œ�1�•�’���Œ�ž�•�•�Š�•�Ž�œ�1
de la población con mayor vulnerabilidad ha sido la res-
puesta humanitaria, coordinada por Naciones Unidas, en 
conjunto con Gobierno y organizaciones nacionales e in-
ternacionales, atendiendo necesidades en sectores clave, 
incluida la alimentación y la nutrición. A pesar de esto, el 
espacio humanitario y la acción de la sociedad civil orga-
nizada enfrenta amenazas por parte del Estado, siendo la 
���Ž�¢�1�•�Ž�1���˜�˜�™�Ž�›�Š�Œ�’�à�—�1���—�•�Ž�›�—�Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1�•�Š�1�–�¤�œ�1�œ�’�•�—�’���Œ�Š�•�’�Ÿ�Š�ï

Peticiones derecho a la alimentación

1. Consolidar, actualizar y publicar la información sobre 
los indicadores en materia de seguridad alimentaria, nu-
�•�›�’�Œ�’�à�—�1�¢�1�œ�Ž�Œ�•�˜�›�Ž�œ�1�Š���—�Ž�œ�1�š�ž�Ž�1�•�Š�Œ�’�•�’�•�Ž�—�1�Ž�•�1�•�Ž�œ�Š�›�›�˜�•�•�˜�1�•�Ž�1�ž�—�Š�1
apreciación del panorama nacional, de tal forma que se 
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puedan realizar propuestas desde los diversos entes invo-
�•�ž�Œ�›�Š�•�˜�œ�1�Ž�—�1�•�Š�1�•�Ž�œ�•�’�à�—�1�•�Ž�1�™�˜�•�Ç�•�’�Œ�Š�œ�1�™�ø�‹�•�’�Œ�Š�œ�1�Ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�œ�ï
2. Establecer alianzas con el sector agroalimentario, con el 
���—�1�•�Ž�1�Œ�˜�—�œ�•�›�ž�’�›�1�ž�—�Š�1�™�•�Š�•�Š�•�˜�›�–�Š�1�œ�à�•�’�•�Š�1�™�Š�›�Š�1�•�Š�1�•�˜�›�–�ž�•�Š�Œ�’�à�—�1
e implementación de planes de amplio alcance en materia 
productiva, priorizando los rubros básicos y aquellos que 
se encuentran en estado crítico, así como atender los retos 
estructurales que presenta el sistema agroproductivo. 
3. Crear mecanismos para facilitar el acceso económico a 
la canasta básica y demás necesidades de los ciudadanos, 
contemplando políticas de empleabilidad y protección con 
�‹�Š�œ�Ž�œ�1�œ�à�•�’�•�Š�œ�ð�1�š�ž�Ž�1�Š�œ�Ž�•�ž�›�Ž�—�1�œ�ž���Œ�’�Ž�—�Œ�’�Š�1�¢�1�œ�˜�œ�•�Ž�—�’�‹�’�•�’�•�Š�•�1�•�Ž�1
condiciones de vida adecuadas. 
�Z�ï�1���˜�Œ�Š�•�’�£�Š�›�1�¢�1�œ�’�–�™�•�’���Œ�Š�›�1�•�Š�œ�1�™�˜�•�Ç�•�’�Œ�Š�œ�1�•�Ž�1�™�›�˜�•�Ž�Œ�Œ�’�à�—�1�Š�•�’-
mentaria y nutricional, así como despolitizarlas y depurar 
las estructuras creadas para la ejecución de estas a nivel 
local, contemplando a la vez la participación de la socie-
dad civil y otros entes relacionados con los sectores de 
nutrición y seguridad alimentaria.
5. Facilitar la acción de la Sociedad Civil Organizada abo-
cada a la atención alimentaria y nutricional a través de 
la respuesta humanitaria presente en el país, de tal forma 
que se pueda tener acceso a la población con mayor vulne-
rabilidad y establecer mecanismos para promover  
el desarrollo.



0 4 8

R
E

S
U

M
E

N
 

I
N

F
O

R
M

E
 

P
R

O
V

E
A

 
2

0
2

2



0 4 9

D
E

R
E

C
H

O
S

 E
C

O
N

Ó
M

IC
O

S
, 

S
O

C
IA

L
E

S
 Y

 C
U

L
T

U
R

A
L

E
S

   

D
E

R
E

C
H

O
 A

L
 A

M
B

I
E

N
T

E
 

S
A

N
O

DERECHO AL AMBIENTE SANO

2022 estuvo marcado abiertamente por un modelo extrac-
tivista de alto impacto socioambiental sustentado en la 
extracción de oro, aunque se empezó a retomar la activi-
dad petrolera con una industria deteriorada. Eso dejó un 
saldo ambiental negativo por la destrucción y contamina-
ción mercurial de ecosistemas boscosos y ríos de la Ori-
�—�˜�š�ž�’�Š�ð�1�–�¤�œ�1�•�Ž�›�›�Š�–�Ž�œ�1�™�Ž�›�–�Š�—�Ž�—�•�Ž�œ�1�•�Ž�1�Œ�›�ž�•�˜�1�¢�1�Ž���ž�Ž�—�•�Ž�œ�1
�™�Ž�•�’�•�›�˜�œ�˜�œ�1�Ÿ�Ž�›�•�’�•�˜�œ�1�Š�•�1�–�Š�›�1�¢�1�˜�•�›�˜�œ�1�Ž�œ�™�Š�Œ�’�˜�œ�1�™�˜�›�1�›�Ž���—�Ž�›�Ç�Š�œ�1
y tuberías con fallas de mantenimiento. 

La estrategia del Arco Minero del Orinoco (AMO), 
incentivando la pequeña minería mientras otros acopian 
el oro, se destapó y sin reparo impacta a los parques na-
cionales Yapacana (estado Amazonas) y Canaima (estado 
Bolívar). Se acentuaron actividades colaterales a la explota-
ción aurífera, como plantas de cianuración, bajo opacidad 
informativa. Sigue la promoción de inversiones en turismo 
de lujo en áreas naturales violándose las normativas, como 
en el Parque Nacional Mochima (estados Sucre y Anzoáte-
gui). Asimismo, se suscitaron actividades económicas alen-
tadas por el Ejecutivo que tienen en común el no respetar 
las normas ambientales, cuyos entes encargados de hacer-
las cumplir, incluyendo las alcaldías, no lo asumen. 

Se realizaron en 2022 importantes eventos internacio-
nales como la 27ª Conferencia sobre Cambio Climático 
(COP27) celebrada en Egipto en noviembre y la 19ª Reu-
nión de la Convención sobre el Comercio Internacional 
de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres CI-
TES (COP19), realizada en Panamá, con resultados favo-
rables a la biodiversidad de Venezuela. También la vul-
neración al derecho a agua potable mantuvo la tendencia 
negativa de los últimos años, mientras que la situación  
de los residuos sólidos, más allá de mejoras en el servicio 
de aseo urbano, sigue siendo mal manejada, sin aplicarse 
lo establecido en la Ley.  
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En relación con la conservación de las áreas naturales, 
continuó la promoción del turismo para una élite y la ex-
pansión de la minería aurífera anárquica bajo el contexto 
del AMO, que tuvieron en la mira a los parques naciona-
les. En el caso de Yapacana ya se han destruido más de 
2.000 hectáreas (ha) por la extracción aurífera, incluyendo 
las cimas de sus tepuyes. ONG detectaron más de ocho 
mil campamentos mineros en ese parque amazonense. En 
Canaima, sitio de Patrimonio Mundial de la Humanidad, 
continúa la extracción aurífera. Dos años antes tenía más 
de 1.000 ha impactadas por la minería. 

Adicionalmente, ocupaciones ilegales con respaldo 
�˜���Œ�’�Š�•�1�Š�•�Ž�Œ�•�Š�—�1�™�Š�›�š�ž�Ž�œ�1�—�Š�Œ�’�˜�—�Š�•�Ž�œ�1�–�Š�›�’�—�˜�,�Œ�˜�œ�•�Ž�›�˜�œ�1�•�Ž�Ÿ�Š�—-
tando proyectos turísticos, violentándose las normativas 
de estas áreas, como en el caso de Mochima. 

En cuanto al acceso al agua potable, la percepción del 
servicio tuvo una valoración negativa en las ciudades 
consultadas por el Observatorio Venezolano de Servicios 
Públicos (OVSP) del orden de 75%. Persiste la falta del 
suministro por tuberías y el deterioro de la calidad del 
agua. En lugares como Maracaibo (estado Zulia) la falta 
de agua dura entre 40 y 60 días. Hubo protestas y denun-
cias en varios estados. Van seis años seguidos sin publi-
carse la memoria y cuenta de los entes encargados.

En materia de residuos sólidos, la prensa recogió de-
nuncias de acumulación de basura en distintas ciudades, 
aunque el servicio de aseo fue percibido favorablemente 
en los sondeos de OVSP. Sin embargo, no existe manejo 
integral de los residuos sólidos ni funcionan vertederos 
adecuadamente tal como lo establece la Ley. El reciclaje 
�Ž�œ�1�™�Ç�›�›�’�Œ�˜�ï�1���Š�–�™�˜�Œ�˜�1�‘�Š�¢�1�’�—�•�˜�›�–�Š�Œ�’�à�—�1�˜���Œ�’�Š�•�ï�1

���Š�1�ø�•�•�’�–�Š�1�Ž�œ�•�Š�•�Ç�œ�•�’�Œ�Š�1�˜���Œ�’�Š�•�1�•�Ž�1�•�Š�1�Œ�Š�•�’�•�Š�•�1�•�Ž�•�1�Š�’�›�Ž�1�œ�Ž�1
�›�Ž���Ž�›�Ž�1�Š�1�X�V�W�W�1�¢�1�X�V�W�X�ò�1�•�Š�1�‹�Š�œ�Ž�1�•�Ž�1�•�Š�•�˜�œ�1�•�Ž�1�Œ�Š�•�’�•�Š�•�1�•�Ž�•�1�Š�’�›�Ž�1
de la Organización Mundial de la Salud (OMS) de 2022 
así lo recoge. No obstante, en este año se dio a conocer 
un estudio realizado en Caracas y adyacencias, cuyos 
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resultados dieron valores por encima de lo indicado por 
la OMS, revelando que las partículas emitidas por incen-
dios forestales contaminan la atmósfera de la capital. Los 
investigadores recomendaron actualizar la normativa en 
la materia, dado el riesgo que genera a la salud. De parte 
de PROVEA se considera que el Estado debe realizar en 
el país estudios completos de la calidad del aire, tal como 
sugiere la OMS.  

En fauna silvestre y biodiversidad el balance es nega-
�•�’�Ÿ�˜�1�™�Š�›�Š�1�Ž�•�1�™�Š�Ç�œ�ð�1�•�Ž�‹�’�•�˜�1�Ž�œ�™�Ž�Œ�’�Š�•�–�Ž�—�•�Ž�1�Š�•�1�•�›�¤���Œ�˜�1�’�—�•�Ž�›�—�Š-
cional de animales que opera desde Guyana y Trinidad y 
Tobago. Eso se evidenció en el Delta del Orinoco (estado 
Anzoátegui) y el río Cinaruco (estado Apure), entre otras 
�£�˜�—�Š�œ�ï�1���¡�™�Ž�›�•�˜�œ�1�’�—�•�’�Œ�Š�—�1�š�ž�Ž�1�•�˜�1�–�¤�œ�1�•�›�Š���Œ�Š�•�˜�1�œ�˜�—�1�•�Š�œ�1�Š�Ÿ�Ž�œ�ñ�1
loros, guacamayas, turpiales, cardenales, cardenalitos y 
�™�¤�“�Š�›�˜�œ�1�Œ�Š�—�•�˜�›�Ž�œ�1�Œ�˜�–�˜�1�Ž�•�1�‹�ž���’�—�Œ�‘�Ž�ò�1�Ž�—�1�œ�Ž�•�ž�—�•�˜�1�•�ž�•�Š�›�1�œ�Ž�1
encuentran los monos, peces y reptiles. También entran 
en riesgo especies con hábitats afectados, como ranas y 
�•�Ž�•���—�Ž�œ�1�•�Ž�1�›�Ç�˜�ï

Además de los casos emblemáticos que ya hemos 
mencionado (AMO y contaminación petrolera), ocurrie-
ron en 2022 graves inundaciones causadas por intensas 
lluvias en septiembre y octubre. Sitios como Las Tejerías 
(estado Miranda) y Los Castaños (estado Aragua) queda-
ron devastados. Resalta la falta de prevención por parte 
del Estado, ignorándose advertencias de organismos 
internacionales especializados que con tiempo señalaron 
las altas probabilidades de fuertes precipitaciones in-
���ž�Ž�—�Œ�’�Š�•�Š�œ�1�™�˜�›�1�Ž�•�1�Ž�•�Ž�Œ�•�˜�1�–�Ž�•�Ž�˜�›�˜�•�à�•�’�Œ�˜�1���Š�1���’�Û�Š�ï

Peticiones derecho al ambiente sano

1. Es urgente que el Estado venezolano se adhiera al 
Acuerdo de Escazú, que contempla el compromiso con el 
acceso a la información, la participación pública y el acce-
so a la justicia, tres pilares fundamentales para consolidar 
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la discusión sobre asuntos ambientales que debemos tener 
en este momento histórico al que asistimos como humani-
dad. No podemos posponer lo inaplazable.
2. Se deben actualizar las normas relativas a la calidad del 
aire vía decreto presidencial, considerando los valores de 
los contaminantes establecidos en las directrices de la Or-
ganización Mundial de la Salud (OMS) del 2021.Es una 
necesidad que el ministerio responsable del cumplimiento 
de la normativa ambiental retome las actividades de mo-
nitoreo de la calidad del aire en las principales ciudades 
de Venezuela y las zonas industriales, cuyas mediciones 
de las distintas variables se publiquen periódicamente.
3. Es perentorio que el ministerio responsable del am-
biente active la estructura y el equipamiento para realizar 
labores de vigilancia y guardería ambiental de manera de 
darle mayor protección a la fauna silvestre. A la vez se 
recomienda establecer alianzas con las gobernaciones y 
�Š�•�Œ�Š�•�•�Ç�Š�œ�1�Ž�—�1�•�˜�œ�1�Ž�œ�•�Š�•�˜�œ�1�Œ�›�Ç�•�’�Œ�˜�œ�1�Œ�˜�—�1�Ž�•�1�•�›�¤���Œ�˜�1�•�Ž�1�Š�—�’�–�Š�•�Ž�œ�1
�•�Ž�1�–�Š�—�Ž�›�Š�1�š�ž�Ž�1�œ�Ž�1�’�–�™�ž�•�œ�Ž�1�•�Š�1�Œ�˜�˜�™�Ž�›�Š�Œ�’�à�—�1�™�Š�›�Š�1�Ž�œ�˜�œ�1���—�Ž�œ�ï
4. Implementar la creación de redes de aliados en defensa 
de la fauna silvestre con las especies emblemáticas de cada 
región, iniciando con labores de educación y formación 
ambiental a los posibles integrantes, incluyendo a las 
policías estadales y municipales.
5. Impulsar la creación de acuerdos bilaterales con los 
ministerios del ambiente de Colombia, Brasil, Trinidad y 
Tobago, Países Bajos junto a Aruba y Curazo, para bus-
car frenar el contrabando de especies, especialmente de 
aves y peces ornamentales de río.
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Desde el inicio del estado de alarma decretado en marzo 
de 2020 con motivo de la pandemia de Covid-19, uno de 
los derechos más afectados en la población venezolana ha 
sido el derecho a la educación. 

Las escuelas y las universidades se mantuvieron cerra-
das y sin presencia de personal mínimo por más de año y 
medio. A comienzo del periodo escolar 2021-2022 se anun-
ció el regreso progresivo a las aulas de clase, y en marzo 
de 2022 Nicolás Maduro anunció el retorno a actividades 
presenciales en todos los niveles educativos, pero la única 
medida concreta que estableció para este regreso fue la 
recuperación de la infraestructura de los planteles.

El retorno a las aulas no se acompañó de políticas 
destinadas a mitigar el efecto del prolongado lapso de la 
modalidad de estudios a distancia. Muy por el contrario, 
una resolución del Ministerio del Poder Popular para la 
Educación (MPPE) publicada el 15 de noviembre redujo 
la jornada escolar por hora académica de 45 a 35 minutos, 
y el asignar un máximo de cinco horas académicas por 
turno se traduce en menos de tres horas efectivas de clase 
�•�’�Š�›�’�Š�œ�ï�1���•�•�˜�1�œ�’�•�—�’���Œ�Š�1�–�Ž�—�˜�œ�1�Š�™�˜�¢�˜�1�Š�Œ�Š�•�·�–�’�Œ�˜�1�™�Š�›�Š�1�•�˜�œ�1
estudiantes más vulnerables y pone en riesgo la perma-
nencia del Programa Alimentario Escolar (PAE). 

Es claro que las demandas de gremios y comunidades 
educativas han logrado mantener la atención del gobier-
no sobre la necesidad de reparación de la infraestructura 
escolar. En junio de 2022 se anunció la constitución de 
Brigadas Comunitarias Militares para la Educación y la 
Salud (Bricomiles) destinadas a la atención de los proble-
mas de infraestructura de educación y salud, y un mes 
después se anunció que habían sido constituidas 23.832 
Bricomiles en todo el país con amplia participación de 
voluntarios. Sin desdeñar la organización y participación 
comunitaria, hay dudas sobre esta iniciativa tanto por el 

D E R E C H O  A  L A  E D U C A C I Ó N
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riesgo de militarización del sistema educativo público 
�Œ�˜�–�˜�1�™�˜�›�1�•�Š�1�•�’���Œ�ž�•�•�Š�•�1�•�Ž�1�Š�Œ�˜�–�Ž�•�Ž�›�1�•�Š�œ�1�›�Ž�™�Š�›�Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�•�Ž�1
envergadura que necesita gran parte de la planta física, 
�Ž�—�1�Š�ž�œ�Ž�—�Œ�’�Š�1�•�Ž�1�œ�ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�œ�1�›�Ž�Œ�ž�›�œ�˜�œ�ï�1

Respecto a los daños en la infraestructura, de acuerdo 
con Cecodap, 53% de los planteles reportan fallas es-
�•�›�ž�Œ�•�ž�›�Š�•�Ž�œ�ï�1���Ž�œ�Ž�1�Š�1�•�˜�œ�1�–�ø�•�•�’�™�•�Ž�œ�1�Š�—�ž�—�Œ�’�˜�œ�1�˜���Œ�’�Š�•�Ž�œ�1�œ�˜�‹�›�Ž�1
las Bricomiles, PROVEA solo pudo registrar reportes de 
rehabilitación en 1.845 escuelas, que representan apenas 
6,3% del total de planteles públicos, según el último dato 
�˜���Œ�’�Š�•�1�û�X�V�W�^�ü�ï

Transparencia Venezuela dio a conocer una versión 
�—�˜�1�˜���Œ�’�Š�•�1�•�Ž�•�1���›�Ž�œ�ž�™�ž�Ž�œ�•�˜�1���Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1�X�V�X�X�ï�1���1�•�›�Š�Ÿ�·�œ�1�•�Ž�1�œ�ž�1
análisis y el de Hum Venezuela se pudo conocer que el 
porcentaje del gasto público destinado al sector educativo 
en este año fue 15,3%, lo cual se encuentra por debajo del 
20% recomendado por la UNESCO. A partir de la infor-
mación presentada por estas organizaciones y los últimos 
�•�Š�•�˜�œ�1�˜���Œ�’�Š�•�Ž�œ�1�œ�˜�‹�›�Ž�1�•�Š�1�–�Š�•�›�Ç�Œ�ž�•�Š�ð�1�Ž�œ�•�’�–�Š�–�˜�œ�1�š�ž�Ž�1�Ž�•�1�•�Š�œ�•�˜�1
anual por alumno en 2022 fue de $234, lo cual resulta a 
�•�˜�•�Š�œ�1�•�ž�Œ�Ž�œ�1�’�—�œ�ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�1�™�Š�›�Š�1�œ�ž�•�›�Š�•�Š�›�1�•�Š�œ�•�˜�œ�1�œ�Š�•�Š�›�’�Š�•�Ž�œ�ð�1
de dotación, infraestructura y comedores escolares, entre 
otros servicios.

Durante 2022 nuevamente dejaron de publicarse cifras 
�˜���Œ�’�Š�•�Ž�œ�1�•�Ž�1�–�Š�•�›�Ç�Œ�ž�•�Š�1�•�Ž�•�1�œ�’�œ�•�Ž�–�Š�1�•�Ž�1�Ž�•�ž�Œ�Š�Œ�’�à�—�1�‹�¤�œ�’�Œ�Š�1
y de educación universitaria; pero las estimaciones de 
organizaciones independientes muestran que se mantie-
nen los efectos negativos de la Emergencia Humanitaria 
Compleja (EHC) sobre la asistencia escolar: la tasa de 
escolaridad, según la Encuesta Nacional de Condiciones 
de Vida (ENCOVI), es la más baja desde 2014; solo 63 
de cada 100 personas entre tres y 24 años asistían a un 
centro de enseñanza en 2022. La caída en la asistencia 
escolar fue más pronunciada en la población en edad 
preescolar, con una tasa de 56%, y la población en edad 
universitaria, con una tasa de asistencia de apenas 22%. 
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Las cifras muestran además una gran desigualdad: es 
en las familias más pobres donde se concentra la menor 
asistencia escolar, viéndose las mayores diferencias en la 
población preescolar y la población adolescente. 

A pesar del regreso a clases presenciales en todo el te-
rritorio, durante 2022 siguieron presentándose incidentes 
de seguridad tanto en el subsistema de educación básica 
como en el de educación universitaria. PROVEA registró 
siete incidentes de seguridad en planteles de los estados 
Bolívar, Barinas, Carabobo, Lara y Nueva Esparta. El 
Observatorio de Derechos Humanos de la Universidad 
de Los Andes (ODH-ULA) registró 61 incidentes en las 
universidades durante el periodo, lo cual representa una 
disminución con respecto al año anterior.

Un punto común a todo el sistema educativo formal 
fue la violación de los derechos laborales. Los bajos sala-
�›�’�˜�œ�1�œ�Ž�1�•�›�Š�•�ž�“�Ž�›�˜�—�1�Ž�—�1�•�·���Œ�’�•�1�•�Ž�1�•�˜�Œ�Ž�—�•�Ž�œ�1�•�Š�—�•�˜�1�Ž�—�1�Ž�•�ž�Œ�Š-
ción básica como en educación universitaria. Adicional-
mente, PROVEA registró despidos masivos y suspensión 
de salarios de al menos 13.382 educadores en cuatro 
estados del país. También se registraron, en menor me-
dida, casos en universidades. En ambos subsistemas se 
denunciaron retrasos en los pagos desde que las nóminas 
fueron transferidas a la Plataforma Patria.

En marzo de 2022 se publicó el instructivo titulado 
«Proceso de Ajuste del Sistema de Remuneración de la 
Administración Publica, Convenciones Colectivas, Tablas 
Especiales y Empresas Estratégicas«1 que desconoce los 
�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�˜�œ�1�Ž�œ�•�Š�‹�•�Ž�Œ�’�•�˜�œ�1�¢�1�•�Š�œ�1�Ž�œ�Œ�Š�•�Š�œ�1�œ�Š�•�Š�›�’�Š�•�Ž�œ�1�Ÿ�’�•�Ž�—�•�Ž�œ�1�Ž�—�1
el sector público. El efecto para los trabajadores educati-
vos fue una disminución de hasta 40% de sus salarios. La 
aprobación de esta medida generó rechazo y una amplia 

1  PROVEA, 7 de agosto de 2022. ¿Qué es el Instructivo 
ONAPRE?, la impopular medida de Maduro que genera el rechazo de 
�•�˜�œ�1�•�›�Š�‹�Š�“�Š�•�˜�›�Ž�œ�1�Ÿ�Ž�—�Ž�£�˜�•�Š�—�˜�œ�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1�À�1�‘�4�™�œ�ñ�&�&�™�›�˜�Ÿ�Ž�Š�ï�˜�›�•�&�Š�Œ�•�ž�Š�•�’�•�Š�•�&
que-es-el-instructivo-onapre-la-impopular-medida-de-maduro-que-
genera-el-rechazo-de-los-trabajadores-venezolanos/> Consulta del 
19.02.23.



0 5 8

R
E

S
U

M
E

N
 

I
N

F
O

R
M

E
 

P
R

O
V

E
A

 
2

0
2

2

ola de manifestaciones en las que estuvieron presentes 
los gremios educativos. 

PROVEA registró 176 protestas relacionadas con 
demandas del sector educativo, el 81,8% por motivos 
salariales: 83 protestas de gremios de educación básica y 
61 de gremios universitarios. De acuerdo con el Obser-
�Ÿ�Š�•�˜�›�’�˜�1���Ž�—�Ž�£�˜�•�Š�—�˜�1�•�Ž�1���˜�—���’�Œ�•�’�Ÿ�’�•�Š�•�1���˜�Œ�’�Š�•�ð�1�•�Ž�1�•�Š�œ�1�Y�ï�W�^�[�1
protestas por motivos laborales registradas en 2022, 763 
(24%) fueron movilizaciones motivadas por la aprobación 
del instructivo ONAPRE 2.  De acuerdo con esta misma 
fuente, el sector educativo protagonizó 946 de las protes-
tas laborales registradas en el año, lo cual representa un 
�X�_�ð�]�–�1�•�Ž�1�•�Š�1�Œ�˜�—���’�Œ�•�’�Ÿ�’�•�Š�•�1�•�Š�‹�˜�›�Š�•�1�•�Ž�1�X�V�X�X�ï

Peticiones derecho a la educación

1. El Estado venezolano debe cumplir con su obligación 
de presentar cuentas públicas sobre las políticas educati-
vas, así como diseñar e implantar sistemas de medición 
�•�Ž�1�•�Š�1�Œ�Š�•�’�•�Š�•�1�•�Ž�1�•�Š�1�Ž�—�œ�Ž�Û�Š�—�£�Š�1�š�ž�Ž�1�™�Ž�›�–�’�•�Š�—�1�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�›�1�•�Š�œ�1
fallas en el sistema público de enseñanza y adoptar los 
correctivos pertinentes.
2. Es imprescindible trazar programas de nivelación y 
apoyo académico destinados a la población más vulnerable 
�Œ�˜�—�1�Ž�•�1���—�1�•�Ž�1�™�›�Ž�Ÿ�Ž�—�’�›�1�•�Š�1�•�Ž�œ�Ž�›�Œ�’�à�—�1�Ž�œ�Œ�˜�•�Š�›�1�Š�œ�˜�Œ�’�Š�•�Š�1�Š�•�1�›�Ž�£�Š-
go y los problemas de aprendizaje.
3. Deben retomarse políticas activas que disminuyan las 
barreras económicas para el acceso a la educación median-
te la dotación de uniformes y útiles, la creación de biblio-
�•�Ž�Œ�Š�œ�1�Ž�œ�Œ�˜�•�Š�›�Ž�œ�1�˜�1�•�Ž�1�Š�ž�•�Š�ð�1�•�Š�1�–�Š�œ�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�•�1���›�˜�•�›�Š�–�Š�1
Alimentario Escolar (PAE) o comedores universitarios, y 
la reactivación del pasaje estudiantil u otros programas 

�X�1 �1���‹�œ�Ž�›�Ÿ�Š�•�˜�›�’�˜�1���Ž�—�Ž�£�˜�•�Š�—�˜�1�•�Ž�1���˜�—���’�Œ�•�’�Ÿ�’�•�Š�•�1���˜�Œ�’�Š�•�1�ý�Ž�—�1
�•�Ç�—�Ž�Š�þ�ñ�1���˜�—���’�Œ�•�’�Ÿ�’�•�Š�•�1���˜�Œ�’�Š�•�1�Ž�—�1���Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š�1�X�V�X�X�ï�1�À�‘�4�™�ñ�&�&� � � �ï
�˜�‹�œ�Ž�›�Ÿ�Š�•�˜�›�’�˜�•�Ž�Œ�˜�—���’�Œ�•�˜�œ�ï�˜�›�•�ï�Ÿ�Ž�&�˜�Œ�&� �™�,�Œ�˜�—�•�Ž�—�•�&�ž�™�•�˜�Š�•�œ�&�X�V�X�Y�&�V�X�&
INFORMEOVCS-ANUAL2022.pdf > Consulta del 07.03.2023.
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que garanticen el acceso material a la educación en todos 
los niveles.
4. Permitir la descentralización de la gestión y la autono-
mía de las directivas de los centros de enseñanza de todos 
los niveles, de forma tal que las propias comunidades edu-
cativas, gobiernos locales y regionales puedan participar 
en las labores de rehabilitación y dotación de las escuelas.
5. El Estado venezolano debe cumplir con las obligaciones 
contractuales con los gremios educativos y recuperar el 
�Ÿ�Š�•�˜�›�1�•�Ž�1�œ�ž�œ�1�œ�Š�•�Š�›�’�˜�œ�1�Œ�˜�—�1�•�Š�1���—�Š�•�’�•�Š�•�1�•�Ž�1�™�˜�—�Ž�›�1���—�1�Š�•�1�•�·���Œ�’�•�1
de docentes e incluso estimular la formación de generacio-
nes de relevo mediante la reivindicación de su papel en  
el desarrollo.
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La situación de los derechos laborales continúa signada 
por la pérdida de la capacidad adquisitiva y el deterioro 
de la calidad de vida de los trabajadores venezolanos, 
con signos de leve mejoría al superarse parcialmente la 
inmovilidad ocasionada por la crisis de gasolina y las 
restricciones de la pandemia Covid-19. Si bien desde 2021 
�‘�ž�‹�˜�1�›�Ž�–�’�œ�’�à�—�1�•�Ž�1�•�Š�1�‘�’�™�Ž�›�’�—���Š�Œ�’�à�—�1�Œ�˜�–�˜�1�Œ�˜�—�œ�Ž�Œ�ž�Ž�—�Œ�’�Š�1
�•�Ž�1�•�Š�1�•�˜�•�Š�›�’�£�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�•�Š�Œ�•�˜�ð�1�Š�1���—�Ž�œ�1�•�Ž�1�X�V�X�X�1�œ�Ž�1�™�›�˜�•�ž�“�˜�1�ž�—�1
�—�ž�Ž�Ÿ�˜�1�›�Ž�™�ž�—�•�Ž�1�•�Ž�•�1�™�›�˜�Œ�Ž�œ�˜�1�’�—���Š�Œ�’�˜�—�Š�›�’�˜�ï�1

La pobreza se redujo en el país por primera vez en siete 
años, según la Encuesta Nacional de Condiciones de Vida 
(ENCOVI) 2022. Medida por el nivel de ingresos y sala-
rios, la pobreza afectó a 81,5% de la población. En 2021 el 
indicador alcanzaba 90,9%. La pobreza extrema, en la que 
�œ�Ž�1�Ž�—�Œ�ž�Ž�—�•�›�Š�—�1�Š�š�ž�Ž�•�•�Š�œ�1�™�Ž�›�œ�˜�—�Š�œ�1�Œ�˜�—�1�’�—�•�›�Ž�œ�˜�œ�1�’�—�œ�ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�œ�1
para adquirir los alimentos básicos, bajó de 68% a 53,3%. 
Sin embargo, la desigualdad en todas sus formas comienza 
a ser una constante en la realidad venezolana. 

Para enero de 2023, el bolívar arrancó con una deva-
luación de 73% frente al dólar respecto al 3 de enero de 
�X�V�X�X�ð�1�Œ�˜�—�1�ž�—�1�™�›�Ž�Œ�’�˜�1�˜���Œ�’�Š�•�1�•�Ž�•�1�•�à�•�Š�›�1�•�Ž�1�W�]�ð�[�[�1�‹�˜�•�Ç�Ÿ�Š�›�Ž�œ�ð�1
de acuerdo con datos reportados por el Banco Central de 
Venezuela (BCV). El alza del dólar afectó principalmente 
�Š�•�1�œ�Š�•�Š�›�’�˜�1�–�Ç�—�’�–�˜�ð�1�Œ�ž�¢�˜�1�Ÿ�Š�•�˜�›�1�Œ�Š�¢�à�1�Š�1���—�1�•�Ž�1�Š�Û�˜�1�Š�1�Þ�]�ð�Z�V�1
después de equivaler $29,68 en marzo de 2022, el más 
bajo de Latinoamérica.

Según cifras del Observatorio Venezolano de Finanzas 
�û�������ü�ð�1���Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š�1�Œ�Ž�›�›�à�1�X�V�X�X�1�Œ�˜�—�1�ž�—�Š�1�’�—���Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�Y�V�[�ð�]�–�ð�1
con lo que el incremento de precios anual se redujo a me-
nos de la mitad en comparación con 2021, cuando llegó 
a 686,4%. El BCV aseguró que la economía de Venezuela 
creció 13,22% en el tercer trimestre de 2022. El Fondo Mo-
netario Internacional (FMI) hace la salvedad de que entre 
2013 y 2021 el producto interno bruto de Venezuela ha 

DERECHOS LABORALES
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disminuido más de 75%, el porcentaje más elevado de los 
últimos 50 años para un país que no está en guerra. 

Nicolás Maduro, en su informe de gestión anual pre-
sentado el 12.01.23, anunció que el desempleo en 2021 fue 
�•�Ž�1�^�ð�_�–�1�¢�1�Ž�—�1�X�V�X�X�1�‹�Š�“�à�1�Š�1�]�ð�^�–�ï�1���œ�•�Š�1�•�Š�œ�Š�1�˜���Œ�’�Š�•�1�•�Ž�1�•�Ž�œ�˜�Œ�ž-
pación contrasta abismalmente con las cifras del FMI, que 
calculó la tasa de desempleo de Venezuela para 2020/2021 
en 50,5%, lo cual ubicó al país como el primero en el 
mundo en número de personas desocupadas.

Hasta marzo de 2022, en Venezuela, con casi 30 mi-
llones de habitantes, 19,7 millones de personas vivían 
�Ž�—�1�™�˜�‹�›�Ž�£�Š�1�–�ž�•�•�’�•�’�–�Ž�—�œ�’�˜�—�Š�•�ð�1�Š���›�–�à�1�•�Š�1�™�•�Š�•�Š�•�˜�›�–�Š�1 
de información humanitaria HUM-Venezuela. De 
acuerdo a ENCOVI, regresamos a los niveles de pobre-
za multidimensional de 2018, producto de la recupe-
ración económica, pero se incrementó la pobreza por 
razones sociales. 

Venezuela se ubicó en 2022 como el país más desigual 
de América. Nuestro nivel de desigualdad se compara 
con el de Namibia, Mozambique y Angola. La desigual-
dad afecta principalmente a los sectores vulnerables: mu-
jeres, jubilados, niños, niñas y adolescentes. La baja par-
ticipación laboral femenina, las limitaciones económicas 
de los trabajos informales y las desigualdades con base 
en los roles de género –reforzados durante la emergencia 
humanitaria– limitan la independencia económica de las 
mujeres venezolanas. 

La búsqueda de empleo y vida digna ha sido el motor 
principal de la migración forzada venezolana, calculada 
en más de 7,3 millones de personas refugiadas y migran-
tes de Venezuela en todo el mundo. Como contrapartida, 
las remesas familiares se han transformado en uno de los 
motores de la economía del país.

Los derechos laborales encabezaron las exigencias en 
protestas durante 2022. De las 7.032 protestas documen-
tadas durante el año por el Observatorio Venezolano de 
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���˜�—���’�Œ�•�’�Ÿ�’�•�Š�•�1���˜�Œ�’�Š�•�1�û���������ü�ð�1�Y�ï�W�^�[�1�û�Z�[�–�ü�1�•�ž�Ž�›�˜�—�1�Ž�—�1�›�Ž-
clamo de derechos laborales, equivalente a un promedio 
de nueve protestas diarias. El principal motivo se rela-
cionó con las exigencias de trabajadores de los distintos 
gremios para solicitar la homologación de los salarios al 
costo de la vida dolarizado que impera en Venezuela. 

A partir de marzo el reclamo popular frente a 
�˜���Œ�’�—�Š�œ�1�•�Ž�•�1���œ�•�Š�•�˜�1�•�’�›�à�1�Ž�—�1�•�˜�›�—�˜�1�Š�1�•�Š�1�Ž�¡�’�•�Ž�—�Œ�’�Š�1�•�Ž�1
�•�Ž�›�˜�•�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�•�1�’�—�œ�•�›�ž�Œ�•�’�Ÿ�˜�1�•�Ž�1�•�Š�1�����Œ�’�—�Š�1���Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1�•�Ž�1
Presupuesto (Onapre): al menos 763 protestas. El ins-
trumento, aprobado en marzo de 2022, viola las inte-
rescalas de los tabuladores salariales del sector público, 
provocando su aplanamiento, además de desconocer 
�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�˜�œ�1�œ�˜�Œ�’�˜�Ž�Œ�˜�—�à�–�’�Œ�˜�œ�1�Œ�˜�—�•�Ž�–�™�•�Š�•�˜�œ�1�Ž�—�1�•�Š�œ�1�•�’�œ�•�’�—-
tas convenciones colectivas de trabajo.

En 2022 se repite la tendencia de opacidad en la in-
�•�˜�›�–�Š�Œ�’�à�—�1�˜���Œ�’�Š�•�1�›�Ž�œ�™�Ž�Œ�•�˜�1�Š�1�’�—�•�’�Œ�Š�•�˜�›�Ž�œ�1�Ž�—�1�–�Š�•�Ž�›�’�Š�1�•�Ž�1
libertad sindical y negociación colectiva. El reporte pú-
�‹�•�’�Œ�˜�1�˜���Œ�’�Š�•�1�–�¤�œ�1�›�Ž�Œ�’�Ž�—�•�Ž�1�œ�˜�‹�›�Ž�1���›�–�Š�1�•�Ž�1�Œ�˜�—�Ÿ�Ž�—�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1
colectivas y registro de sindicatos fue presentado gené-
ricamente en enero, en el marco del Examen Periódico 
Universal de las Naciones Unidas (EPU-Venezuela): 1.109 
convenciones colectivas y actas convenio suscritas entre 
2016 y 2021, y 397 organizaciones sindicales registradas 
de 2016 a 2021.

Al menos 44 dirigentes sindicales fueron asesinados 
entre 2015 y 2020 en Venezuela, según datos de la coa-
lición regional Observatorio para la Defensa de la Vida 
(Odevida). PROVEA contabilizó dos asesinatos de sindi-
calistas en 2022: Ángel Jonás ESPINOZA (estado Bolívar) 
y Manuel Antonio GOITÍA (estado Anzoátegui).

Si bien por primera vez en casi 29 años la Organiza-
ción Internacional del Trabajo (OIT) consiguió, en el mar-
co de la Comisión de Encuesta para Venezuela, la instala-
ción de mesas de diálogo social tripartitas, además de la 
liberación, luego de una década, del sindicalista Rodney 
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ÁLVAREZ; también se registraron detenciones arbitrarias 
de sindicalistas como en los casos de Gabriel BLANCO, 
Alcides BRACHO y Emilio NEGRÍN. 

Peticiones derechos laborales  

1. ���˜�–�Š�›�1�–�Ž�•�’�•�Š�œ�1�Ž���Œ�Š�Œ�Ž�œ�1�¢�1�ž�›�•�Ž�—�•�Ž�œ�1�Œ�˜�—�•�›�Š�1�•�Š�1�™�·�›�•�’�•�Š�1
del poder adquisitivo del salario, corrigiendo las políti-
�Œ�Š�œ�1�•�Ž�œ�’�Ÿ�Š�œ�1�Š�•�1�•�Ž�›�Ž�Œ�‘�˜�1�Š�1�ž�—�1�œ�Š�•�Š�›�’�˜�1�œ�ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�1�š�ž�Ž�1�Š�•�Ž�Œ�•�Ž�—�1
la capacidad de compra de alimentos básicos, medica-
mentos y otros bienes esenciales de los trabajadores y 
trabajadoras.
2. Demostración de avances reales del mecanismo de 
diálogo social tripartito impulsado por la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) en temas clave como 
�•�Š�1���“�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�•�1�œ�Š�•�Š�›�’�˜�1�–�Ç�—�’�–�˜�ð�1�›�Ž�•�ž�Œ�Œ�’�à�—�1�•�Ž�•�1�•�Ž�œ�Ž�–�™�•�Ž�˜�ð�1
�•�’�œ�Ž�Û�˜�1�•�Ž�1�™�˜�•�Ç�•�’�Œ�Š�œ�1�™�ø�‹�•�’�Œ�Š�œ�1�Ž���Œ�Š�Œ�Ž�œ�1�¢�1�Ž�•�1�Œ�Ž�œ�Ž�1�•�Ž�1�–�Ž�•�’�•�Š�œ�1
regresivas como la implementación del instructivo de la 
�����Œ�’�—�Š�1���Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1�•�Ž�1���›�Ž�œ�ž�™�ž�Ž�œ�•�˜�1�û���—�Š�™�›�Ž�ü�ï
3. Respetar los derechos colectivos del trabajo, en es-
pecial el derecho a la negociación colectiva, a la huel-
�•�Š�ð�1�–�Š�—�’�•�Ž�œ�•�Š�Œ�’�à�—�1�™�Š�Œ�Ç���Œ�Š�1�¢�1�•�’�‹�Ž�›�•�Š�•�1�•�Ž�1�Š�œ�˜�Œ�’�Š�Œ�’�à�—�1�¢�1
reunión. Garantizar el derecho a la libertad sindical, 
�™�˜�—�’�Ž�—�•�˜�1���—�1�Š�1�•�Š�œ�1�–�Ž�•�’�•�Š�œ�1�Š�•�–�’�—�’�œ�•�›�Š�•�’�Ÿ�Š�œ�1�¢�1�“�ž�•�’�Œ�’�Š-
les que lo obstaculizan y criminalizan, en especial la 
liberación inmediata de todo empleador, sindicalista o 
trabajador que pudiese permanecer encarcelado en rela-
ción con el ejercicio de las actividades legítimas de  
sus organizaciones.
4. Adoptar las recomendaciones de la OIT y de la Organi-
zación Mundial de la Salud (OMS) en cuanto a la salud, 
condiciones y medio ambiente de trabajo, sin discrimina-
ción de ningún tipo.
5. Cumplir con las recomendaciones del Informe de la 
Comisión de Encuesta para Venezuela de la Organización 
Internacional del Trabajo (CE-OIT), orientadas a promo-
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ver el respeto de la libertad sindical para la reconciliación 
nacional, el desarrollo económico sostenible y la justicia 
social en Venezuela.
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Durante 2022 se profundizó la precarización de  
las condiciones de vida de los pueblos y comunidades 
indígenas, principalmente por la falta de políticas 
públicas con un enfoque intercultural para abordar 
las enfermedades, la inseguridad alimentaria, 
el derecho a la educación intercultural bilingüe, 
los servicios públicos; y por las presiones de los 
proyectos extractivos con la presencia permanente de 
gobernanzas híbridas criminales (gobierno, militares, 
grupos armados irregulares, guerrilla colombiana, 
garimpeiros brasileros, sindicatos mineros) en los 
territorios ancestrales.

El reconocimiento territorial, condición indispensable 
para la supervivencia física y cultural de los pueblos 
indígenas, continuó sin materializarse. En este sentido, 
desde que el Ejecutivo Nacional promulgó el decreto 
Zona de Desarrollo Estratégico Nacional Arco Minero del 
Orinoco, en 2016, se profundizaron las consecuencias de 
la minería en la vida de los indígenas. 

Actualmente existe deforestación acelerada, ríos 
�Œ�˜�—�•�Š�–�’�—�Š�•�˜�œ�ð�1�Ž�¡�™�•�˜�œ�’�à�—�1�•�Ž�–�˜�•�›�¤���Œ�Š�ð�1�’�—�Ÿ�Š�œ�’�à�—�1�•�Ž�1
territorios indígenas, colapso de los servicios, aumento 
de la pobreza y consolidación del control de las minas 
por parte de los grupos armados1.

En los estados Bolívar y Amazonas se evidenció 
una mayor hegemonía de la minería, a través del 
auge de grupos criminales que controlan la actividad, 
dejando saldos mortales como el asesinato del guardián 
�•�Ž�›�›�’�•�˜�›�’�Š�•�1�ž� �ã�4�û�“�Š�1���’�›�•�’�•�’�˜�1�����������������1����������2. 

1  Tal Cual: Especial |Viaje a la fosa de la devastación del Arco 
Minero del Orinoco�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&�•�Š�•�Œ�ž�Š�•�•�’�•�’�•�Š�•�ï�Œ�˜�–�&�Ž�œ�™�Ž�Œ�’�Š�•�,
%EF%B8%B3viaje-a-la-fosa-de-la-devastacion-del-arco-minero-del-
�˜�›�’�—�˜�Œ�˜�&���1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1�W�^�ï�W�V�ï�X�X�ï

2  PROGRAMA VENEZOLANO DE EDUCACIÓN-ACCIÓN 
EN DERECHOS HUMANOS (PROVEA): Tras cinco meses, el asesinato 
del líder indígena Virgilio Trujillo sigue impune�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&�™�›�˜�Ÿ�Ž�Š�ï

D E R E C H O S  D E  L O S  P U E B L O S  I N D Í G E N A S
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También se reportaron violaciones de derechos 
humanos por parte de militares, como la masacre 
de Parima B3, en la que fueron asesinados cuatro 
yanomami a manos de efectivos de la Aviación de la 
Fuerza Armada Nacional Bolivariana (FANB).

En el estado Delta Amacuro continuó la migración 
forzada de los indígenas warao hacia Brasil y Guyana; 
�¢�1�Ž�—�1�Ž�•�1�Ž�œ�•�Š�•�˜�1���ž�•�’�Š�1�œ�Ž�1�’�—�Œ�›�Ž�–�Ž�—�•�Š�›�˜�—�1�•�˜�œ�1�Œ�˜�—���’�Œ�•�˜�œ�1
territoriales en la Sierra de Perijá, entre los indígenas 
yukpa y los grupos irregulares; mientras que en La 
Guajira, los indígenas wayúu continuaron resistiendo al 
hambre, la sequía y la falta de servicios públicos.

Por sexto año consecutivo, el Ministerio del 
Poder Popular para los Pueblos Indígenas (MINPPI) 
no publicó la Memoria y Cuenta; y el boletín 
epidemiológico liberado por el Ministerio del Poder 
Popular para la Salud, luego de cinco años de censura, 
no rinde cuenta sobre las enfermedades que continúan 
azotando a los pueblos indígenas.

Durante este año los indígenas continuaron ejerciendo 
sus formas propias de organización, como la jurisdicción 
especial indígena y las guardias territoriales indígenas, 
mecanismos que son el resultado del proceso de 
empoderamiento de los pueblos y comunidades indígenas 
como sujetos de derecho de su territorio. No obstante, las 
amenazas sobre ellos continúan y se requiere la atención 
urgente por parte del Estado venezolano para garantizar la 
vida de estos pueblos originarios. 

Desde 2016, último año de la publicación de la Memoria 
y Cuenta del MINPPI, no se tiene ninguna información 
�˜���Œ�’�Š�•�1�œ�˜�‹�›�Ž�1�Ž�•�1�™�›�˜�Œ�Ž�œ�˜�1�•�Ž�1�•�Ž�–�Š�›�Œ�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1�•�Ž�›�›�’�•�˜�›�’�˜�œ�1
indígenas. Incluso en el monitoreo de medios que realizó 
org/actualidad/tras-cinco-meses-el-asesinato-del-lider-indigena-virgilio-
�•�›�ž�“�’�•�•�˜�,�œ�’�•�ž�Ž�,�’�–�™�ž�—�Ž�&���1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1�W�^�ï�W�V�ï�X�X�ï

3  PROVEA: Amazonas: militares venezolanos asesinan a cuatro 
indígenas Yanomami en el Alto Orinoco�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&�™�›�˜�Ÿ�Ž�Š�ï�˜�›�•�&�Š�Œ�•�ž�Š�•�’�•�Š�•�&
�Š�–�Š�£�˜�—�Š�œ�,�Œ�˜�—���›�–�Š�—�,�Š�œ�Ž�œ�’�—�Š�•�˜�,�•�Ž�,�Z�,�’�—�•�’�•�Ž�—�Š�œ�,�¢�Š�—�˜�–�Š�–�’�,�Š�,�–�Š�—�˜�œ�,�•�Ž�,
�–�’�•�’�•�Š�›�Ž�œ�,�Ÿ�Ž�—�Ž�£�˜�•�Š�—�˜�œ�,�Ž�—�,�Ž�•�,�Š�•�•�˜�,�˜�›�’�—�˜�Œ�˜�&���1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1�W�^�ï�W�V�ï�X�X�ï
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�������������1�•�ž�›�Š�—�•�Ž�1�X�V�X�X�1�™�Š�›�Š�1�Ž�œ�•�Ž�1�’�—�•�˜�›�–�Ž�ð�1�—�˜�1���•�ž�›�Š�1�—�’�—�•�ž�—�Š�1
noticia sobre el otorgamiento de títulos de propiedad o el 
reconocimiento de los expedientes de autodemarcación ya 
introducidos en las comisiones de demarcación.

Los territorios indígenas representan aproxima-
damente 45% del territorio nacional, solapado por 
áreas protegidas legalmente establecidas. De acuerdo 
al MINPPI, apenas se han titulado 12% de las tierras 
indígenas; aunque la realidad es que muchas de las 
titulaciones no han consagrado la noción del territorio 
como espacio de vida de los pueblos y comunidades 
indígenas del país. La mayor parte de los títulos 
otorgados corresponden más a cartas agrarias que a 
demarcaciones de hábitats y tierras indígenas, tal como 
lo consagra el artículo 119 de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela (CRBV)4.

La mora de este derecho por el Estado y la promoción 
de proyectos extractivos por parte del mismo, continúan 
generando impactos negativos sobre las culturas y 
territorios indígenas 5. Del mismo modo han recrudecido 
�Œ�˜�—���’�Œ�•�˜�œ�1�¢�Š�1�Ž�¡�’�œ�•�Ž�—�•�Ž�œ�ð�1�Ž�œ�™�Ž�Œ�Ç���Œ�Š�–�Ž�—�•�Ž�1�Ž�—�1�•�Š�1���’�Ž�›�›�Š�1�•�Ž�1
Perijá, estado Zulia, donde ya suman varios asesinatos 
de indígenas yukpas6. El 04.09.22 las mujeres yukpas 
nuevamente denunciaron que grupos irregulares tienen 
tomadas las comunidades de Kuse y Chaktapa7.
4  Vladimir Aguilar: Los derechos de los pueblos indígenas 
en Venezuela: entre largas noches oscuras y horizontes abiertos de 
resistencias. ���‹�œ�Ž�›�Ÿ�Š�•�˜�›�’�˜�1�•�Ž�1���Œ�˜�•�˜�•�Ç�Š�1���˜�•�Ç�•�’�Œ�Š�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&
ecopoliticavenezuela.org/22./08/09/los-derechos-de-los-pueblos-
indigenas-en-venezuelaentre-largas-noches-oscuras-y-horizontes-
�Š�‹�’�Ž�›�•�˜�œ�,�•�Ž�,�›�Ž�œ�’�œ�•�Ž�—�Œ�’�Š�œ�&�Û���•�•�—�X���1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1�V�_�ï�W�W�ï�X�X�ï

5  Ibídem.

6  Observatorio para la Defensa de la Vida (Odevida): El aire 
huele a mal: situación de personas defensoras del ambiente y el territorio en 
Colombia y Venezuela�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&� � � �ï�˜�•�Ž�Ÿ�’�•�Š�ï�™�Š�›�Ž�œ�ï�Œ�˜�–�ï�Œ�˜�&
post/el-aire-huele-a-mal-situaci%C3%B3n-de-personas-defensoras-del-
�Š�–�‹�’�Ž�—�•�Ž�,�Ž�—�,�Œ�˜�•�˜�–�‹�’�Š�,�¢�,�Ÿ�Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š���1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1�V�_�ï�W�W�ï�X�X�ï

7  El Nacional: Mujeres Yukpa denuncian que grupos irregulares 
tienen tomadas las comunidades de Kuse y Chaktapa�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&
www.elnacional.com/venezuela/mujeres-yukpa-denuncian-que-grupos-
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Los enfrentamientos entre indígenas y hacendados, 
que como ya hemos explicado en informes anteriores tie-
nen su origen en la falta de titulación y el no saneamiento 
de los territorios indígenas (pago de bienhechurías a 
terceros por parte del Estado), también se han extendido 
a otras entidades del país. 

En mayo, los indígenas gayones, que habitan la 
comunidad de La Puerta de Bobare, en las adyacencias 
del Parque Nacional Cerro Saroche, estado Lara, denun-
ciaron el envenenamiento de animales, la contaminación 
de una quebrada que es parte de las Áreas Bajo Régimen 
de Administración Especial (Abrae) y la agresión a 144 
familias de esta etnia, provocada presuntamente por un 
productor de pollos de la zona 8.

Peticiones derechos a los pueblos indígenas   

1. Implementar un plan urgente integral de alimentación 
y salud para atender la crisis humanitaria indígena y la 
migración forzosa en marcha, con especial atención a los 
pueblos indígenas Warao, Pemón, Yukpa, Jivi y Wayúu.
2. Investigación y sanciones para los efectivos militares 
responsables de la masacre de los yanomami, ocurrida el 
20.03.22 en Parima B, estado Amazonas.
3. Celeridad en las investigaciones y sanción a los 
responsables del asesinato de Virgilio TRUJILLO 
ARANA el 30.06.22 en Puerto Ayacucho, estado 
Amazonas.
4. Revisión y capacitación de los funcionarios militares 
ubicados en los puestos de control dentro de las 
comunidades indígenas, para manejar situaciones de 

�’�›�›�Ž�•�ž�•�Š�›�Ž�œ�,�•�’�Ž�—�Ž�—�,�•�˜�–�Š�•�Š�,�•�Š�œ�,�Œ�˜�–�ž�—�’�•�Š�•�Ž�œ�,�•�Ž�,�”�ž�œ�Ž�,�¢�,�Œ�‘�Š�”�•�Š�™�Š�&���1
Consulta del 04.10.22.

8  Ana Uzcátegui: Etnia gayones denuncia agresión y ecocidio en 
Cerro Saroche. ���Š�1���›�Ž�—�œ�Š�1�•�Ž�1���Š�›�Š�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&� � � �ï�•�Š�™�›�Ž�—�œ�Š�•�Š�›�Š�ï
com.ve/nota/46788/22./05/etnia-gayones-denuncia-agresion-y-ecocidio-
�Ž�—�,�Œ�Ž�›�›�˜�,�œ�Š�›�˜�Œ�‘�Ž���1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1�W�^�ï�X�[�ï�X�X�ï
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�Œ�˜�—���’�Œ�•�˜�1�•�Ž�1�•�˜�›�–�Š�1�›�Ž�œ�™�Ž�•�ž�˜�œ�Š�1�•�Ž�1�•�Š�1�Ÿ�’�•�Š�1�¢�1�•�Š�1�Œ�˜�œ�–�˜�Ÿ�’�œ�’�à�—�1
de los pueblos originarios.  
5. Desarrollar un plan coordinado con los gobiernos 
de los países fronterizos –Colombia, Brasil y Guyana– 
para impedir que grupos de delincuencia organizada, 
grupos armados irregulares de Colombia y garimpeiros 
brasileños continúen desarrollando labores de minería 
ilegal y contrabando e invadiendo territorios indígenas en 
Bolívar, Amazonas, Delta Amacuro y Zulia, que afectan 
los planes de vida de los pueblos originarios.
6. Inmediata paralización del megaproyecto Zona de 
Desarrollo Estratégico Nacional Arco Minero del Orinoco 
y de las actividades extractivas artesanales e ilegales 
en zonas indígenas, hasta que no se realice el proceso 
de consulta previa, libre e informada y los estudios de 
impacto socioambiental.
7. Activación de la Comisión de Demarcación de 
Territorios y activación de la aprobación y entrega 
de los títulos de propiedad colectiva de los pueblos 
y comunidades indígenas, tal como lo establece la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela 
(CRBV).
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En 2022 se cumple una década del declive institucional, 
���—�Š�—�Œ�’�Ž�›�˜�1�¢�1�˜�™�Ž�›�Š�•�’�Ÿ�˜�1�•�Ž�•�1�œ�’�œ�•�Ž�–�Š�1�œ�Š�—�’�•�Š�›�’�˜�1�™�ø�‹�•�’�Œ�˜�1�Ž�—�1
Venezuela. Después de un largo período en deterioro 
contínuo, 2012 marca una etapa de insostenibilidad del 
�œ�’�œ�•�Ž�–�Š�ð�1�Œ�˜�—�1�ž�—�Š�1�Œ�Š�Ç�•�Š�1�œ�’�•�—�’���Œ�Š�•�’�Ÿ�Š�1�•�Ž�1�œ�ž�œ�1�œ�Ž�›�Ÿ�’�Œ�’�˜�œ�1�¢�1
éxodo de personal, hasta entrar en colapso estructural 
a partir de 2016. El empeoramiento del colapso del sis-
tema sanitario público entre 2020 y 2021 se mantuvo 
relativamente igual en 2022, todavía en un contexto de 
pandemia de Covid-19, pero de baja intensidad. Los 
hospitales –donde se concentra la mayor capacidad de 
atención disponible en el país– y el resto de los centros de 
atención primaria y especializada mostraron en general 
una proporción de servicios inoperativos superior a 80%, 
con pérdidas de personal de salud que sobrepasaba 70%. 
Mejoró ligeramente, sin embargo, la disponibilidad de 
�Œ�Š�–�Š�œ�1�˜�™�Ž�›�Š�•�’�Ÿ�Š�œ�1�¢�1�Ž�š�ž�’�™�Š�–�’�Ž�—�•�˜�1�–�·�•�’�Œ�˜�ð�1�Œ�˜�—�1�•�·���Œ�’�•�œ�1
de 63% y 83% respectivamente, de acuerdo con datos y 
estimaciones de HumVenezuela. También aumentó le-
vemente el suministro regular de agua y electricidad en 
hospitales públicos, reduciéndose el número de muertes 
intrahospitalarias por fallas de estos servicios, pero en 
condiciones de gran vulnerabilidad, porque dependen de 
“ camiones cisternas y plantas eléctricas de baja potencia, cuyo 
�•�’�œ�Ž�Û�˜�1�Ž�œ�•�¤�1�‹�Š�œ�Š�•�˜�1�Ž�—�1�•�·���Œ�’�•�œ�1�•�Ž�–�™�˜�›�Š�•�Ž�œ�1�¢�1�—�˜�1�Ž�œ�•�›�ž�Œ�•�ž�›�Š�•�Ž�œ”, 
según reportó Médicos por la Salud en la Encuesta Na-
cional de Hospitales (ENH).

Evidenciando el colapso, por cuarto año consecutivo, 
PROVEA registró en su base de datos un nuevo incre-
mento en el escalamiento del número de denuncias por 
vulneraciones del derecho a la salud en hospitales y otros 
centros de salud públicos, que comenzó en 2019. Para 
2022 se registró un total de 95.920 denuncias de múltiples 
privaciones de atención en el sistema sanitario público, 

D E R E C H O  A  L A  S A L U D
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aumentando en 138% respecto de las 71.186 registradas 
en 2021. Mirando su comportamiento promedio inte-
ranual, entre 2012 y 2015 se registraron 2.358 denuncias; 
entre 2016 y 2018 subieron a 10.244, y entre 2019 y 2022 
escalaron a 67.070. En 2020 las denuncias disminuyeron 
un poco por las restricciones de movilidad de las perso-
nas, que impidieron llegar a los servicios, también mucho 
más disminuidos por una atención copada por los casos 
de Covid-19; y volvieron a crecer en 2021 y 2022. Los 
principales motivos de estas denuncias fueron la falta 
de insumos básicos y médico-quirúrgicos, medicinas y 
reactivos de laboratorio, que deben conseguir y pagar 
�•�Š�œ�1�™�Ž�›�œ�˜�—�Š�œ�1�•�Ž�1�œ�ž�1�‹�˜�•�œ�’�•�•�˜�ò�1�Ž�•�1�•�·���Œ�’�•�1�•�Ž�1�™�Ž�›�œ�˜�—�Š�•�1�–�·�•�’�Œ�˜�1
y de enfermería; el cierre de servicios; los problemas de 
�’�—�•�›�Š�Ž�œ�•�›�ž�Œ�•�ž�›�Š�1�¢�1�–�Š�—�•�Ž�—�’�–�’�Ž�—�•�˜�ð�1�¢�1�•�Š�1�•�Ž���Œ�’�Ž�—�Œ�’�Š�1�•�Ž�1�Ž�š�ž�’-
pos médicos.

���Ž�1�Š�Œ�ž�Ž�›�•�˜�1�Œ�˜�—�1�Œ�’�•�›�Š�œ�1�˜���Œ�’�Š�•�Ž�œ�ð�1�Ž�—�1�X�V�X�X�1���Ž�—�Ž�£�ž�Ž-
la sumó unos 105.887 casos nuevos de Covid-19 a los 
�Z�Z�Z�ï�\�Y�[�1�Œ�Š�œ�˜�œ�1�—�˜�•�’���Œ�Š�•�˜�œ�1�Ž�—�1�X�V�X�W�ð�1�•�Ž�›�–�’�—�Š�—�•�˜�1�Œ�˜�—�1�[�[�V�ï�[�X�X�1
casos acumulados, con leves picos puntuales en enero y 
julio. De este total de casos, fallecieron unas 503 personas, 
88% menos de las 4.296 muertes acumuladas hasta 2021, 
�Š�ž�—�1�Œ�ž�Š�—�•�˜�1�•�Š�1�Œ�˜�–�ž�—�’�•�Š�•�1�Œ�’�Ž�—�•�Ç���Œ�Š�1�Œ�˜�—�•�’�—�ž�à�1�œ�Ž�Û�Š�•�Š�—�•�˜�1
�š�ž�Ž�1�•�˜�œ�1�•�Š�•�˜�œ�1�˜���Œ�’�Š�•�Ž�œ�1�™�›�Ž�œ�Ž�—�•�Š�—�1�ž�—�1�•�›�Š�—�1�œ�ž�‹�›�Ž�•�’�œ�•�›�˜�ð�1�™�˜�›�1
las grandes debilidades en vigilancia y detección de ca-
sos. En el monitoreo de Infecciones Respiratorias Agudas 
(IRA) de la ENH, en 40 centros de salud hospitalarios del 
país se encontró que 70% de las personas con IRA entre 
2020 y 2022 no tuvieron acceso a pruebas moleculares o 
antígenas (PCR) para detectar Covid-19. La disparidad 
�Œ�˜�—�1�•�Š�œ�1�Œ�’�•�›�Š�œ�1�˜���Œ�’�Š�•�Ž�œ�1�œ�Ž�1�˜�‹�œ�Ž�›�Ÿ�Š�1�œ�˜�‹�›�Ž�1�•�˜�•�˜�1�Ž�—�1�•�Š�œ�1�–�ž�Ž�›-
tes por Covid-19, que la ENH estima en una magnitud 
3,5 a 4 veces mayor, dado que la prueba PCR fue un 
requisito establecido por las autoridades sanitarias para 
que la Covid-19 fuese registrada como causa de muerte 
en las actas de defunción. 
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A partir de un Boletín Epidemiológico del Ministerio 
del Poder Popular para la Salud (MPPS) no publicado, 
�Œ�˜�—�1�ž�—�1�™�˜�›�Œ�Ž�—�•�Š�“�Ž�1�•�Ž�1�—�˜�•�’���Œ�Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�•�Ž�1�Ž�—�•�Ž�›�–�Ž�•�Š�•�Ž�œ�1
inferior a 40%, la Sociedad Venezolana de Salud Públi-
ca estimó una razón de 113 muertes maternas por cada 
100.000 nacidos vivos, para un total de 557 muertes re-
gistradas por el MPPS hasta el 15.10.22. En comparación 
con una razón de 92 para 2020, publicada por el Minis-
�•�Ž�›�’�˜�1�•�Ž�•�1���˜�•�Ž�›�1���˜�™�ž�•�Š�›�1�™�Š�›�Š�1�•�Š�1���•�Š�—�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�1�û���������ü�1�Ž�—�1
el documento “ Venezuela en Cifras” de enero de 2022, la 
mortalidad materna se encuentra en ascenso sostenido, 
aumentando 124% durante los últimos tres años, con ta-
sas superiores a la nacional en los estados Lara, Guárico, 
Miranda, Nueva Esparta, Apure, Yaracuy, Bolívar, Truji-
llo, Amazonas y Distrito Capital. 

Ante este panorama, el Estado venezolano concentró 
sus acciones en anuncios de medidas que no resuelven 
los problemas estructurales del sistema sanitario ni res-
ponden a los principios y normas de universalidad, equi-
dad, gratuidad y no discriminación del derecho a la sa-
lud, pese a enmarcarlas en el fortalecimiento del Sistema 
Público Nacional de Salud (SPNS), además de no presen-
tar estadísticas epidemiológicas ni sanitarias, por la polí-
�•�’�Œ�Š�1�•�Ž�1�Œ�Ž�—�œ�ž�›�Š�1�˜���Œ�’�Š�•�1�¢�1�Œ�’�Ž�›�›�Ž�1�•�Ž�1�Š�Œ�Œ�Ž�œ�˜�1�Š�1�•�Š�1�’�—�•�˜�›�–�Š�Œ�’�à�—�1
pública. Entre estas acciones destacaron durante 2022: un 
Plan Quirúrgico Nacional, en hospitales priorizados, que 
cubre un escaso porcentaje de las largas listas de espera 
por cirugías, debido a una caída entre 70 y 80% de las 
actividades quirúrgicas, laboratorio y bancos de sangre; 
la creación de Brigadas Comunitarias Militares (Bricomi-
les), para rehabilitaciones menores de infraestructura de 
consultorios y centros de salud, y el uso de plataformas 
digitales del Sistema 1×10 del Buen Gobierno, como redes 
sociales intragobierno para hacer solicitudes de servicios, 
con una marcada politización y sujeción de la población 
a políticas de integración cívico-militar-policial contra 
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“ amenazas o enemigos internos���ò�1�¢�1�ž�—�1���•�Š�—�1���—�•�’�–�Š���Š�1�Ž�—�1
hospitales, con el cual se cometieron numerosas detencio-
nes arbitrarias de personal de salud, denunciadas por sus 
gremios y la Federación Médica de Venezuela (FMV). 

En el campo de la respuesta humanitaria dirigida al 
sector salud, con apoyo de la Organización Panamericana 
y la Organización Mundial de la Salud (OPS/OMS), el 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) 
y otras agencias de Naciones Unidas, en 2022 se realizó 
una importante distribución de insumos, medicamentos, 
equipamiento médico y vacunas en hospitales, ambulato-
rios, comunidades, Centros de Diagnóstico Integral (CDI), 
Direcciones Regionales de Salud y laboratorios en el país. 

Pero las necesidades no cubiertas o a reforzar, al ter-
minar el año, seguían siendo: a) la atención de la salud 
mental de la población en general, y de las personas con 
discapacidades psicosociales; b) fortalecer las capacida-
des de los recursos humanos en salud y de los trabajado-
res humanitarios; c) la atención al embarazo, para reducir 
la mortalidad materna y perinatal; d) el acceso a la aten-
ción en salud de las personas con enfermedades crónicas 
(hipertensión arterial, diabetes mellitus, respiratorias), 
en condiciones vulnerables; e) mejorar las condiciones de 
agua, saneamiento e higiene, y control de infecciones en 
hospitales; f) aumentar las coberturas de vacunación y 
reforzar la vigilancia de brotes inusuales de enfermeda-
des respiratorias y neumonías graves, y g) la prevención, 
preparación y respuesta en salud ante situaciones de 
emergencia y desastres de origen natural. 

Peticiones derecho a la salud

1. Reconocer el profundo colapso del sistema sanitario 
público y ampliar la cooperación y asistencia humanita-
ria internacional, coordinada por las Naciones Unidas, 
para emprender –en conjunto con todos los actores de la 
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sociedad civil y del sector privado– proyectos de reforma 
estructural en el marco de los estándares internaciona-
les del derecho a salud, sin discriminación ni sujeción a 
intereses políticos, económicos o militares, que permitan 
dirigir esfuerzos conjuntos a la pronta restauración de 
capacidades sanitarias nacionales.
2. Dedicar el máximo de los esfuerzos del Estado y con 
absoluta urgencia, al restablecimiento de la institucionali-
dad y recuperación de las capacidades del sistema sanita-
rio público en todo el país, comenzando por crear una Ley 
Orgánica de Salud conforme a las disposiciones constitu-
cionales, con una amplia consulta de los gremios de salud, 
�•�Š�1�Œ�˜�–�ž�—�’�•�Š�•�1�Œ�’�Ž�—�•�Ç���Œ�Š�1�¢�1�Š�Œ�Š�•�·�–�’�Œ�Š�ð�1�•�Š�1�œ�˜�Œ�’�Ž�•�Š�•�1�Œ�’�Ÿ�’�•�ð�1�Ž�•�1
sector privado, los ciudadanos y comunidades en general, 
y la integración orgánica de los distintos sistemas de sa-
lud, bajo una autoridad sanitaria con capacidades rectoras 
y presupuestarias.  
3. Crear un programa intensivo de rehabilitación de la 
infraestructura y aumento del personal de salud en el siste-
ma sanitario público, en todos los niveles de atención, ca-
pacitado en las universidades nacionales e internacionales, 
con los más altos estándares del conocimientos generales y 
especializados en salud, garantizando contrataciones justas 
�¢�1�œ�Š�•�Š�›�’�˜�œ�1�•�’�•�—�˜�œ�ð�1�Š�œ�Ç�1�Œ�˜�–�˜�1�ž�—�Š�1�œ�ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�1�¢�1�›�Ž�•�ž�•�Š�›�1�•�˜�•�Š-
�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�’�—�œ�ž�–�˜�œ�ð�1�–�Ž�•�’�Œ�’�—�Š�œ�1�¢�1�Ž�š�ž�’�™�˜�œ�ð�1�Œ�˜�—�1�Š�™�˜�¢�˜�1���—�Š�—�Œ�’�Ž�›�˜�1
y técnico de organismos y centros acreditados a nivel inter-
nacional en materia sanitaria.
4. Reactivar y fortalecer todos los programas de respuesta 
a las necesidades de la población con problemas de salud de 
mayor prevalencia, como el programa de donación de órga-
nos y trasplantes, y el de hemodiálisis y diálisis peritoneal; 
el programa nacional de SIDA; los programas de suminis-
tro gratuito de medicamentos y tratamientos de alto costo; 
los de salud sexual y reproductiva, y de atención a embara-
zadas y recién nacidos; los de protección de personas ma-
yores, con discapacidad y LGBTQI; los de salud en comu-
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nidades indígenas; los de atención a personas privadas de 
libertad; los de control de epidemias, y los de inmunización 
contra las enfermedades inmunoprevenibles.
5. Robustecer el sistema de vigilancia epidemiológica y 
diagnóstico de forma descentralizada y el suministro de 
equipos de protección al personal de salud y organizacio-
nes humanitarias, así como reanudar la publicación de 
información epidemiológica y sanitaria, haciendo un uso 
oportuno y transparente de las estadísticas para la formu-
lación de planes y el desempeño de programas de salud, y 
garantizando el consentimiento informado, la protección 
�¢�1�Œ�˜�—���•�Ž�—�Œ�’�Š�•�’�•�Š�•�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1�•�Š�•�˜�œ�1�™�Ž�›�œ�˜�—�Š�•�Ž�œ�ð�1�™�Š�›�Š�1�Ž�Ÿ�’�•�Š�›�1�•�Š�1
estigmatización o discriminación de las personas por su 
condición de salud.
 6. Abstenerse de medidas que estigmaticen, discrimi-
nen, criminalicen o repriman a los gremios y sindicatos 
de salud, las organizaciones de derechos humanos y 
humanitarias, los periodistas y medios de comunicación 
independientes, por hacer denuncias sobre vulneración 
de derechos, cuestionar o disentir de políticas y medi-
das que sean contrarias a los estándares universales, 
garantizando que la Defensoría del Pueblo (DdP) y sus 
�˜���Œ�’�—�Š�œ�1�Œ�ž�–�™�•�Š�—�1�œ�ž�1�™�Š�™�Ž�•�1�•�Ž�1�›�Ž�Œ�’�‹�’�›�1�•�Ž�—�ž�—�Œ�’�Š�œ�ð�1�œ�˜�•�’�Œ�’�•�Š�›�1
investigaciones y proteger la realización efectiva de to-
dos los derechos humanos.
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Analizar el derecho a la seguridad social en Venezuela 
durante 2022 implica tomar en cuenta algunas variables 
transversales como la asignación de recursos económi-
cos. En cuanto a la Ley de Presupuesto, se tiene que el 
���—�Š�—�Œ�’�Š�–�’�Ž�—�•�˜�1�•�’�›�’�•�’�•�˜�1�Š�1�•�Š�1�Š�•�Ž�—�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1�œ�Ž�Œ�•�˜�›�Ž�œ�1�œ�˜-
ciales para el año en estudio tiene una cobertura de Bs. 
34.640.587 miles (55,5% de participación del total del pre-
�œ�ž�™�ž�Ž�œ�•�˜�ü�ï�1���Š�1�•�’�œ�•�›�’�‹�ž�Œ�’�à�—�1�•�Ž�•�1���—�Š�—�Œ�’�Š�–�’�Ž�—�•�˜�1�™�Š�›�Š�1�Ž�œ�•�Ž�1
�œ�Ž�Œ�•�˜�›�1�Ž�œ�1�•�Š�1�œ�’�•�ž�’�Ž�—�•�Ž�ñ�1���œ�ï�1�\�ï�Z�]�Y�ï�Z�]�W�1�–�’�•�Ž�œ�1�œ�Ž�›�¤�—�1���—�Š�—�Œ�’�Š-
dos con ingresos ordinarios, Bs. 1.283.094 miles proven-
drán de proyectos por endeudamiento y Bs. 26.884.022 
miles por otras fuentes. Al comparar este presupuesto 
con el asignado a Seguridad Social en 2021, encontramos 
que el monto en dólares aumentó 65%, al igual que el 
presupuesto nacional en su conjunto.

No obstante, al revisar la Ley de Presupuesto no es 
posible conocer la distribución de los recursos para el 
Ejercicio Económico Financiero del año, puesto que no 
�‘�Š�¢�1�•�Ž�•�Š�•�•�Ž�œ�1�œ�˜�‹�›�Ž�1�™�›�˜�¢�Ž�Œ�•�˜�œ�1�’�—�’�Œ�’�Š�•�˜�œ�ð�1�›�Ž���—�Š�—�Œ�’�Š�–�’�Ž�—�•�˜�1
�˜�1�Ž�“�Ž�Œ�ž�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�•�Ç�œ�’�Œ�Š�œ�1�¢�1���—�Š�—�Œ�’�Ž�›�Š�œ�ï�1���œ�1�ž�—�1�’�—�œ�•�›�ž�–�Ž�—�•�˜�1�•�Ž�1
�•�Š�1�™�˜�•�Ç�•�’�Œ�Š�1���œ�Œ�Š�•�1�’�—�Œ�˜�–�™�•�Ž�•�˜�1�Š�•�1�—�˜�1�™�ž�‹�•�’�Œ�Š�›�œ�Ž�1�•�Š�1���Ž�–�˜�›�’�Š�1�¢�1
Cuenta de las carteras ministeriales que permitan saber la 
evolución de los proyectos, actividades y recursos presu-
puestarios, entre otros. 

Nuevamente para este año, es necesario tomar en 
�Œ�ž�Ž�—�•�Š�1�Ž�•�1�Œ�˜�—�•�Ž�¡�•�˜�1�’�—���Š�Œ�’�˜�—�Š�›�’�˜�1�¢�1�œ�ž�œ�1�Œ�Š�›�Š�Œ�•�Ž�›�Ç�œ�•�’�Œ�Š�œ�1�–�¤�œ�1
notables: subida de precios de manera constante y abrup-
ta, expansión de dinero sin respaldo y dolarización de 
�•�Š�Œ�•�˜�ð�1�Ž�—�•�›�Ž�1�˜�•�›�˜�œ�ï�1���ž�—�š�ž�Ž�1�Ž�•�1�Ž�™�’�œ�˜�•�’�˜�1�•�Ž�1�‘�’�™�Ž�›�’�—���Š�Œ�’�à�—�1
�Œ�˜�—�Œ�•�ž�¢�à�1�Ž�—�1�X�V�X�W�ð�1�•�Š�1�’�—���Š�Œ�’�à�—�1�Œ�˜�—�•�’�—�ø�Š�1�œ�’�Ž�—�•�˜�1�–�ž�¢�1�Š�•�•�Š�1�¢�1
sigue teniendo graves consecuencias en los derechos so-
ciales, generando desigualdad y empobrecimiento. 

En lo referente al programa social Gran Misión Amor 
Mayor Venezuela (Gmamv), fueron entregadas 235.834 

DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL
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pensiones, y responden al mismo criterio de opacidad y 
�•�’�œ�Œ�›�Ž�Œ�’�˜�—�Š�•�’�•�Š�•�ñ�1�—�˜�1�Ž�¡�’�œ�•�Ž�1�™�ž�‹�•�’�Œ�Š�Œ�’�à�—�1�˜���Œ�’�Š�•�1�š�ž�Ž�1�‘�Š�•�Š�1
�›�Ž�•�Ž�›�Ž�—�Œ�’�Š�1�Š�1�•�˜�œ�1�Œ�›�’�•�Ž�›�’�˜�œ�1�•�Ž�1�Ž�•�Ž�•�’�‹�’�•�’�•�Š�•�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�Š-
�›�’�˜�œ�ð�1�•�’�œ�•�›�’�‹�ž�Œ�’�à�—�1�•�Ž�˜�•�›�¤���Œ�Š�ð�1�›�Š�—�•�˜�œ�1�•�Ž�1�Ž�•�Š�•�1�˜�1�•�·�—�Ž�›�˜�ï

Al mismo tiempo, un aspecto ampliamente debatido 
por los pensionados en los últimos años ha sido el mon-
to de la pensión. En marzo, Maduro anunció un nuevo 
incremento del salario mínimo al llevarlo a medio petro 1, 
�Ž�š�ž�’�Ÿ�Š�•�Ž�—�•�Ž�1�Š�1�Þ�X�^�ð�_�W�1�Š�1�•�Š�œ�Š�1�˜���Œ�’�Š�•�ï�1���Ž�1�–�Š�—�Ž�›�Š�1�š�ž�Ž�1�œ�Ž�1�‘�Š�1
destruido cualquier posibilidad de ahorro o plan de re-
tiro de lo que fue la Población Económicamente Activa, 
acelerando el empobrecimiento de los ciudadanos.

La exigibilidad de derechos por una mejor calidad de 
vida y garantías fue el centro de numerosas manifestacio-
nes promovidas por jubilados y pensionados, siendo este 
uno de los grupos poblacionales vulnerables más activos 
�Ž�—�1�Ž�•�1�Ž�“�Ž�›�Œ�’�Œ�’�˜�1�•�Ž�•�1�•�Ž�›�Ž�Œ�‘�˜�1�Š�1�•�Š�1�™�›�˜�•�Ž�œ�•�Š�1�™�Š�Œ�Ç���Œ�Š�ï�1���•�•�ž�—�Š�œ�1
manifestaciones resaltaron durante el año en estudio: el 
19 de enero, en la Plaza de la Moneda, en el centro de 
Caracas, para exigir mejoras salariales2; el 26 de abril, la 
Coordinadora de Pensionados y Jubilados de Venezue-
la3 convocó concentraciones en las sedes regionales del 
Ministerio del Trabajo en todo el país con la demanda 
principal de una pensión digna, y el 1 de mayo jubilados, 
pensionados y trabajadores activos protestaron en varios 
estados para exigir salarios y condiciones dignas en el 
ejercicio de sus labores. 

Como parte del activismo y fortalecimiento de los 
jubilados y pensionados como actores sociales, en el tri-

1  Moneda digital del gobierno de Nicolás Maduro.

2  El Pitazo: Pensionados y jubilados protestaron en Caracas para 
exigir mejoras salariales este #19Ene�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&�Ž�•�™�’�•�Š�£�˜�ï�—�Ž�•�&�•�›�Š�—�,
caracas/pensionados-y-jubilados-protestaron-en-caracas-para-exigir-
�–�Ž�“�˜�›�Š�œ�,�œ�Š�•�Š�›�’�Š�•�Ž�œ�,�Ž�œ�•�Ž�,�W�_�Ž�—�Ž�&���1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1�X�V�ï�W�X�ï�X�X�ï

3  Qué Pasa: Pensionados y jubilados anunciaron nuevas protestas 
para el 26 de abril y primero de mayo�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1��https://www.quepasa.com.
ve/nacionales/pensionados-y-jubilados-anunciaron-nuevas-protestas-
para-el-26-de-abril-y-primero-de-mayo/ ��  Consulta del 20.12.22.
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gésimo primer aniversario del Comité en Defensa de los 
Derechos Humanos de los Jubilados y Pensionados se 
llevó a cabo el XXVI Encuentro Nacional del Comité, en 
conjunto con PROVEA, como espacio para el intercambio 
de experiencias e ideas en la defensa de las pensiones y 
jubilaciones. Entre las exigencias que el Comité realiza se 
encuentran el ajuste del salario mínimo de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 91 de la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela (CRBV); restitución de 
pagos a pensionados y jubilados que se encuentran en el 
exterior; asistencia de salud integral por parte del Institu-
to Venezolano de los Seguros Sociales (IVSS), y restable-
�Œ�’�–�’�Ž�—�•�˜�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�˜�œ�1�Œ�˜�—�•�›�Š�Œ�•�ž�Š�•�Ž�œ�1�Ž�•�’�–�’�—�Š�•�˜�œ�1�™�˜�›�1�•�Š�1
�����Œ�’�—�Š�1���Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1�•�Ž�1���›�Ž�œ�ž�™�ž�Ž�œ�•�˜�1�û���—�Š�™�›�Ž�ü�ï

En cuanto a la protección social de grupos vulnera-
bles, el gobierno de Maduro se enfocó en el incremento 
de los bonos, programas sociales y en jornadas de asis-
tencialismo que se realizan en algunas comunidades des-
protegidas del país. En la actualidad no existe una políti-
ca de protección social con enfoque en derechos humanos 
que garantice un nivel de vida digno a grupos prioriza-
dos. Los programas de protección social son instrumen-
tos vitales para impulsar a las personas más desfavoreci-
das, pues les permiten mantenerse saludables, atendidas 
y optar a oportunidades para superar la pobreza.  

Por su parte, el amplio colectivo de personas con dis-
capacidad se enfrenta a necesidades y riesgos sociales de 
manera más aguda que el resto de la población. Un as-
pecto positivo en pro de la población con discapacidad es 
que la Comisión Permanente de Desarrollo Social Integral 
de la Asamblea Nacional (AN) 4 impulsará la segunda 
discusión del Proyecto de Ley Orgánica para la Atención 
de Personas con Discapacidad, que tiene por objeto regu-
4  ASAMBLEA NACIONAL (AN): Comisión de Desarrollo 
Social impulsará ley para la atención de personas con discapacidad [en 
�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&� � � �ï�Š�œ�Š�–�‹�•�Ž�Š�—�Š�Œ�’�˜�—�Š�•�ï�•�˜�‹�ï�Ÿ�Ž�&�—�˜�•�’�Œ�’�Š�œ�&�Œ�˜�–�’�œ�’�˜�—�,�•�Ž�,
desarrollo-social-impulsara-ley-para-la-atencion-de-personas-con-
�•�’�œ�Œ�Š�™�Š�Œ�’�•�Š�•�� Consulta del 20.11.22.
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lar los medios y mecanismos que garanticen el desarrollo 
integral de estas personas. Así mismo, en el seno de esta 
comisión de la AN se aprobó en segunda discusión el 
Proyecto de Ley para las Trabajadoras y los Trabajadores 
con Discapacidad, para regular los medios y mecanismos 
que garanticen su inclusión, protección, defensa, atención 
y desarrollo integral.

Como se ha insistido en informes anteriores, es ur-
gente la revisión o reforma de la Ley Orgánica de Segu-
ridad Social de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana 
(FANB), y mucho más en un contexto de crisis de la 
seguridad social, con el resto de la población en situa-
ciones paupérrimas.

Peticiones derecho a la seguridad social

1. Desarrollar a nivel legal y administrativo la Ley Or-
gánica del Sistema de Seguridad Social y proceder a su 
�Ž�“�Ž�Œ�ž�Œ�’�à�—�1�Œ�˜�—�1�Ž�•�1���—�1�•�Ž�1�™�›�˜�–�˜�Ÿ�Ž�›�1�ž�—�1�–�Ž�“�˜�›�Š�–�’�Ž�—�•�˜�1�•�Ž�1�•�Š�1
calidad de vida de las personas objeto de dicha ley.
2. Accionar desde una perspectiva más amplia de desa-
rrollo la promoción de pisos de protección social en vez de 
�™�›�˜�•�›�Š�–�Š�œ�1�œ�˜�Œ�’�Š�•�Ž�œ�1�Œ�˜�—�1���—�Ž�œ�1�’�—�–�Ž�•�’�Š�•�’�œ�•�Š�œ�ð�1�•�Ž�—�’�Ž�—�•�˜�1�Ž�—�1
cuenta elementos como inversión en el talento humano, 
garantía de un nivel de vida digno y desarrollo de capaci-
dades, y la mejora de un sistema de seguridad social.
3. Incorporar en planes y programas la perspectiva de 
�•�·�—�Ž�›�˜�ð�1�Œ�˜�—�1�Ž�•�1���—�1�•�Ž�1�™�›�˜�–�˜�Ÿ�Ž�›�1�Š�Œ�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�’�—�•�Ž�•�›�Š�•�Ž�œ�1�¢�1�–�ž�•-
tisectoriales que erradiquen las causas de la desigualdad.  
4. Reformar la Ley Orgánica de Seguridad Social de 
�•�Š�1���������ð�1�™�Š�›�Š�1�›�Ž�Œ�•�’���Œ�Š�›�1�Ž�•�Ž�–�Ž�—�•�˜�œ�1�’�—�Œ�˜�—�•�›�ž�Ž�—�•�Ž�œ�1�š�ž�Ž�1
contiene y que van en disonancia con los principios de la 
seguridad social.
5. Construir un sistema de indicadores que permitan el 
seguimiento y la evaluación de los programas sociales con 
enfoque en la protección social.
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DERECHO A LA TIERRA

Por séptimo año consecutivo, al no publicarse la  Memo-
ria y Cuenta del Ministerio del Poder Popular para la 
Agricultura y Tierras (MPPAT) es complejo realizar un 
estudio acertado de la política de distribución de tierras. 
���œ�•�Š�1�™�›�Ž�•�’�œ�™�˜�œ�’�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�—�˜�1�™�ž�‹�•�’�Œ�Š�›�1�Œ�’�•�›�Š�œ�1�˜���Œ�’�Š�•�Ž�œ�1�•�Ž�œ�•�Ž�1
2015 no solo contradice el artículo 244 de la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela (CRBV), 
también contraviene la Ley de Transparencia y Acceso  
a la Información de Interés Público.

Por cuarto año consecutivo no se registraron 
operativos especiales para la regularización de la tierra 
como los del “Plan Cayapa” del Instituto Nacional 
�•�Ž�1���’�Ž�›�›�Š�œ�1�û���������ü�ï�1���Š�1�˜�™�Š�Œ�’�•�Š�•�1�Ž�—�1�•�Š�œ�1�Œ�’�•�›�Š�œ�1�˜���Œ�’�Š�•�Ž�œ�1
y también en las de las federaciones de ganaderos, 
imposibilita conocer la cifra exacta de las tierras 
rescatadas y productivas después de 15 años de haberse 
promulgado la Ley Orgánica de Tierras (LOT). El 07.10.22 
el MPPAT entregó 826 instrumentos agrarios para 
impulsar la producción de alimentos en 4.066 hectáreas 
�û�‘�Š�ü�ð�1�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�Š�—�•�˜�1�Š�œ�Ç�1�Š�1�W�ï�X�V�V�1�•�Š�–�’�•�’�Š�œ�1�Ž�—�1�Ž�•�1���’�œ�•�›�’�•�˜�1
Capital y los estados La Guaira, Carabobo y Lara1. Por su 
parte el INTI informó el 19.10.22 que se han entregado 
6.000 títulos de tierra para regularizar 300.000 ha2. 

PROVEA reconoce que el Estado tiene interés en 
redistribuir la tierra; no obstante, la falta de estadísticas 
�Ÿ�Ž�›�’���Œ�Š�‹�•�Ž�œ�ð�1�•�Š�1�˜�™�Š�Œ�’�•�Š�•�1�•�Ž�1�•�Š�œ�1�—�˜�•�Š�œ�1�•�Ž�1�™�›�Ž�—�œ�Š�1�¢�1�ž�—�Š�1
�•�Ž�•�’�‹�Ž�›�Š�•�Š�1�Š���›�–�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�Œ�’�•�›�Š�œ�1�œ�’�—�1�œ�ž�œ�•�Ž�—�•�˜�1�›�Ž�™�›�Ž�œ�Ž�—�•�Š�—�1

1  MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA LA 
AGRICULTURA Y TIERRAS (MPPAT): Gobierno nacional entregó más de 
800 títulos de tierra a productores de diferentes estados del territorio nacional 
�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1�À�‘�4�™�ñ�&�&�™�›�Ž�—�œ�Š�–�Š�•�ï�‹�•�˜�•�œ�™�˜�•�ï�Œ�˜�–�&�X�V�X�X�&�W�V�&�•�˜�‹�’�Ž�›�—�˜�,�—�Š�Œ�’�˜�—�Š�•�,
entrego-mas-de-800.html> Consulta del 02.01.23.

2  Julio Urdaneta: Inti ha otorgado 2,7 millones de hectáreas 
en lo que va de 2022.�1���Š�—�Œ�Š�1�¢�1���Ž�•�˜�Œ�’�˜�œ�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1�À�‘�4�™�œ�ñ�&�&� � � �ï
bancaynegocios.com/avanza-entrega-de-tierras-inti-ha-otorgado-27-
millones-de-hectareas-en-lo-que-va-de-2022/> Consulta del 02.01.23.
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un retroceso en las políticas de inclusión iniciadas en 
2007 con la LOT. Se desconoce el número de predios y 
de instrumentos agrarios entregados, cuáles son títulos 
de permanencia y cuáles son cartas de registro agrario. 
���Š�–�™�˜�Œ�˜�1�œ�Ž�1�Œ�˜�—�˜�Œ�Ž�1�Ž�•�1�—�ø�–�Ž�›�˜�1�•�Ž�1�Œ�Š�–�™�Ž�œ�’�—�˜�œ�1�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�Š�•�˜�œ�1
ni el porcentaje que representan de ese colectivo.

Se presentaron 14 incidentes vinculados al acceso de 
la tierra –cinco menos que en 2022–, siendo en los estados 
Barinas y Falcón donde se registraron más hechos. Por su 
parte, el 03.02.22, el secretario de Seguridad Ciudadana 
�•�Ž�1���Š�›�’�—�Š�œ�ð�1���˜�œ�˜�1���Š�‹�Š�•�•�Ž�›�˜�ð�1�Š���›�–�à�1�š�ž�Ž�1�Œ�˜�—�•�Š�‹�’�•�’�£�Š�›�˜�—�1�[�^�]�1
���—�Œ�Š�œ�1�’�—�Ÿ�Š�•�’�•�Š�œ3.

En 2022, el MPPAT recibió una asignación presupues-
taria inicial de Bs. 135.749 y el INTI de Bs. 14.377, según 
la Ley de Presupuesto para el Ejercicio Económico 
Financiero 20224.

Por información suministrada por la Confederación 
de Asociaciones de Productores Agropecuarios de 
Venezuela (Fedeagro), la cartera agrícola de la banca 
pública y privada se situó en Bs. 237.432.467,28, siendo 
los Bancos de Venezuela y BBVA Provincial las entidades 
que más capital ejecutaron por cartera agrícola, con Bs. 
150.386.901,73 y Bs. 47.952.725,97, respectivamente5. 
���Ž�1�•�Ž�œ�Œ�˜�—�˜�Œ�Ž�1�Ž�•�1�•�Ž�œ�•�•�˜�œ�Ž�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�Š�›�’�˜�œ�1�•�Ž�1�Ž�œ�•�˜�œ�1
�Œ�›�·�•�’�•�˜�œ�1�¢�1�œ�’�1�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�Š�›�˜�—�1�–�Š�¢�˜�›�’�•�Š�›�’�Š�–�Ž�—�•�Ž�1�Š�1�™�Ž�š�ž�Ž�Û�˜�œ�1
productores y colectivos de campesinos.

La opacidad de las cifras expuestas por el Banco 
Central de Venezuela (BCV), el Instituto Nacional de 
Estadística (INE) y el MPPAT, aunada a la escasez de 
3  Bianile Rivas: �	�˜�‹�’�Ž�›�—�˜�1�•�Ž�1���Š�›�’�—�Š�œ�1�›�Ž�•�’�œ�•�›�Š�1�[�^�]�1���—�Œ�Š�œ�1�’�—�Ÿ�Š�•�’�•�Š�œ�1
en su territorio. ���•�1���’�•�Š�£�˜�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1�À�‘�4�™�œ�ñ�&�&�Ž�•�™�’�•�Š�£�˜�ï�—�Ž�•�&�•�˜�œ�,�•�•�Š�—�˜�œ�&
�•�˜�‹�’�Ž�›�—�˜�,�•�Ž�,�‹�Š�›�’�—�Š�œ�,�›�Ž�•�’�œ�•�›�Š�,�[�^�]�,���—�Œ�Š�œ�,�’�—�Ÿ�Š�•�’�•�Š�œ�,�Ž�—�,�œ�ž�,�•�Ž�›�›�’�•�˜�›�’�˜�&�Á�1
Consulta del 04.01.23.

�Z�1 �1���ž�‹�•�’�Œ�Š�•�Š�1�Ž�—�1�•�Š�1�	�Š�Œ�Ž�•�Š�1�����Œ�’�Š�•�1���7�1�\�ï�\�]�V�1���¡�•�›�Š�˜�›�•�’�—�Š�›�’�˜�1 
del 20.12.21.

5  Confederación de Asociaciones de Productores 
Agropecuarios de Venezuela (FEDEAGRO): Cartera agrícola de la banca 
pública y privada�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1�À�‘�4�™�œ�ñ�&�&�•�Ž�•�Ž�Š�•�›�˜�ï�˜�›�•�&�Ž�œ�•�Š�•�’�œ�•�’�Œ�Š�œ�,�Š�•�›�’�Œ�˜�•�Š�œ�&
cartera-agricola/> Consulta del 22.01.23.
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información en materia de importación, imposibilita 
un diagnóstico en la orientación y desarrollo de la 
producción agropecuaria del Estado durante el 2022, 
situación que se mantiene desde 2015.

Respecto a la evolución de las importaciones de 
alimentos, el Estado venezolano intenta garantizar la 
seguridad alimentaria a través de la compra de productos 
a otros países. Con relación al proceso de exportaciones, 
por información del MPPAT se sabe que los principales 
rubros son aguacate, café, cacao, ganado y genética 
ovina, caprina y porcina 6.

En el marco de una apertura económica y del 
establecimiento de Zonas Económicas Especiales, 
se entregaron tierras a empresas extranjeras para la 
producción agrícola, con la presencia de iniciativas 
iraníes y turcas. 

Aunque el Estado ha realizado esfuerzos para mejorar 
la movilidad de las cosechas por parte de los pueblos 
campesinos, continúan las limitaciones en el suministro 
de gasolina para la producción y traslado de la cosecha, y 
los problemas de vialidad. PROVEA aconseja que uno de 
los elementos que el Estado debe tomar en cuenta para la 
�™�•�Š�—�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�1�Ž�œ�1�Ž�•�1�Ž�•�Ž�Œ�•�˜�1�•�Ž�•�1�Œ�Š�–�‹�’�˜�1�Œ�•�’�–�¤�•�’�Œ�˜�ï

PROVEA observa que durante 2020 se ejecutaron 
acciones irregulares, delictivas y al margen del debido 
proceso, registrándose 14 hechos, como protestas de 
cañicultores a quienes no se les canceló la zafra en 
los estados Portuguesa y Sucre. Se registró el ingreso 
de contrabando de papa por Colombia, incendio de 
cosechas, agresiones armadas contra productores, 
supuesto hostigamiento contra voceros campesinos, 
�•�Ž�œ�™�’�•�˜�œ�1�’�—�“�ž�œ�•�’���Œ�Š�•�˜�œ�1�•�Ž�1�Ž�–�™�›�Ž�œ�Š�œ�1�Ž�œ�•�Š�•�Š�•�’�£�Š�•�Š�œ�1�š�ž�Ž�1
volvieron a ser privatizadas y movilizaciones en Caracas 

6  MPPAT: Internacionalización de la agricultura permitirá 
que Venezuela continúe exportando diferentes rubros�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1�À�‘�4�™�ñ�&�&
prensamat.blogspot.com/2022/09/internacionalizacion-de-la-agricultura.
html> Consulta del 17.01.23. 
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�™�˜�›�1�™�Š�›�•�Ž�1�•�Ž�1�Œ�Š���Œ�ž�•�•�˜�›�Ž�œ�ð�1�™�›�˜�•�ž�Œ�•�˜�›�Ž�œ�1�•�Ž�1�Š�›�›�˜�£�1�¢�1�–�Š�Ç�£�1
para exigir una regulación justa de los rubros. 

Durante 2022 se produjo la detención de ocho 
campesinos, siete de ellos vinculados a la Corriente 
Revolucionaria Bolívar-Zamora (CRBV) y otro al Bloque 
Histórico Popular.

Peticiones derecho a la tierra
 

1. El MPPAT está en la obligación de publicar sus 
respectivas Memoria y Cuenta, índices y estadísticas, de 
conformidad con los artículos 244 de la CRBV y 14 de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública (LOAP).
2. El INTI está obligado a publicar con certeza las cifras 
�œ�˜�‹�›�Ž�1�Ž�•�1�—�ø�–�Ž�›�˜�1�•�Ž�1�‘�Š�1�›�Ž�Œ�ž�™�Ž�›�Š�•�Š�œ�ð�1�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�Š�›�’�˜�œ�1�¢�1�Ž�œ�•�Š�•�˜�œ�1
donde se realizó la entrega. Es importante recordar que 
en próximas entregas debería garantizarse la equidad, 
�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�Š�—�•�˜�1�Š�1�–�ž�“�Ž�›�Ž�œ�1�™�›�˜�•�ž�Œ�•�˜�›�Š�œ�1�¢�1�Œ�˜�–�ž�—�’�•�Š�•�Ž�œ�1
afrodescendientes. 
3. El Estado es responsable de generar políticas de 
resguardo y atención a las poblaciones víctimas de la 
violencia en el campo que se encuentran en situación de 
desplazados internos. 
4. El Estado debe garantizar el acceso a hidrocarburos 
yde facilitar vialidad para que los productores puedan 
sembrar y trasladar sus cosechas. 
5. La Administración Pública está en la obligación de 
�•�Ž�—�Ž�›�Š�›�1�’�—�Œ�Ž�—�•�’�Ÿ�˜�œ�1�Ž�Œ�˜�—�à�–�’�Œ�˜�œ�ð�1���œ�Œ�Š�•�Ž�œ�1�¢�1�Œ�›�Ž�•�’�•�’�Œ�’�˜�œ�1�™�Š�›�Š�1
�•�’�Ÿ�Ž�›�œ�’���Œ�Š�›�1�•�Š�1�™�›�˜�•�ž�Œ�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�›�ž�‹�›�˜�œ�1�Ž�—�1���Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š�ï
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���Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š�1�Œ�˜�—�•�’�—�ø�Š�1�œ�’�—�1�ž�—�Š�1�Š�Œ�•�ž�Š�•�’�£�Š�Œ�’�à�—�1�˜���Œ�’�Š�•�1�•�Ž�1�œ�ž�œ�1�Œ�’-
�•�›�Š�œ�1�›�Ž�•�Š�•�’�Ÿ�Š�œ�1�Š�•�1�•�·���Œ�’�•�1�‘�Š�‹�’�•�Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1�Ž�¡�’�œ�•�Ž�—�•�Ž�ð�1�–�’�Ž�—�•�›�Š�œ�1�œ�Ž�1
mantiene como política de Estado la no publicación de la 
Memoria y Cuenta del Ministerio de Hábitat y Vivienda 
(Minhvi). Vulnerando lo establecido en el artículo 78 de 
la Ley Orgánica de Administración Pública, el ente rector 
de las políticas habitacionales del país no ha publicado su 
informe de gestión desde 2016.

Por otro año consecutivo las autoridades venezolanas 
insisten en divulgar cifras sobre una supuesta cantidad 
de viviendas construidas que no resisten una mínima 
contrastación con la realidad. El 12.01.23 Nicolás Maduro 
presentó su Memoria y Cuenta de gestión de 2022 ante la 
Asamblea Nacional (AN), en la que aseguró: 

“ Este año cumplimos la meta planteada en  
la Gran Misión Vivienda Venezuela (GMVV), 
500 mil viviendas para llegar a la cifra de 
4.400.000 viviendas rumbo a los 5 millones  
de viviendas como meta 2025” 1. 

Resalta el detalle que en su alocución Maduro no 
�Ž�œ�™�Ž�Œ�’���Œ�Š�1�Ž�—�1�š�ž�·�1�Œ�˜�—�œ�’�œ�•�Ž�1�Ž�œ�Š�1�–�Ž�•�Š�1�•�Ž�1�–�Ž�•�’�˜�1�–�’�•�•�à�—�1�•�Ž�1
casas; sin embargo, el Sistema Nacional de Medios Públi-

1  ASAMBLEA NACIONAL (AN): Mensaje de gestión anual a 
cargo del ciudadano Nicolás Maduro Moros, Presidente Constitucional de 
la República Bolivariana de Venezuela y Comandante en Jefe de la Fuerza 
Armada Nacional Bolivariana, de conformidad con lo establecido en el artículo 
237 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Sesión 
especial del 12.01.23 �ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1��https://www.asambleanacional.gob.ve/
storage/documentos/documentos/mensaje-de-gestion-anual-a-cargo-
del-ciudadano-nicolas-maduro-moros-presidente-constitucional-de-la-
�›�Ž�™�ž�‹�•�’�Œ�Š�,�‹�˜�•�’�Ÿ�Š�›�’�Š�—�Š�,�•�Ž�,�Ÿ�Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š�,�X�V�X�Y�V�W�W�Y�X�Y�Z�Z�Z�Y�ï�™�•�•�� Consulta del 
10.02.23.

DERECHO A LA VIVIENDA
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cos replicó la información asegurando que correspondía 
a 500 mil viviendas construidas2.

Si se establece que la GMVV tiene un importante 
componente ideológico y una clara función propagandís-
tica3�ð�1�œ�Ž�1�•�•�Ž�•�Š�1�Š�1�•�Š�1�Œ�˜�—�Œ�•�ž�œ�’�à�—�ð�1�›�Š�•�’���Œ�Š�•�Š�1�™�˜�›�1�•�˜�œ�1�•�Š�•�˜�œ�ð�1�•�Ž�1
que no hay vivienda en Venezuela que no se entregue a 
�œ�ž�œ�1�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�Š�›�’�˜�œ�1�¢�1�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�Š�›�’�Š�œ�1�Ž�—�1�ž�—�1�Š�Œ�•�˜�1�™�ø�‹�•�’�Œ�˜�ð�1�Œ�˜�—�1�•�Š�1
presencia de medianos o altos funcionarios, incluyendo 
al ministro de Vivienda o al propio Maduro. 

Por ello, mediante la revisión de lo publicado por el 
Sistema Nacional de Medios Públicos, PROVEA levanta 
una base de datos sobre viviendas construidas: se con-
tabilizó que entre enero y diciembre de 2022 se habrían 
otorgado 3.122 viviendas, siendo el último mes del año 
el que registró más entrega de viviendas, con 843 unida-
des habitacionales. 

Al detallar los datos levantados por estado, se consta-
ta que las regiones con mayor cantidad de casas construi-
das fueron Miranda (592 viviendas), Lara (343 viviendas) 
y Falcón (293 viviendas). Las tres con menor cantidad 
fueron el Territorio Insular Francisco de Miranda (4 vi-
viendas), Yaracuy (6 viviendas) y Zulia (12 viviendas).  

Por primera vez en muchos años el Minhvi publicó 
el informe “ GMVV. Tomo 2” y “ GMVV. Tomo 2. Atlas”, 
donde no solo divulga algunos datos sobre sus políticas 
�Ž�—�1�Ž�•�1�œ�Ž�Œ�•�˜�›�ð�1�œ�’�—�˜�1�š�ž�Ž�1�Ž�¡�™�•�’�Œ�Š�1�•�Š�1���•�˜�œ�˜�•�Ç�Š�1�¢�1�Š�›�š�ž�’�•�Ž�Œ�•�ž�›�Š�1�•�Ž�1
lo que es el principal esfuerzo en el área. En un gobierno 
acostumbrado a la opacidad, esta vocación informativa 
no es gratuita: el funcionariado se prepara para lo que 

�X�1 �1���˜�›�1�Ž�“�Ž�–�™�•�˜�ñ�1���Ž�•�Ž�œ�ž�›�����1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1��https://www.
telesurtv.net/news/venezuela-presidente-presenta-memoria-cuenta-
�™�Š�›�•�Š�–�Ž�—�•�˜�,�X�V�X�Y�V�W�W�X�,�V�V�X�W�ï�‘�•�–�•���1�¢�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&�ž�•�•�’�–�Š�œ�—�˜�•�’�Œ�’�Š�œ�ï�Œ�˜�–�ï�Ÿ�Ž�&
noticias/mas-vida/mision-vivienda-cumplio-la-meta-en-el-2022-rumbo-
�Š�,�•�˜�œ�,�[�,�–�’�•�•�˜�—�Ž�œ�&���1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1�W�V�ï�V�X�ï�X�Y�ï

3  PROGRAMA VENEZOLANO DE EDUCACIÓN-ACCIÓN 
EN DERECHOS HUMANOS (PROVEA): Situación de los Derechos 
Humanos en Venezuela. Informe Anual 2021. Capítulo Derecho a la 
���’�Ÿ�’�Ž�—�•�Š�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&�™�›�˜�Ÿ�Ž�Š�ï�˜�›�•�&� �™�,�Œ�˜�—�•�Ž�—�•�&�ž�™�•�˜�Š�•�œ�&�X�V�X�W�&�V�[�&�W�X�,
���’�Ÿ�’�Ž�—�•�Š���•�Ž�Œ�ž�Š�•�Š�ï�™�•�•���1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1�W�V�ï�V�X�ï�X�Y�ï�1
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será la visita al país de Balakrishnan Rajagopal, relator 
especial de Naciones Unidas sobre el derecho a una vi-
vienda adecuada. Uno de los datos que arroja el informe 
es que: “[…] se llevó la autoconstrucción de un 37% a un 
70% de la ejecución de viviendas, se asumió el Petro como me-
�Œ�Š�—�’�œ�–�˜�1�•�Ž�1�™�›�˜�•�Ž�Œ�Œ�’�à�—�1���—�Š�—�Œ�’�Ž�›�Š�1�•�Ž�1�•�Š�1�	�������1�¢�1�œ�Ž�1�’�–�™�•�Ž�–�Ž�—�•�à�1
el sistema Petro inmobiliario, redimensionando la GMVV en 
el marco del Plan de Recuperación, Reimpulso y Prosperidad 
Económica que se implementó en el año 2018” 4. 

���—�1�•�Š�•�˜�1�’�—�•�Ž�›�Ž�œ�Š�—�•�Ž�1�•�Ž�•�1�•�˜�Œ�ž�–�Ž�—�•�˜�1�˜���Œ�’�Š�•�1�Ž�œ�1�š�ž�Ž�1
�›�Ž�•�’�œ�•�›�Š�1�•�˜�œ�1�œ�Ž�Œ�•�˜�›�Ž�œ�1�š�ž�Ž�1�‘�Š�‹�›�Ç�Š�—�1�œ�’�•�˜�1�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�Š�•�˜�œ�1�Œ�˜�—�1�•�Š�œ�1
adjudicaciones, indicando que juventud (40%) y diversi-
dad funcional (5%) eran transversales.

Una de las vulneraciones que afectan el derecho a una 
vivienda digna es la recurrente falla en los servicios pú-
blicos generalizada en el país. A este respecto, el Comité 
de Afectados por los Apagones declaró, el 08.01.23, que 
las fallas eléctricas en 2022 habían aumentado en 22% 
respecto al año anterior, tras documentar 233.298 inte-
rrupciones respecto a las 190.006 evidenciadas en 2021. 

En una perspectiva nacional, el Observatorio Vene-
zolano de Servicios Públicos (OVSP), en una pesquisa 
realizada en 12 ciudades5, determinó que para febrero de 
2022 la opinión negativa sobre la calidad del servicio de 
energía eléctrica era de 47,1%, teniendo un aumento para 
el segundo trimestre de ese año, cuando alcanzó 62,4%6. 
En un estudio similar, referente a la percepción sobre el 

4  MINISTERIO DE HÁBITAT Y VIVIENDA (MINHVI): Libro 
�	�������ï�1���˜�–�˜�1�X�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&� � � �ï�–�’�—�‘�Ÿ�’�ï�•�˜�‹�ï�Ÿ�Ž�&���1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1
05.01.23.

5  Los estudios del OVSP se hacen en Mérida, San Cristóbal, 
Valencia, Porlamar, Punto Fijo, Caracas, Barquisimeto, Barcelona, 
Maracaibo, San Fernando de Apure, Ciudad Bolívar y Barinas. 

6  OBSERVATORIO VENEZOLANO DE SERVICIOS 
PÚBLICOS (OVSP): A cinco años del OVSP: La percepción ciudadana del 
servicio eléctrico �‘�4�™�œ�ñ�&�&� � � �ï�˜�‹�œ�Ž�›�Ÿ�Š�•�˜�›�’�˜�Ÿ�œ�™�ï�˜�›�•�&�Š�,�Œ�’�—�Œ�˜�,�Š�—�˜�œ�,�•�Ž�•�,
ovsp-la-percepcion-ciudadana-del-servicio-electrico/ Consulta del 
14.02.23.
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servicio de agua potable, también en 12 urbes venezola-
nas, se ubicó de manera negativa en 58,9% para febrero 
de 2022, aumentando a 61,9% en mayo7.

Por último, la Plataforma de Coordinación Interagen-
cial para Refugiados y Migrantes de Venezuela (R4V), 
conformada por Agencias de Naciones Unidas, sociedad 
civil, organizaciones religiosas y ONG, entre otras, divul-
gó en octubre de 2022 el resultado de una encuesta sobre 
viviendas abandonadas o en riesgo de abandono, perte-
necientes a personas refugiadas y migrantes venezolanos 
que habitan en tres países: Colombia, Ecuador y Perú. 

El tamaño de la muestra fue de 615 encuestas, prove- 
nientes de más de 90 municipios de Venezuela. Del 
total, 65,8% abandonaron sus viviendas, mientras que 
12,8% consideran que su vivienda está en riesgo de 
abandono. Esto supone que apenas 22,9% consideran 
que sus bienes se encuentran seguros en el país. Sobre 
las características de las viviendas abandonadas o en 
riesgo de abandono en Venezuela, 75,7% eran casas, 
14,2% apartamentos, 5,8% habitaciones y 2,5 alojamien-
tos improvisados. Sobre sus condiciones de habitabi-
lidad, 40% tenían una habitación para tres personas, 
mientras que 33,3% aseguró que era un alojamiento 
improvisado, ocupado por tres personas. 

Peticiones derecho a la vivienda

1. Mejoramiento de los servicios públicos a través de un 
�™�•�Š�—�1�’�—�•�Ž�•�›�Š�•�˜�1�š�ž�Ž�1�Œ�˜�–�™�›�Ž�—�•�Š�1���—�Š�—�Œ�’�Š�–�’�Ž�—�•�˜�ð�1�œ�’�œ�•�Ž�–�Š�1
de información, control de gestión, rendición de cuentas 
y líneas de acción y mantenimiento, entre otros aspectos; 
que mantenga su accesibilidad a toda la población. 
2. Diseñar un plan de contingencia ante las lluvias que 
prevenga situaciones de riesgo y minimice los efectos que 

7  OVSP: Agua potable: Histórico del servicio tras cinco años de 
mediciones por el OVSP�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&� � � �ï�˜�‹�œ�Ž�›�Ÿ�Š�•�˜�›�’�˜�Ÿ�œ�™�ï�˜�›�•�&
agua-potable-historico-del-servicio-tras-cinco-anos-de-mediciones-por-
�Ž�•�,�˜�Ÿ�œ�™�&�� Consulta del 14.02.23.
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impacten en la población vulnerable, en el marco de un 
plan de abordaje a los efectos del cambio climático. 
3. Publicar la memoria y cuenta del ente ministerial de 
Vivienda y Hábitat, así como cualquier dato de interés 
de acuerdo a lo establecido en la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información de Interés Público. 
4. Diseñar una política de vivienda con enfoque en dere-
chos humanos y que promueva un desarrollo ordenado, 
sustentable y que garantice a los ciudadanos el derecho 
a disfrutar una vivienda digna y adecuada, prohibiendo 
cualquier tipo de discriminación.
5. Incluir a diversos actores de la sociedad civil en las 
futuras discusiones del Proyecto de Ley Orgánica sobre el 
Derecho a la Ciudad.
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En 2022 se produjo un nuevo incremento en los casos de 
violaciones al Derecho a la Integridad Personal en nues-
tro país. Esta situación revela que, pese al escrutinio de la 
comunidad internacional y de las instancias internaciona-
les de protección de los Derechos Humanos (DDHH), las 
autoridades venezolanas siguen de espaldas a sus obli-
gaciones, mostrando una completa ausencia de voluntad 
para detener los abusos, sancionar a los responsables y 
ofrecer reparación a las víctimas.

Entre enero y diciembre PROVEA registró 51 denun-
cias de violaciones al derecho a la integridad personal 
–con igual número de casos– que incluyeron a 2.203 víc-
timas. Esta información es el resultado del monitoreo de 
las denuncias divulgadas en la prensa nacional y regional 
y de los casos atendidos por PROVEA y otras organi-
zaciones defensoras de DDHH. 

Los datos indicados, comparados con el periodo 
anterior –cuando se reportó un total de 1.306 víctimas–, 
representan un aumento de 68,6%1.

Como ya mencionamos en nuestro Informe Anual 
2021, las abusivas prácticas policiales y militares –alen-
�•�Š�•�Š�œ�1�™�˜�›�1�•�Š�1�—�Š�›�›�Š�•�’�Ÿ�Š�1�˜���Œ�’�Š�•�1�¢�1�•�Š�1�’�–�™�ž�—�’�•�Š�•�1�Ž�œ�•�›�ž�Œ�•�ž�›-
al–, que han socavado severamente la garantía para los 
derechos a la vida, libertad e integridad personal, entre 
otros, cruzaron una frontera que hasta hace unos años 
parecía impensable, y en la actualidad pudieran constitu-
ir crímenes de lesa humanidad.

Por ello, la mirada internacional continuó posada 
sobre el país.

���•�1�X�W�ï�V�Z�ï�X�X�1�•�Š�1�˜���Œ�’�—�Š�1�•�Ž�1�•�Š�1���’�œ�Œ�Š�•�Ç�Š�1�•�Ž�1�•�Š�1���˜�›�•�Ž�1���Ž-
�—�Š�•�1���—�•�Ž�›�—�Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1�û�������ü�1�—�˜�•�’���Œ�à�1�Š�1�•�Š�1���Š�•�Š�1�•�Ž�1���ž�Ž�œ�•�’�˜�—�Ž�œ�1

1  PROGRAMA VENEZOLANO DE EDUCACIÓN-ACCIÓN 
EN DERECHOS HUMANOS (PROVEA): Situación de los derechos 
humanos en Venezuela. Informe anual enero/diciembre 2021. Capítulo 
Derecho a la integridad personal.

DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL
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Preliminares de la Corte haber recibido una solicitud 
presentada por el Estado venezolano, en la cual se pide al 
Fiscal que se inhiba en la investigación2. El Estado indicó 
que el aplazamiento de la investigación de la situación 
de Venezuela I era procedente debido a la existencia de 
procedimientos genuinos a nivel interno en contra de los 
presuntos responsables de los crímenes cometidos. La 
Fiscalía señaló que el Estado venezolano no suministró 
información nueva que permitiera evidenciar que, en 
efecto, ha conducido o está conduciendo procedimientos 
domésticos genuinos. 

En noviembre, el Fiscal Karim A. A. Khan presentó 
ante la Sala de Cuestiones Preliminares I de la CPI una 
petición de autorización para que “[…] mi Fiscalía reanude 
su investigación en la Situación en la República Bolivariana de 
Venezuela (“Venezuela”)” 3.

En septiembre pasado, la Misión Independiente de 
Determinación de los Hechos para Venezuela (MDH)4, 
creada por el Consejo de Derechos Humanos (CDH) de 
Naciones Unidas, alertó, en un informe presentado ante 
ese órgano, que los organismos de inteligencia del Estado 
de Venezuela, tanto civiles como militares, funcionan 

2  CENTRO DE JUSTICIA Y PAZ (CEPAZ): La Fiscalía de la 
CPI rechazó la solicitud del Estado venezolano de suspender la investigación 
de crímenes de lesa humanidad en Venezuela�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1��https://provea.
org/actualidad/cepaz-la-fiscalia-de-la-cpi-rechazo-la-solicitud-del-
estado-venezolano-de-suspender-la-investigacion-de-crimenes-de-lesa-
humanidad-en-venezuela/ ���1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1�X�Y�ï�V�[�ï�X�X�ï�1

3  PROVEA: Declaración del Fiscal de la Corte Penal Internacional, 
Karim A. A. Khan KC, tras su petición para reanudar las investigaciones 
en la Situación Venezuela I�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1��https://provea.org/actualidad/
declaracion-del-fiscal-de-la-corte-penal-internacional-karim-a-a-
khan-kc-tras-su-peticion-de-una-orden-de-autorizacion-en-virtud-
del-parrafo-2-del-articulo-18-para-la-reanudacion-de-las-investig/ ���1
Consulta del 27.11.22. 

4  PROVEA: Informe de la ONU detalla responsabilidades por 
crímenes de lesa humanidad y situación en zonas mineras�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1��https://
provea.org/actualidad/derechos-civiles-y-politicos/justicia/venezuela-
nuevo-informe-de-la-onu-detalla-las-responsabilidades-por-crimenes-
de-lesa-humanidad-para-reprimir-a-la-disidencia-y-pone-la-lupa-en-
la-situacion-en-las-zonas-mineras-remotas/���1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1�X�[�ï�W�W�ï�X�X�ï
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�Œ�˜�–�˜�1�Ž�œ�•�›�ž�Œ�•�ž�›�Š�œ�1�‹�’�Ž�—�1�Œ�˜�˜�›�•�’�—�Š�•�Š�œ�1�¢�1�Ž���Œ�Š�Œ�Ž�œ�1�™�Š�›�Š�1�•�Š�1
ejecución de un plan, orquestado desde los niveles más 
altos del Gobierno, para reprimir la disidencia mediante 
la comisión de crímenes de lesa humanidad.

En octubre, con 19 votos a favor, 23 abstenciones y 
solo 5 votos en contra, el CDH de la ONU acordó renovar 
el mandato de la MDH sobre Venezuela5. La resolución 
permite la extensión del mandato de la MDH por dos 
años más para que continúe investigando las violaciones 
de derechos humanos y los crímenes de lesa humanidad 
que se han cometido en Venezuela.

Opacidad y simulación de justicia
Por otro año consecutivo, el Ministerio Público (MP) no 
publicó su informe anual de gestión institucional, con-
tribuyendo nuevamente a la consolidación de la opaci-
dad estatal y obstaculizando el derecho de las víctimas 
a obtener justicia. En octubre pasado, el Fiscal General 
designado por la Asamblea Nacional Constituyente,  
Tarek William Saab, informó que durante el año 181 fun-
cionarios habían sido detenidos por estar involucrados en 
violaciones de DDHH.

���—�1�œ�’�—�•�˜�—�Ç�Š�1�Œ�˜�—�1�•�Š�1�Ž�œ�•�›�Š�•�Ž�•�’�Š�1�˜���Œ�’�Š�•�1�•�Ž�1�œ�’�–�ž�•�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1
justicia, Tarek William Saab informó que la cantidad de 
funcionarios sentenciados por violaciones de DDHH 
desde 2017 hasta la fecha asciende a 3586, una cifra 
�’�—�œ�’�•�—�’���Œ�Š�—�•�Ž�1�œ�’�1�œ�Ž�1�•�’�Ž�—�Ž�1�Ž�—�1�Œ�ž�Ž�—�•�Š�1�š�ž�Ž�1�•�Ž�œ�•�Ž�1�Ž�œ�Ž�1�Š�Û�˜�1�œ�Ž�1
han registrado al menos 17.943 víctimas, solo en casos de 
violaciones al derecho a la integridad personal.

5  ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. Consejo de 
Derechos Humanos. Resolución A/HRC/RES/51/29 del 13.10.22.

6  La Prensa de Lara: Venezuela ha detenido a 181 funcionarios por 
violar derechos humanos en 2022�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&� � � �ï�•�Š�™�›�Ž�—�œ�Š�•�Š�›�Š�ï
com.ve/nota/53079/2022/10/venezuela-ha-detenido-a-181-funcionarios-
por-violar-derechos-humanos-en-2022#:~:text=Venezuela%20ha%20
�•�Ž�•�Ž�—�’�•�˜�–�X�V�Š�–�X�V�W�^�W�–�X�V�•�ž�—�Œ�’�˜�—�Š�›�’�˜�œ�–�X�V�™�˜�›�–�X�V�Ÿ�’�˜�•�Š�›�ð�Ž�•�–�X�V���œ�Œ�Š�•�–�X�V
�•�Ž�—�Ž�›�Š�•�–�X�V�•�Ž�•�–�X�V�™�Š�–���Y�–�����œ�–�X���–�X�V���Š�›�Ž�”�–�X�V���’�•�•�’�Š�–�–�X�V���Š�Š�‹�ï���1
Consulta del 10.02.23.
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Al cierre de este informe, la Defensoría del Pueblo 
(DdP) tampoco había presentado su informe de gestión 
institucional correspondiente a 2022, ni información 
detallada sobre las posibles actividades de acom-
pañamiento a víctimas de violaciones de DDHH de 
acuerdo al mandato que le imponen la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela (CRBV) y la Ley 
Orgánica de la DdP.

Entre las víctimas de violaciones a la integridad  
�™�Ž�›�œ�˜�—�Š�•�1�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�•�Š�œ�1�œ�Ž�1�™�ž�•�˜�1�Œ�˜�—�˜�Œ�Ž�›�1�Ž�•�1�•�·�—�Ž�›�˜�1�•�Ž�1 
1.608 personas, lo que representa 72,9% del total individ-
ualizado. De estas, 52,6% eran del género masculino (847) 
y 47,3% del género femenino (761).

El cuerpo de Custodios Penitenciarios del Ministerio 
del Poder Popular para el Servicio Penitenciario (MPPSP) 
encabezó la lista de violaciones a la integridad personal, 
acumulando 718 víctimas –32,5% del total registrado–, 
escoltado por la Policía regional del estado Zulia con 459 
víctimas registradas.

Por cuarto año consecutivo, los casos de amenazas y 
hostigamiento tuvieron un especial protagonismo en la 
�•�’�—�¤�–�’�Œ�Š�1�›�Ž�™�›�Ž�œ�’�Ÿ�Š�1�Ž�œ�•�Š�•�Š�•�ð�1�›�Ž���Ž�“�Š�—�•�˜�1�•�Š�1�™�Ž�›�œ�’�œ�•�Ž�—�Œ�’�Š�1�•�Ž�1
una política de terrorismo de Estado orientada a generar 
temor entre quienes reclaman la garantía de derechos. 
Dirigentes sindicales y trabajadores de base, periodistas, 
activistas sociales, campesinos y dirigentes políticos 
han sido los principales afectados por este subpatrón de 
abusos contra la integridad personal, siendo los traba-
jadores quienes han sentido con más fuerza los efectos 
de estas prácticas.

Peticiones derecho a integridad personal

1. Las autoridades deben extremar los esfuerzos y des-
tinar el máximo de recursos necesarios para garantizar 
condiciones de reclusión dignas a la población privada de 
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libertad. El irrespeto a la dignidad humana derivado  
del hacinamiento carcelario, las malas condiciones  
de reclusión, sanciones disciplinarias abusivas, falta de 
atención médica, ausencia de alimentación adecuada y 
agua potable, y carencia de recursos para atender las 
necesidades básicas de las personas detenidas, vulnera las 
garantías previstas en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela (CRBV) y en los artículos 5.1 y 
5.2 de la Convención Americana de los Derechos Hu-
manos (CADH). 
2. Se debe permitir el ingreso de los representantes de los 
diversos mecanismos del Sistema Universal de Derechos 
Humanos (SUDH), incluyendo al equipo de la Misión 
de Determinación de los Hechos para Venezuela (MDH), 
instituida por el Consejo de Derechos Humanos (CDH) 
de la Organización de Naciones Unidas (ONU), y el 
Sistema Interamericano de Protección de los Derechos 
Humanos (SIDH) a los recintos carcelarios del país para 
constatar el estado en que se encuentran las personas 
privadas de libertad. 
3. El Parlamento venezolano debe reformar la Ley Es-
pecial para Prevenir la Tortura y otros Tratos Crueles, 
y armonizar el concepto de tortura contenido en este 
instrumento legal con el artículo 17 de la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanas o Degradantes. Asimismo, el Estado debe 
crear un programa nacional descentralizado y partici-
pativo para la rehabilitación integral de las víctimas  
de tortura. 
4. Estricto cumplimiento de la Ley Especial para Pre-
venir y Sancionar la Tortura y otros Tratos Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, y sanción a los funcionarios y 
�Œ�Š�•�Ž�—�Š�œ�1�•�Ž�1�–�Š�—�•�˜�1�š�ž�Ž�1�’�—�Œ�ž�›�›�Š�—�1�Ž�—�1�•�˜�œ�1�•�Ž�•�’�•�˜�œ�1�Š�•�•�Ç�1�•�’�™�’���Œ�Š-
dos, para contribuir a reducir el alto grado de impunidad 
en la comisión del delito de tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanas y degradantes.
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5. Venezuela debe avanzar en un proceso democrático y 
transparente de reforma del Sistema de Administración 
de Justicia que conduzca –mediante la participación de 
amplios sectores de la sociedad civil– a la reinstituciona-
lización del Ministerio Público (MP), la Defensoría del 
Pueblo (DdP) y el Poder Judicial, para garantizar que 
estos órganos del Poder Público cumplan las obligaciones 
que les imponen la CRBV y las Leyes. Asimismo, ante el 
fracaso de la Reforma Policial de 2005 y las posteriores 
iniciativas emprendidas recientemente por el Ejecutivo, 
debe abrirse en el país un diálogo incluyente entre el Es-
tado, la sociedad civil y los afectados por la actuación de 
las policías venezolanas, para avanzar en la construcción 
de un nuevo modelo policial basado en el respeto a los 
derechos humanos.
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DERECHO A LA JUSTICIA

Durante 2022 la situación del Derecho a la Justicia continuó 
�›�Ž���Ž�“�Š�—�•�˜�1�Ž�•�1�•�Ž�œ�Œ�Š�•�Š�‹�›�˜�1�’�—�œ�•�’�•�ž�Œ�’�˜�—�Š�•�1�š�ž�Ž�1�‘�Š�1�˜�Œ�ž�›�›�’�•�˜�1�Š�1�•�˜�1
largo de las dos últimas décadas. Las reformas legislativas 
sancionadas entre septiembre de 2021 y enero de 2022, en su 
mayor parte, todavía no han sido implementadas. 

Aun cuando un alto número de las provisiones legis-
lativas resultan positivas, estas en sí mismas no garanti-
zan la obtención de justicia para las víctimas ni la sanción 
de los responsables de graves violaciones de derechos 
humanos. Se observó la falta de voluntad real de crear 
las políticas públicas necesarias para generar los cambios 
sustantivos prometidos con las reformas. 

A la fecha, la Comisión para la Garantía de Justicia y 
Reparación de las Víctimas de Delitos contra los Dere-
chos Humanos no ha sido constituida. Pese a carecer de 
competencias que garanticen justicia real y reparación 
�Ž�•�Ž�Œ�•�’�Ÿ�Š�1�™�Š�›�Š�1�Ž�•�•�Š�œ�ð�1�œ�ž�1�Œ�˜�—�œ�•�’�•�ž�Œ�’�à�—�1�™�˜�•�›�Ç�Š�1�‘�Š�‹�Ž�›�1�œ�’�•�—�’���Œ�Š-
do un paso positivo que tendiera a su participación en el 
diseño de políticas de justicia.

En general, como lo señalaron la Misión Internacional 
Independiente de Determinación de los Hechos (MDH) 
sobre la República Bolivariana de Venezuela y el Fiscal 
de la Corte Penal Internacional (CPI), las reformas legales 
�œ�˜�—�1�’�—�œ�ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�œ�1�™�Š�›�Š�1�š�ž�Ž�1�Ž�¡�’�œ�•�Š�—�1�’�—�Ÿ�Ž�œ�•�’�•�Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�¢�1�Ž�—�“�ž�’-
ciamientos genuinos y creíbles por las graves violaciones 
de derechos humanos y crímenes de lesa humanidad 
ocurridos en el país. 

En lo que respecta a la reforma de Ley Orgánica del 
Tribunal Supremo de Justicia (TSJ), publicada en Gaceta 
�����Œ�’�Š�•�1�•�Ž�•�1�W�_�ï�V�W�ï�X�X�ð�1�Œ�Š�‹�Ž�1�•�Ž�œ�•�Š�Œ�Š�›�1�š�ž�Ž�1�–�Š�—�•�’�Ž�—�Ž�1�•�˜�œ�1�Ÿ�’�Œ�’�˜�œ�1
existentes en el proceso de elección de magistrados, y que 
incluso agravó la situación previa por haber incurrido en 
un fraude a la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela (CRBV). 
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El Comité de Postulaciones para la elección de los ma-
gistrados debe estar integrado por “representantes de los 
diferentes sectores de la sociedad” (Art. 270 CRBV); no 
obstante, con la nueva reforma, el Comité pasa a ser de 21 
miembros, 11 de los cuales son diputados y 10 represen-
tantes de la sociedad civil (Art. 65), por lo que los diputa-
dos tienen mayoría en el Comité. 

De esa forma, la participación de la sociedad dispues-
ta por mandato constitucional es menoscabada, por cuan-
to la mayoría recae en el partido político que controla el 
órgano legislativo. Por otra parte, la disposición transi-
toria segunda de la Ley dispone que los magistrados del 
TSJ puedan ser reelegidos, pese a la prohibición expresa 
en ese sentido del artículo 264 de la CRBV.

Lo anterior demuestra que los cambios legislativos no 
perseguían una mejora de las graves fallas institucionales 
que comprometen la independencia del TSJ, sino que más 
bien las agudizan, constituyendo una grave violación a la 
CRBV al extender el período de un alto cargo de la fun-
ción pública más allá de lo expresamente permitido. 

El empleo del Poder Judicial como instrumento de 
persecución política continuó bajo la estrategia de apli-
cación selectiva para silenciar y criminalizar no solo a 
agentes políticos, sino a diversos actores sociales, como 
personas defensoras de derechos humanos, trabajadores 
humanitarios y líderes sindicales. A la fecha, los dirigen-
tes sindicales Alcides BRACHO, Alonso MELÉNDEZ, 
Emilio NEGRÍN, Gabriel BLANCO, Reynaldo CORTÉS y 
Néstor ASTUDILLO continúan privados arbitrariamen-
te de su libertad; al igual que el defensor de derechos 
humanos Javier TARAZONA, quien cumplió 547 días de 
injusta detención al 31.10.22. 

En el discurso de apertura judicial de 2022, el presi-
dente del TSJ reveló que durante el año anterior se conti-
nuó con la práctica de libre nombramiento y remoción de 
�“�ž�Ž�Œ�Ž�œ�1�Š�•�1�Š���›�–�Š�›�1�•�Š�1�•�Ž�œ�’�•�—�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�Z�Y�Z�1�“�ž�Ž�Œ�Ž�œ�1�™�›�˜�Ÿ�’�œ�˜�›�’�˜�œ�ð�1
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11 temporales y 405 suplentes en las distintas materias, 
así como 43 inspectores de tribunales. Lo anterior pese 
a los constantes llamamientos y recomendaciones de los 
órganos internacionales de protección de derechos huma-
nos al cese de esa práctica, de los cuales el más reciente 
fueron las recomendaciones del tercer Examen Periódico 
Universal de Venezuela, adoptado en julio de 2022. Entre 
éstas, el Estado venezolano no aceptó la recomendación 
dirigida a implementar reformas creíbles de la Policía y 
del Poder Judicial. 2022 marcó un año más sin que el Es-
tado implementara concursos de oposición para acceder 
a la carrera judicial.

En materia de asignación presupuestaria, la opacidad 
continuó siendo la regla. Pese al incremento presupuesta-
rio paulatino iniciado en 2021, los marcos operativos del 
presupuesto nacional siguieron sin ser públicos, como 
parte de una política de Estado que se ha instaurado para 
imposibilitar el ejercicio de la contraloría social y favore-
cer las prácticas de corrupción. 

Las continuas denuncias de retardo judicial injusti -
���Œ�Š�•�˜�1�Œ�˜�—�•�’�—�ž�Š�›�˜�—�1�•�ž�›�Š�—�•�Ž�1�X�V�X�X�ð�1�Ž�—�1�™�Š�›�•�’�Œ�ž�•�Š�›�1�Œ�˜�—�1�Ž�•�1
incumplimiento del plazo máximo (dos años) para la 
detención preventiva. 

���—�1�›�Ž�•�Š�Œ�’�à�—�1�Œ�˜�—�1�•�Š�1�•�Š�›�Š�—�•�Ç�Š�1�•�Ž�•�1�“�ž�Ž�£�1�—�Š�•�ž�›�Š�•�ð�1�•�Š�1�����Œ�’�—�Š�1
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (ACNUDH) en su informe de 2022 
documentó que la implementación de la reforma del 
Código Orgánico de Justicia Militar reiterando la prohi-
bición constitucional de someter a los civiles a la juris-
dicción militar, en muchos casos, por el traslado de las 
causas a la jurisdicción civil, dio lugar a nuevas demoras 
en el proceso judicial. 

El 12.05.22 se designó como Defensor Público General 
a Daniel Ramírez Herrera, quien es el tercer funcionario 
desde 2019 que asume las riendas de la Defensa Pública. 
La designación atiende a la constante práctica de nom-
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bramientos provisionales, pese a que se trata de un cargo 
���“�˜�ï�1���˜�›�1�˜�•�›�Š�1�™�Š�›�•�Ž�ð�1�Š�1�™�˜�Œ�˜�œ�1�•�Ç�Š�œ�1�•�Ž�1�œ�ž�1�•�Ž�œ�’�•�—�Š�Œ�’�à�—�1�Š�™�Š�›�Ž-
�Œ�’�à�1�Ž�—�1�•�Š�1�Œ�ž�Ž�—�•�Š�1�•�Ž�1��� �’�4�Ž�›�1�•�Ž�1�•�Š�1�’�—�œ�•�’�•�ž�Œ�’�à�—�1�ž�—�Š�1�œ�Ž�›�’�Ž�1�•�Ž�1
mensajes con la etiqueta #MaduroLíderDeVictorias, en 
clara contravención del mandato constitucional previsto 
en el artículo 256. 

En cuanto al Ministerio Público (MP), durante 2022 
persistió la opacidad en el manejo de la gestión del 
Fiscal General de la República, al no contar con informe 
público con cifras y datos sobre las investigaciones y 
demás gestiones en los procesos penales. No obstante, 
trascendieron a través de múltiples pronunciamientos 
en las redes sociales del titular del órgano y de la cuenta 
�˜���Œ�’�Š�•�1�•�Ž�•�1���’�—�’�œ�•�Ž�›�’�˜�1���ø�‹�•�’�Œ�˜�ð�1�Š�•�•�ž�—�Š�œ�1�Œ�’�•�›�Š�œ�1�š�ž�Ž�1�œ�Ž�1
desprendían de información remitida en informes con -
���•�Ž�—�Œ�’�Š�•�Ž�œ�1�™�›�Ž�œ�Ž�—�•�Š�•�˜�œ�1�Š�1�•�Š�1�������ï�1���—�•�Ž�1�Ž�œ�•�˜�ð�1�Ž�•�1���’�œ�Œ�Š�•�1�•�Ž�1
la CPI alertó sobre las inconsistencias en la información 
existente, indicando que de los 893 casos que el MP le 
informó que estaba investigando, 606 (67,86%) se hallan 
en fase de investigación y en 764 (85,55%) ni siquiera 
había logrado determinar a los autores de los crímenes, 
pese a que Tarek William Saab ha asegurado que desde 
2017 ha abierto investigaciones a 1.403 agentes por su 
presunta implicación en detenciones arbitrarias, malos 
tratos o ejecuciones extrajudiciales.

Peticiones derecho a la justicia

1. Realizar un nuevo proceso de selección de magis- 
trados y magistradas del Tribunal Supremo de Justicia 
de conformidad con la Constitución, las leyes de  
la República Bolivariana de Venezuela y los estánda- 
res internacionales.
2. Garantizar un proceso transparente, apegado a la 
Constitución y las leyes para renovar los cargos de Fiscal 
General, Defensor del Pueblo y Contralor General. 
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3. Acatar las recomendaciones realizadas por la Misión de 
Determinación de Hechos para garantizar el respeto ab-
soluto del principio de independencia judicial, respetar la 
separación de poderes frente a otros poderes del Estado y 
�Š�‹�œ�•�Ž�—�Ž�›�œ�Ž�1�•�Ž�1�•�˜�–�Š�›�1�Œ�ž�Š�•�š�ž�’�Ž�›�1�•�Ž�Œ�’�œ�’�à�—�1�‹�Š�œ�Š�•�Š�1�Ž�—�1�’�—���ž�Ž�—-
cias indebidas, sesgos políticos o de otro tipo, por fuera del 
apego a la ley.
4. En cumplimiento del Memorándum de Entendimien-
to suscrito con la Fiscalía de la Corte Penal Interna-
cional, adelantar investigaciones genuinas contra los 
presuntos responsables de crímenes de lesa humanidad, 
incluyendo los sospechosos de ser los más altos respon-
sables, y administrar justicia de conformidad con los 
estándares internacionales.
5. Implementar políticas públicas que reduzcan el retardo 
procesal y abstenerse de realizar acciones o dictar medidas 
que obstaculicen el derecho a la defensa.

D
E

R
E

C
H

O
S

 C
IV

IL
E

S
 Y

 P
O

L
ÍT

IC
O

S

D
E

R
E

C
H

O
 A

 L
A

 J
U

S
T

I
C

I
A



1 1 4

R
E

S
U

M
E

N
 

I
N

F
O

R
M

E
 

P
R

O
V

E
A

 
2

0
2

2



1 1 5

D
E

R
E

C
H

O
S

 C
IV

IL
E

S
 Y

 P
O

L
ÍT

IC
O

S

D
E

R
E

C
H

O
 A

 L
A

 L
I

B
E

R
T

A
D

 P
E

R
S

O
N

A
L

Durante 2022, PROVEA registró un total de 121 presun-
tas violaciones al Derecho a la Libertad Personal, lo que 
representa una disminución de 82,98% respecto a 2021, 
cuando se contabilizó una cifra de 711 presuntas viola-
ciones; y a su vez, un descenso de 98,45% en el promedio 
anual general de los últimos 32 años sistematizados en 
nuestros informes. 

Del conjunto de detenciones, 63 (52%) fueron practi-
cadas durante operativos policiales y militares denomi-
nados de seguridad ciudadana. En relación con 2021, se 
observa una disminución de las detenciones por operati-
vos policiales y militares de 90,35%. En lo que respecta a 
las detenciones, se mantiene el carácter arbitrario, no son 
�™�›�Š�Œ�•�’�Œ�Š�•�Š�œ�1�–�Ž�•�’�Š�—�•�Ž�1�˜�›�•�Ž�—�1�“�ž�•�’�Œ�’�Š�•�1�˜�1�Ž�—�1���Š�•�›�Š�—�Œ�’�Š�ð�1�—�˜�1�œ�Ž�1
respetan el debido proceso, la presunción de inocencia ni 
el derecho a la defensa.

PROVEA registró un total de 39 personas detenidas 
de forma masiva, lo que constituye 32,23% del total de las 
presuntas violaciones a la libertad personal de este año. Es-
tas cifras representan una disminución de 93,36% respecto 
al número de personas detenidas masivamente durante 
2021, y una disminución de 99,61% sobre el promedio 
general de detenciones masivas registradas desde 1999.

Las detenciones colectivas sumaron 57 víctimas 
�›�Ž�•�’�œ�•�›�Š�•�Š�œ�ð�1�•�˜�1�š�ž�Ž�1�œ�’�•�—�’���Œ�Š�1�ž�—�Š�1�•�’�œ�–�’�—�ž�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�Y�Z�ð�Z�^�–�1
respecto al año anterior, y de 78,79% respecto al prome-
dio general de los últimos 13 años. 

Por otra parte, del total de 121 víctimas registradas 
por detenciones, solo 25 (20,66%) correspondieron al 
patrón de detenciones individuales, lo que representa 
también una disminución de 30,55% de estas detenciones 
comparado con el período anterior. Cuando se compara 
esta cifra con el promedio general durante los últimos 25 
años, se aprecia una disminución de 76,70%. 

D E R E C H O  A  L A  L I B E R T A D  P E R S O N A L
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Se registraron 16 detenciones ocurridas en el con-
�•�Ž�¡�•�˜�1�•�Ž�1�–�Š�—�’�•�Ž�œ�•�Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�ð�1�•�˜�1�Œ�ž�Š�•�1�œ�’�•�—�’���Œ�Š�1�›�Ž�œ�™�Ž�Œ�•�˜�1
a 2021 una disminución de 15,78% y representa un 
descenso de 97,65% sobre el promedio general de los 
últimos 32 años. 

���Ž�1�•�˜�•�›�à�1�•�Š�1�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�\�\�ð�_�Z�–�1�•�Ž�1�•�Š�œ�1�Ÿ�Ç�Œ�•�’�–�Š�œ�ð�1
�œ�’�Ž�—�•�˜�1�Ž�•�1�™�Ž�›���•�1�–�Š�¢�˜�›�’�•�Š�›�’�˜�1�‘�˜�–�‹�›�Ž�œ�1�Z�[�ð�Z�[�–�1�¢�1�W�_�ð�^�Z�–�1
�–�ž�“�Ž�›�Ž�œ�ï�1���—�1�Œ�ž�Š�—�•�˜�1�Š�1�•�Š�1�™�›�˜�•�Ž�œ�’�à�—�1�ž�1�˜���Œ�’�˜�ð�1�œ�Ž�1�Œ�˜�—�˜�Œ�’�à�1�Ž�•�1
�™�Ž�›���•�1�•�Ž�1�_�X�1�Ÿ�Ç�Œ�•�’�–�Š�œ�1�û�]�\�ð�V�Y�–�ü�ð�1�•�Ž�1�•�Š�œ�1�Œ�ž�Š�•�Ž�œ�ñ�1�•�›�Š�‹�Š�“�Š�•�˜�›�Ž�œ�1
u obreros (41,30%), sindicalistas, líderes sociales o polí-
ticos (27,17%), personal médico o de enfermería (25%), 
abogados (4,34%) y periodistas (2,17%). 

Destaca la detención de líderes sociales y laborales, 
�›�Š�•�’���Œ�Š�—�•�˜�1�•�Š�1�™�˜�•�Ç�•�’�Œ�Š�1�•�Ž�1�Œ�›�’�–�’�—�Š�•�’�£�Š�Œ�’�à�—�1�¢�1�™�Ž�›�œ�Ž�Œ�ž�Œ�’�à�—�1
de los sectores laborales que se movilizan en exigencia 
de derechos.

Se pudo conocer la edad de 19,83% de las víctimas. La 
edad (media) de los adultos es de 37 años. Finalmente, 
se contó la detención ilegal y arbitraria de al menos dos 
niños, niñas o adolescentes (NNA), lo que representa una 
disminución de 77,77% de estos casos con respecto a 2021. 

Durante el período analizado se registraron 26 casos y 
42 víctimas de privación de libertad por razones políticas, 
lo que representa 34,7% del total de víctimas registradas 
y un aumento de 7,69% respecto a las víctimas del año 
anterior. Al examinar los registros de PROVEA desde 
�X�V�V�_�ð�1�œ�Ž�1�›�Ž���Ž�“�Š�1�ž�—�Š�1�•�’�œ�–�’�—�ž�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�[�[�ð�V�_�–�1�•�Ž�1�™�›�’�Ÿ�Š�•�˜�œ�1
de libertad por razones políticas. 

Las desapariciones forzadas disminuyeron en 37,5% 
respecto a 2021, registrándose cinco casos, cerca del pro-
medio de 9,6% anual sistematizado por PROVEA durante 
los últimos 22 años. La existencia de estas desapariciones 
se corresponde con la constante arbitrariedad y el irres-
peto a la legalidad por parte de cuerpos de seguridad del 
Estado en sus actuaciones.
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Durante junio de 2022 se registró el número más alto 
de detenciones de personas, con 30 casos; de igual forma, 
fue en el último trimestre del año cuando se registró la 
mayor cantidad de detenciones. En diciembre fueron 
detenidas 17 personas, en noviembre 16 más y en octu-
bre 15, para un total de 48 personas. Estos cuatro meses 
arrojan 64,46% de las detenciones de todo el año, de las 
cuales 63 fueron realizadas en el marco de operativos de 
seguridad (52%). 

Los estados que presentaron los mayores índices de 
detenciones y que se ubican en los primeros lugares 
con mayor cantidad de detenciones ilegales o arbitra-
rias fueron Distrito Capital con 21 (17,35%), Lara 18 
(14,88%), Táchira 17 (14,05%), Apure 16 (13,22%) y Bo-
lívar con 12 (9,91%), concentrando 69,42% de todos los 
�Œ�Š�œ�˜�œ�1�›�Ž�•�’�œ�•�›�Š�•�˜�œ�1�Ž�—�1�•�˜�œ�1�š�ž�Ž�1�œ�Ž�1�™�ž�•�˜�1�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�›�1�Ž�•�1�•�ž�•�Š�›�1
de ocurrencia.

En cuanto al registro de los órganos de seguridad del 
Estado responsables, 42,15% de las detenciones corres-
ponden a acciones de fuerzas militares, dentro de las 
cuales la Guardia Nacional Bolivariana (GNB) participó 
en 22 detenciones con acciones propias, la Dirección 
General de Contrainteligencia Militar (DGCIM) partici-
pó en 16 detenciones y otros componentes de la Fuerza 
Armada Nacional Bolivariana (FANB) participaron en 
otras 13 detenciones, manteniéndose la militarización de 
la respuesta estatal en materia de gestión de las labores 
de seguridad ciudadana. 

���•�1���ž�Ž�›�™�˜�1�•�Ž�1���—�Ÿ�Ž�œ�•�’�•�Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1���’�Ž�—�•�Ç���Œ�Š�œ�ð�1���Ž�—�Š�•�Ž�œ�1�¢�1
Criminalísticas (CICPC) también participó activamente 
en las acciones, efectuando además 19 detenciones en 
acciones propias, lo que representa un 15,70%. Entre las 
policías estadales destaca la del estado Lara, con 16 de-
tenciones en acciones propias y en un contexto de deten-
ciones masivas, para 13,22% del total de las detenciones 
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de este año. No se presentaron detenciones producto de 
acciones conjuntas de cuerpos de seguridad.

La fuente principal del presente análisis son los 
medios de comunicación nacionales y regionales, tanto 
impresos como digitales, los cuales constituyen el insu-
mo de información más estable sobre estos fenómenos, 
�¢�Š�1�š�ž�Ž�1�•�Š�œ�1�•�ž�Ž�—�•�Ž�œ�1�˜���Œ�’�Š�•�Ž�œ�1�•�Ž�•�Š�•�•�Š�•�Š�œ�1�œ�˜�—�1�Ž�œ�Œ�Š�œ�Š�œ�1�¢�1�Ž�—�1
ocasiones inexistentes.

Peticiones derecho a la libertad personal

1. Cumplir y hacer cumplir los artículos 44 (libertad 
personal), 47 (inviolabilidad del hogar doméstico) de la 
CRBV, así como el 9, 234, 127, 196 y 197 del COPP. 
Ninguna autoridad debe practicar ni tolerar la detención 
�•�Ž�1�ž�—�Š�1�™�Ž�›�œ�˜�—�Š�1�š�ž�Ž�1�—�˜�1�œ�Ž�1�Ž�—�Œ�ž�Ž�—�•�›�Ž�1�Ž�—�1�•�Ž�•�’�•�˜�1���Š�•�›�Š�—�•�Ž�1�˜�1
que no tenga en su contra una orden judicial previa que 
ordene su aprehensión.
2. Realización por parte de la Defensoría del Pueblo, el 
Ministerio Publico y la Defensa Pública de intervenciones 
inmediatas con funcionarios de guardia las 24 horas del 
día que garanticen los derechos de los detenidos, además 
de llevar un registro detallado en los casos donde existan 
violaciones a estos derechos. Los tribunales de control 
también deben hacer lo propio y llevar sus estadísticas 
sobre estos casos.
�Y�ï�1���•�Š�‹�˜�›�Š�›�1�ž�—�1�›�Ž�•�’�œ�•�›�˜�1�•�Ž�—�Ž�›�Š�•�1�˜���Œ�’�Š�•�ð�1�Œ�˜�—�œ�˜�•�’�•�Š�•�˜�ð�1�•�Ž�1�•�Š�1
cantidad de personas detenidas anualmente. Esta infor-
mación debe ser pública y presentada de manera detallada 
por meses, estados, sexo, edad, razones legales, organismo 
institucional que practicó la detención, centro de deten-
ción y estatus procesal del detenido. 
4. Garantizar que funcionarios que practiquen detenciones 
�Ž�œ�•�·�—�1�™�•�Ž�—�Š�–�Ž�—�•�Ž�1�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�•�˜�œ�ð�1�Œ�˜�—�1�œ�ž�œ�1�—�˜�–�‹�›�Ž�œ�1�Œ�˜�–�™�•�Ž�•�˜�œ�1
en sus uniformes, insignias institucionales correspon-
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dientes y rostro al descubierto. Debe prohibirse el uso de 
�Œ�Š�™�ž�Œ�‘�Š�œ�1�˜�1�–�Š�œ�Œ�Š�›�Š�œ�1�š�ž�Ž�1�•�’���Œ�ž�•�•�Ž�—�1�œ�ž�1�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�Œ�’�à�—
5. Desjudicializar la política nacional y dejar de utilizar a 
cuerpos de seguridad del Estado, en especial a las policías 
políticas (civil y militar), así como los tribunales civiles y 
militares, como instrumentos de intimidación y retalia-
ción político partidista, o como instrumento para intere-
ses grupales, particulares o privados.
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D E R E C H O  A  L A  PA R T I C I PA C I Ó N  

Los hechos y las situaciones más relevantes que ocurrie-
ron en 2022 con respecto al ejercicio del Derecho a la Par-
ticipación fueron:

• Ausencia de información y desconocimiento  
del censo nacional.
• Discusión de leyes que impactan  
en la participación.
• Elecciones en múltiples ámbitos.
• Procesos de diálogo nacionales.
• Otros.

���Š�1�Œ�˜�—���ž�Ž�—�Œ�’�Š�1�•�Ž�1�•�Š�1�™�Š�—�•�Ž�–�’�Š�1�•�Ž�•�1���˜�Ÿ�’�•�,�W�_�1�¢�1�•�Š�1���–�Ž�›-
gencia Humanitaria Compleja (EHC) sigue teniendo efec-
tos negativos en la ejecución plena del Derecho a  
la Participación. 

Garantizar plenamente este derecho de la ciudadanía 
requiere, entre otras cosas, disponer de acceso a la in-
�•�˜�›�–�Š�Œ�’�à�—�1�˜���Œ�’�Š�•�1�™�Š�›�Š�1�™�˜�•�Ž�›�1�Ž�“�Ž�›�Œ�Ž�›�1�•�Š�1�Œ�˜�—�•�›�Š�•�˜�›�Ç�Š�1�œ�˜�Œ�’�Š�•�1
prevista y garantizada en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela (CRBV). 

���Œ�Œ�Ž�•�Ž�›�1�Š�1�’�—�•�˜�›�–�Š�Œ�’�à�—�1�˜���Œ�’�Š�•�1�™�Š�›�Š�1�Œ�˜�—�•�›�Š�œ�•�Š�›�•�Š�1�Œ�˜�—�1�•�Š�œ�1
declaraciones de los funcionarios del gobierno no debería 
ser un problema en cualquier país con reglas democráticas 
claras y respetadas por todos los involucrados. Pero en 
Venezuela la cooptación y el desmantelamiento de la insti-
tucionalidad han conducido a un escenario de absoluta des-
información, que es aprovechado a diario por quienes de-
tentan el poder para imponer la mentira y torcer la realidad.

Leyes y políticas para la nueva organización del Poder
Popular. Ley de Cooperación Internacional. La discusión 

de leyes para una nueva arquitectura de la participa-
ción de las comunidades parece indicar el fortaleci-
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miento de la cooptación del llamado “ Poder Popular” 
al partido de gobierno. Junto a ello está nuevamente la 
discusión de la Ley de Cooperación Internacional, que 
es una amenaza para el funcionamiento de las organi-
zaciones de derechos humanos (DDHH) y el ejercicio 
de la contraloría social. 

Elecciones en múltiples ámbitos. Se dieron elecciones en 
las bases del Partido Socialista Unido de Venezuela 
(PSUV), así como también en varios partidos de opo-
sición: Primero Justicia (PJ), Voluntad Popular (VP), 
Acción Democrática (AD), Un Nuevo Tiempo (UNT), 
COPEI, Movimiento al Socialismo (MAS) y Soluciones 
para Venezuela. Comenzó la organización de la elec-
ción primaria de la Plataforma Unitaria para escoger 
al candidato presidencial de la oposición venezolana. 
La Universidad Central de Venezuela (UCV) dio co-
mienzo a la renovación de autoridades, dándose las 
elecciones de la representación de los egresados ante 
el cogobierno universitario. Hubo elecciones gremia-
les de la Federación Médica Venezolana (FMV) y de la 
Federación Venezolana de Maestros (FVM) – Sindica-
to Venezolano de Maestros (SVM). 

Procesos de diálogo nacionales. Se reactivó una vez más 
la Mesa de Negociación, con los primeros acuerdos 
para la protección del pueblo venezolano. Se abrió un 
compás de posibilidades de entendimiento para mejo-
rar la situación social en el país, llegando a un Acuerdo 
Parcial para la Protección del Pueblo Venezolano y 
conformándose un Fondo para la Protección Social del 
���ž�Ž�‹�•�˜�1���Ž�—�Ž�£�˜�•�Š�—�˜�1�š�ž�Ž�1�‘�Š�1�›�Ž�Œ�’�‹�’�•�˜�1�•�Š�1�›�Š�•�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�•�Š�1
Asamblea Nacional (AN) y el apoyo del Foro Cívico. Se 
reactivó también el Diálogo Social, promovido por la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), con ins-
tancias representativas de los trabajadores, de los pa-
tronos y del Estado venezolano. Volvieron a activarse 



1 2 3

D
E

R
E

C
H

O
S

 C
IV

IL
E

S
 Y

 P
O

L
ÍT

IC
O

S

D
E

R
E

C
H

O
 A

 L
A

 P
A

R
T

I
C

I
P

A
C

I
Ó

N

estos dos espacios de negociación y diálogo; se requiere 
que se mantengan y no se repitan los vaivenes que tien-
den a desacreditar estos mecanismos.

Otra situación a reseñar durante 2022 fue la solicitud 
de referéndum revocatorio de la Presidencia de la Repú-
blica, para lo cual se interpusieron requerimientos que 
fueron considerados por los proponentes como un blo-
queo táctico que impedía materialmente cumplir con las 
���›�–�Š�œ�1�–�Ç�—�’�–�Š�œ�1�š�ž�Ž�1�Ž�¡�’�•�Ž�1�•�Š�1���Ž�¢�ð�1�¢�1�Š�œ�Ç�1�˜�Œ�ž�›�›�’�à�ï�1

El premio Right Livelihood –conocido como Premio 
Nobel alternativo– fue otorgado a la Central de Coope-
rativas de Servicios Sociales de Lara (Cecosesola) por 
la labor de participación social y económica que realiza 
desde 1967. 

Colombia tuvo elecciones presidenciales y los colom-
bianos en Venezuela no pudieron ejercer su derecho al 
voto debido a la ausencia de consulado y el cierre de los 
pasos fronterizos. 

El 29 de noviembre, la movilización de las organiza-
ciones de apoyo a la diversidad LGBTIQ+ logra que diez 
personas puedan realizar su cambio de nombre acorde 
con el nuevo sexo. 

También este año hubo una disminución en las protes-
tas, si lo comparamos con los años anteriores.

Peticiones derecho a la participación

1. Fortalecer los canales de diálogo y negociación entre los 
diversos actores políticos que tengan como foco, las trans-
formaciones institucionales requeridas para asegurar su 
desempeño, en el marco de la CRBV. 
2. Fortalecer un Poder Electoral autónomo, con mayor 
capacidad de recursos y de gestión institucional, que 
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garantice los procesos y medios requeridos para asegurar 
elecciones libres, transparentes y competitivas. Una insti-
tucionalidad electoral que incorpore al ciudadano asegu-
rando los derechos de información y participación en todo 
su ejercicio, estableciendo garantías para hacer cumplir 
el derecho a elegir y ser elegido a los cargos públicos de 
representación electoral. Es necesario, además, revertir 
la medida que llevó a los indígenas venezolanos, a no po-
der ejercer el derecho al voto universal, directo y secreto, 
como todos los ciudadanos.
3. El Poder Popular y su Sistema Comunal, debe ser re-
visado a la luz de lo establecido en la CRBV y la decisión 
del soberano en la consulta por vía de referendo sobre  
este tema. No puede ser impuesto una estructura de esta-
�•�˜�1�¢�1�ž�—�Š�1�Œ�˜�—���•�ž�›�Š�Œ�’�à�—�1�™�˜�•�Ç�•�’�Œ�˜�1�Š�•�–�’�—�’�œ�•�›�Š�•�’�Ÿ�Š�1�•�’�œ�•�’�—�•�Š�1�Š�1
la establecida en la Carta Magna. 
4. El Estado debe asegurar el respeto y garantía de las 
libertades en el espacio cívico. La promoción de la parti-
cipación y el derecho a la información, reunión y asocia-
ción, en la que se reconozca la diversidad y pluralidad, en 
una dinámica de gobernabilidad democrática. 
5. Deben cesar las políticas de criminalización y restric-
ciones a defensores, activistas y ciudadanos en el ejercicio 
de sus derechos ciudadanos. La liberación de los presos 
políticos, activistas y defensores, así como las garantías 
del ejercicio de sus funciones a los representantes electos 
a cargos de representación en los distintos niveles de la 
función pública. 
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2022 se caracterizó por un alto número de privaciones 
arbitrarias de la vida por parte de funcionarios policiales 
y militares, las cuales pueden constituir crímenes de lesa 
humanidad de asesinato. En distintas circunstancias, los 
cuerpos de seguridad dieron muerte a 824 personas. 

Tan alto número de muertes es la continuidad de una 
política de Estado de violaciones masivas y sistemáticas 
del derecho a la vida. La impunidad estructural con-
lleva a que la casi totalidad de estos homicidios no se 
investiguen. Se agrega el aliento que se da por parte de 
autoridades del mayor nivel en la gestión pública y los 
altos mandos al uso letal de la fuerza, obviando normas 
nacionales y estándares internacionales del uso progre-
sivo y diferenciado de la fuerza 1. Se institucionalizó la 
acción deliberada de producir la muerte.

Los datos y análisis que se presentan en este informe 
sobre el Derecho a la Vida se sustentan en la base de 
datos construida conjuntamente por la Fundación Centro 
Gumilla –Centro de Investigación y Acción Social (CIAS) 
de la Compañía de Jesús en Venezuela– y PROVEA, a 
través del proyecto Lupa por la Vida. 

De las 824 personas asesinadas, 502 (61%) pudieron 
�œ�Ž�›�1�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�•�Š�œ�1�¢�1�Ž�—�1�Y�X�X�1�Œ�Š�œ�˜�œ�1�û�Y�X�–�ü�1�—�˜�1�•�ž�Ž�1�™�˜�œ�’�‹�•�Ž�1 
�œ�ž�1�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�ï�1

Se pudo conocer el género de las 824 personas asesi-
nadas; de ellas, 806 (97,82%) fueron de género masculi-

1  Luego de la Operación Trueno ejecutada en el estado 
Yaracuy, donde fueron asesinadas ocho personas, el Ministerio del 
Interior y la Gobernación realizaron un acto de condecoración y 
�Š�œ�Œ�Ž�—�œ�˜�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1�•�ž�—�Œ�’�˜�—�Š�›�’�˜�œ�1�š�ž�Ž�1�™�Š�›�•�’�Œ�’�™�Š�›�˜�—�ï�1���˜�–�Š�•�˜�1�•�Ž�1��� �’�4�Ž�›�1�•�Ž�1
la cuenta VISIPOL @Visipol_MIJP @CeballosIchaso1 acompañado 
del Gobernador Julio León Heredia y autoridades del @Mijp_Vzla 
presidió acto de ascenso extraordinario y entrega de reconocimientos 
a los funcionarios que participaron en la operación trueno 2, dirigida a 
erradicar las bandas armadas en Yaracuy.

D E R E C H O  A  L A  V I D A
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no y 18 (2,18%) de género femenino. Cabe destacar un 
incremento porcentual de víctimas del género femenino 
al pasar de 1,04% en 2021 a 2,18% en 2022.

La mayoría de las 824 víctimas eran jóvenes entre 18 y 
30 años de edad (66%) que viven en zonas de familias en 
situación de pobreza. 

Los tres estados donde se produjo mayor cantidad de 
víctimas son Aragua (135) Miranda (116) y Carabobo (103).

Los organismos policiales y militares participaron en 
el asesinato de presuntos delincuentes de la siguiente ma-
nera: el cuerpo policial más letal fue la Policía Nacional 
Bolivariana (PNB) con 198 asesinatos, de ellos 36 corres-
ponden a la Dirección Contra la Delincuencia Organizada 
(DCDO) 2 y 2 a la extinta Fuerzas de Acciones Especiales 
(FAES)3; las policías estadales, 196 asesinatos; el Cuerpo 
�•�Ž�1���—�Ÿ�Ž�œ�•�’�•�Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1���’�Ž�—�•�Ç���Œ�Š�œ�ð�1���Ž�—�Š�•�Ž�œ�1�¢�1���›�’�–�’�—�Š�•�Ç�œ�•�’�Œ�Š�œ�1
(CICPC), 141 asesinatos; la Fuerza Armada Nacional 
Bolivariana (FANB) con 126 casos, de los cuales 20 fueron 
por actuación del Comando Nacional Antisecuestro (CO-
NAS) de la Guardia Nacional Bolivariana (GNB), 12 por 
el componente Ejército, cuatro por el componente Avia-
ción y dos por la Dirección General de Contrainteligencia 
Militar (DGCIM); actuación en comisión mixta, 115; poli-
cías municipales, 44; Grupo de Operaciones Estratégicas, 
dos, y las Cuadrillas de Paz, 1 asesinato.

En 2022 se pudo constatar que continúa la disminu-
�Œ�’�à�—�1�•�Ž�•�1�—�ø�–�Ž�›�˜�1�•�Ž�1�Ÿ�Ç�Œ�•�’�–�Š�œ�1�š�ž�Ž�1�•�ž�Ž�1�›�Ž���Ž�“�Š�•�˜�1�Ž�—�1�Ž�•�1�’�—�•�˜�›-

2  A este componente de la Policía Nacional Bolivariana (PNB) 
fueron trasladados la mayoría de funcionarios de la extinta FAES. Ello 
explica la alta letalidad, pues cambiaron de nombre y uniforme pero 
continuaron las prácticas violadoras de los derechos humanos. 

3  Se pudo constatar que en algunos operativos de la Dirección 
Contra la Delincuencia Organizada funcionarios portaban uniformes 
de las FAES. En consulta con un funcionario sobre el porqué ocurría 
tal situación, indicó que mientras no les dieran el uniforme nuevo, sus 
superiores les habían orientado que usaran los uniformes de las FAES. 
���˜�›�1�Ž�œ�˜�1�•�Š�–�’�•�’�Š�›�Ž�œ�1�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�›�˜�—�1�Ž�—�1�•�˜�œ�1�Œ�Š�œ�˜�œ�1�Š�1�•�ž�—�Œ�’�˜�—�Š�›�’�˜�œ�1�Œ�˜�–�˜�1�•�Ž�1 
las FAES. 
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me 2021. Si bien este aspecto es positivo, no hay razones 
�œ�à�•�’�•�Š�œ�1�™�Š�›�Š�1�Œ�˜�—�œ�’�•�Ž�›�Š�›�1�š�ž�Ž�1�œ�Ž�1�Š���Š�—�£�Š�1�ž�—�Š�1�™�˜�•�Ç�•�’�Œ�Š�1�™�Š�›�Š�1
�•�˜�•�›�Š�›�1�•�Š�1�›�Ž�•�ž�Œ�Œ�’�à�—�1�œ�’�•�—�’���Œ�Š�•�’�Ÿ�Š�1�•�Ž�1�•�Š�1�Ÿ�’�˜�•�Ž�—�Œ�’�Š�1�™�˜�•�’�Œ�’�Š�•�ï�1
No hay indicadores claros que permitan señalar un 
�Œ�Š�–�‹�’�˜�1�Ž�—�1�•�Š�1�™�˜�•�Ç�•�’�Œ�Š�1�•�Ž�1�Š�•�•�Š�1�•�Ž�•�Š�•�’�•�Š�•�1�—�’�1�–�Ž�•�’�•�Š�œ�1�Ž���Œ�Š�Œ�Ž�œ�1
para superar la impunidad. Se añade como preocupación 
el que se retomaron intervenciones en zonas populares 
que repiten formas de procedimiento usadas en las Ope-
raciones de Liberación del Pueblo (OLP), aunque esta vez 
con tendencia a dar mayor protagonismo a la FANB.

En 2020 se contabilizaron 3.034 víctimas, en 2021 la 
cifra disminuyó a 1.414 y en 2022 hubo 824. La variación 
porcentual entre 2020 y 2021 fue de 46,6%, mientras en 
2022 en contraste con 2021 fue de 58,2%.

���•�1�•�˜�‹�’�Ž�›�—�˜�1�œ�’�•�ž�Ž�1�œ�’�—�1�•�Š�›�1�’�—�•�˜�›�–�Š�Œ�’�à�—�1�˜���Œ�’�Š�•�1�œ�˜�‹�›�Ž�1�Ž�•�1
número de personas a quienes las fuerzas de seguridad 
dieron muerte 4. ���œ�1�•�Š�•�1�•�Š�1�–�Š�•�—�’�•�ž�•�1�š�ž�Ž�1�™�›�Ž���Ž�›�Ž�—�1�—�˜�1�’�—�•�˜�›-
mar y menos aún en un contexto donde se adelanta una 
investigación por parte de la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional (CPI) sobre crímenes de lesa humanidad 
perpetrados en Venezuela. 

Como lo hemos venido indicando en informes anterio -
res, la casi totalidad de las víctimas murieron en el marco 
de los denominados “operativos de seguridad ciudadana” 
cada vez más militarizados y con una destacada opacidad 
por parte de las autoridades sobre los resultados. Cuando 
�Ž�Ÿ�Ž�—�•�ž�Š�•�–�Ž�—�•�Ž�1�œ�Ž�1�Ž�–�’�•�Ž�1�’�—�•�˜�›�–�Š�Œ�’�à�—�ð�1�—�˜�1�œ�Ž�1�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�1�Š�1�•�Š�œ�1
personas a quienes se les causó la muerte, no hay informa-
ción sobre los detenidos y los lugares de detención. 

Durante el presente periodo nuevamente la directiva 
de la Defensoría del Pueblo (DdP) guardó silencio ante 

4  Según el periodista e investigador en temas de violencia 
Javier Mayorca, las muertes causadas por funcionarios en 2022 serían 
1.113. Crímenes sin castigo: Criminalidad en Venezuela 2022 (y II): El 
retorno de las megabandas�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&�Œ�›�’�–�Ž�—�Ž�œ�œ�’�—�Œ�Š�œ�•�’�•�˜�ï�Œ�˜�–�&
�Œ�›�’�–�’�—�Š�•�’�•�Š�•�,�Ž�—�,�Ÿ�Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š�,�X�V�X�X�,�¢�,�’�’�,�Ž�•�,�›�Ž�•�˜�›�—�˜�,�•�Ž�,�•�Š�œ�,�–�Ž�•�Š�‹�Š�—�•�Š�œ�&���1
Consulta del 10.03.23.
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las violaciones a los derechos humanos perpetradas por 
policías y militares. Al incumplir su obligación consti-
tucional de proteger a las personas ante los abusos, la 
institución sigue favoreciendo la impunidad y la violen-
cia institucional. 

Peticiones derecho a la vida

1. Desmilitarizar los mandos de los cuerpos policiales y 
las actividades relacionadas con la seguridad ciudadana 
cumpliendo con el artículo 332 de la Constitución que 
establece que los órganos de seguridad ciudadana son de 
carácter civil.
2. Cesar la criminalización de los jóvenes de los sectores 
populares y desarrollar políticas públicas que brinden 
oportunidades de prosperidad y calidad de vida adecuada 
con una política de seguridad ciudadana que priorice las 
labores preventivas.
3. Establecer las responsabilidades penales tanto de los 
autores materiales de las violaciones al derecho a la vida 
como de las cadenas de mando intermedias y superiores 
de los organismos policiales y militares en cumplimiento 
del memorando de entendimiento del Estado venezolano 
con la Corte Penal Internacional y del mandato del artí-
culo 29 de la Constitución.
4. Facilitar el ejercicio de la contraloría ciudadana 
mediante la publicación oportuna de datos y cifras re-
lacionadas con la actuación de cuerpos de seguridad del 
Estado en operativos de seguridad ciudadana, gestión 
de manifestaciones y vigilancia carcelaria, a objeto de 
�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�›�1�•�Š�œ�1�Œ�’�›�Œ�ž�—�œ�•�Š�—�Œ�’�Š�œ�1�Ž�—�1�•�Š�œ�1�š�ž�Ž�1�œ�Ž�1�™�›�˜�•�ž�Œ�Ž�—�1�•�˜�œ�1
�•�Š�•�•�Ž�Œ�’�–�’�Ž�—�•�˜�œ�1�•�Ž�1�Œ�’�ž�•�Š�•�Š�—�˜�œ�1�Ž�—�1�Ž�œ�˜�œ�1�Œ�˜�—�•�Ž�¡�•�˜�œ�1�Ž�1�’�•�Ž�—�•�’��-
cación de los detenidos.
5. Adoptar las recomendaciones que en materia de 
seguridad ciudadana y uso de la fuerza han propuesto la 
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�ž�–�Š�—�˜�œ�1 
de Naciones Unidas, la Misión de Determinación  
de Hechos de la ONU y la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos.
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En 2022 las organizaciones de derechos humanos (DDHH) 
�›�Ž�Š�•�’�£�Š�›�˜�—�1�•�’�Ÿ�Ž�›�œ�Š�œ�1�•�Ž�œ�•�’�˜�—�Ž�œ�1�Š�1�•�˜�œ�1���—�Ž�œ�1�•�Ž�1�’�—�Ÿ�˜�Œ�Š�›�1�•�Š�1�™�›�˜-
tección y defensa de los DDHH ante los órganos interna-
cionales de protección. 

En el siguiente capítulo se presentan las acciones 
cumplidas por las Organizaciones No Gubernamentales 
(ONG) venezolanas durante 2022 ante estos organismos 
internacionales de protección.

Informes sobre Venezuela en el Sistema  
Universal de Protección de los DDHH (SUPDH)
En octubre, Venezuela no fue reelegida como miembro 
del Consejo de Derechos Humanos (CDH) de la Orga-
nización de las Naciones Unidas (ONU), por contar solo 
con 88 votos de los 97 que precisaba. 

L�Š�1�����Œ�’�—�Š�1�•�Ž�1�•�Š�1�������1�™�Š�›�Š�1�•�Š�1���˜�˜�›�•�’�—�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1���œ�ž�—-
tos Humanitarios (OCHA) publicó, también en octubre, 
su monitoreo sobre la Respuesta Humanitaria de 2022 en 
Venezuela de enero a junio. Y en diciembre publicó su 
informe respecto a septiembre y octubre.

En octubre, el Comité de Protección de los Derechos 
de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares 
�û�������ü�1�›�Ž�Š�•�’�£�à�1�˜�‹�œ�Ž�›�Ÿ�Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1���—�Š�•�Ž�œ�1�œ�˜�‹�›�Ž�1�Ž�•�1�’�—�•�˜�›�–�Ž�1
inicial de Venezuela. 

En septiembre, el Secretario General de la ONU,  
António Guterres, presentó ante el CDH su informe 
sobre víctimas, defensores de DDHH y periodistas que 
han sufrido represalias e intimidaciones por cooperar 
con los mecanismos de Naciones Unidas en países  
como Venezuela.

El Fondo de Naciones Unidas para la Alimentación 
y la Agricultura (FAO) y el Programa Mundial de Ali-
mentos (PMA) presentaron el informe “ Focos de Hambre. 
Alertas tempranas sobre la inseguridad alimentaria aguda. 
Perspectivas de febrero a mayo de 2022”. El informe no 
incluyó evaluación a Venezuela por falta de datos, pero 
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sí destacó a los migrantes venezolanos que se encuentran 
en Colombia.

Gestiones de las organizaciones  
venezolanas ante el SUPDH
Durante el 50° periodo de sesiones del CDH, la Alta Co-
misionada de Naciones Unidas para los Derechos Huma-
nos (ACNUDH), Michelle Bachelet, presentó su informe 
sobre la situación de los DDHH en Venezuela.

Organizaciones defensoras de los derechos de las 
mujeres participaron en el 82° periodo de sesiones de la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) y presentaron 
información independiente sobre el cumplimiento de 
Venezuela de sus obligaciones para garantizar una vida 
sin discriminación y violencia.

El Comité sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad (CDPD) presentó sus Observaciones Finales 
sobre el Informe Inicial de Venezuela.

En mayo, organizaciones y personas de la sociedad 
civil consignaron un documento en rechazo al proyecto 
de Ley de Cooperación Internacional ante la sede del Pro-
grama de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). 

Examen Periódico Universal (EPU)
La situación de DDHH en Venezuela fue evaluada el 
25.01.22 en el marco del 40° período de sesiones por el 
Tercer Ciclo del Grupo de Trabajo del EPU ante el CDH, 
sobre los resultados de las recomendaciones realizadas 
por el Consejo.

Misión Internacional Independiente  
de Determinación de los Hechos sobre  
Venezuela (MDH)
El 03.10.22 el mandato de la MDH fue prorrogado por un 
nuevo periodo de dos años, al ser aprobado el proyecto 
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de resolución 45/20 por 19 países miembros del CDH. En 
la votación, 23 países se abstuvieron y cinco votaron en 
contra (Bolivia, Cuba, China, Eritrea y Venezuela).

La MDH presentó su tercer informe sobre las in-
vestigaciones en Venezuela el 20.09.22. En marzo había 
presentado la actualización oral de sus investigaciones 
sobre Venezuela. 

Corte Penal Internacional (CPI)
El 19.08.22 la CPI presentó un informe ante la Asamblea 
General de Naciones Unidas, que repasa las actuaciones 
cumplidas con respecto a Venezuela. 

El 01.11.22 el Fiscal presentó una petición de autori-
zación a la Sala para reanudar la investigación en Vene-
zuela. La Sala, el 18.11.22, invitó a las víctimas a presentar 
sus opiniones y observaciones sobre esta solicitud del 
Fiscal hasta marzo de 2023.

En noviembre, la Red de Documentación de Crímenes 
de Lesa Humanidad (Red-CLH) envió su tercera comuni-
cación a la CPI, con 32 casos de violaciones de DDHH en 
Venezuela.

PROVEA alertó, durante la 20ª Asamblea de Estados 
Partes del Estatuto de Roma, sobre la situación de las 
víctimas y el riesgo de quienes colaboren con sus testimo-
nios en la investigación de la CPI.

Gestiones ante el Sistema Interamericano  
de Derechos Humanos (SIDH). Audiencias,  
Informe País e Informe Anual
En 2022 las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC) 
venezolanas hicieron uso del sistema de audiencias de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), 
durante sus periodos 185°, 184°y 183°. 

El órgano concedió dos audiencias a organizaciones 
que expusieron la situación de los DDHH y el estado de 
�•�Ž�›�Ž�Œ�‘�˜�1�Ž�—�1�Ž�•�1�™�Š�Ç�œ�ð�1�¢�1�Œ�˜�—�Ÿ�˜�Œ�à�1�˜�•�›�Š�œ�1�•�˜�œ�1�Š�ž�•�’�Ž�—�Œ�’�Š�œ�1�•�Ž�1�˜��-
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cio para abordar las políticas fronterizas y las medidas de 
protección para los migrantes venezolanos en la región, 
y el impacto de las leyes que criminalizan a las personas 
LGBTIQ+ en las Américas. Las audiencias solicitadas por 
las ONG venezolanas abordaron la situación de la liber-
tad de expresión en el país y la situación de los DDHH de 
las personas privadas de libertad. 

La CIDH otorgó cuatro medidas cautelares solici-
tadas por ONG venezolanas. Igualmente, amplió el 
alcance de las medidas cautelares otorgadas a Javier 
TARAZONA en 2020, dado el cambio de circunstancias 
�•�Ž�•�1�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�Š�›�’�˜�ð�1�Š�•�1�Ž�—�Œ�˜�—�•�›�Š�›�œ�Ž�1�Š�‘�˜�›�Š�1�™�›�’�Ÿ�Š�•�˜�1�•�Ž�1�•�’�‹�Ž�›-
tad. En el caso de Ovidio Jesús POGGIOLI PÉREZ, se 
levantaron las medidas por considerar que la situación 
que las generó había cesado. Cabe destacar que en algu-
nos casos las medidas conferidas brindan protección a 
más de una persona. 

A la fecha de la presentación de este informe, la 
CIDH no ha publicado el Informe Anual e Informe País 
2022. Es importante resaltar que Venezuela ha sido 
incluida en el capítulo IV.B –una sección del Informe 
Anual que publica el órgano hemisférico, donde se de-
tallan situaciones y amenazas para los DDHH especial-
mente preocupantes– de forma reiterada en los últimos 
años, debido a la persistencia de detenciones arbitrarias, 
restricciones a la libertad de expresión, ejecuciones 
extrajudiciales, profundización de las crisis de la insti -
tucionalidad democrática, y criminalización, hostiga -
�–�’�Ž�—�•�˜�1�¢�1�•�Ž�œ�™�›�Ž�œ�•�’�•�’�˜�1�Š�1�š�ž�’�Ž�—�Ž�œ�1�•�Ž���Ž�—�•�Ž�—�1�Ž�•�1�•�Ž�›�Ž�Œ�‘�˜�1�Š�1
defender derechos, entre otras situaciones. 
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Transcurrió 2022 con estigmatización, hostigamiento, cri-
minalización y persecución contra quienes eran conside-
rados disidentes. Personas defensoras, gremios, sindica-
tos y hasta quienes compartían la ideología partidista del 
gobierno de Nicolás Maduro fueron castigados con cárcel 
y violaciones sistemáticas de sus derechos. 

Sigue sin haber un camino claro para construir una 
�œ�Š�•�’�•�Š�1�™�Š�Œ�Ç���Œ�Š�1�Š�1�•�Š�1�Œ�›�’�œ�’�œ�1�•�Ž�1�•�Š�œ�1�’�—�œ�•�’�•�ž�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�•�Ž�–�˜�Œ�›�¤�•�’�Œ�Š�œ�1
en el país y atender las demandas de los más vulnera-
bles1. Esto ha llevado a que continuara aumentando el 
éxodo migratorio hasta alcanzar rápidamente las proyec-
�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�š�ž�Ž�1�œ�Ž�1�Ž�œ�•�’�–�Š�›�˜�—�1�™�Š�›�Š�1���—�1�•�Ž�1�Š�Û�˜�ï�1

La insistente narrativa de “ Venezuela se arregló” 2 –im-
puesta desde el Gobierno a través de campañas de perso-
�—�Š�•�’�•�Š�•�Ž�œ�1�’�—���ž�¢�Ž�—�•�Ž�œ�1�Ž�—�1�•�Š�œ�1�›�Ž�•�Ž�œ�1�œ�˜�Œ�’�Š�•�Ž�œ�1�Œ�˜�—�1�•�Š�1���—�Š�•�’-
dad de opacar la realidad3– mostró al mismo tiempo las 
desigualdades y los retos de subsistencia, dejando claro 
que las burbujas económicas explotaban constantemente. 

Durante octubre al menos 25 personas murieron y 
más de 50 desaparecieron a causa de las lluvias. Las Teje-
rías (estado Aragua) fue la zona más afectada como con-
secuencia de las pocas políticas públicas implementadas 
ante situaciones de riesgo de este tipo y que han dejado 
marcados a los venezolanos en años anteriores. 

La explotación del Arco Minero del Orinoco, sometido 
a la extracción de minerales con graves consecuencias 
para la región amazónica (incluye vastas áreas de los 
estados Bolívar, Amazonas y Delta Amacuro), fue denun-

�W�1 �1���•�1���œ�•�Ç�–�ž�•�˜�ñ�1�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&�Ž�•�Ž�œ�•�’�–�ž�•�˜�ï�Œ�˜�–�&
venezuela/2022-05-25/observatorio-de-la-diaspora-migracion-
�Ÿ�Ž�—�Ž�£�˜�•�Š�—�Š�,�œ�ž�™�Ž�›�Š�,�•�˜�œ�,�]�,�–�’�•�•�˜�—�Ž�œ�,�•�Ž�,�™�Ž�›�œ�˜�—�Š�œ�,�Š�ž�•�’�˜�&�� Consulta del 
31.01.23.

2  El Estímulo: ¿Venezuela se arregló? Esto piensan los 
�‘�Š�‹�’�•�Š�—�•�Ž�œ�1�•�Ž�1�£�˜�—�Š�œ�1�›�ž�›�Š�•�Ž�œ�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&�Ž�•�Ž�œ�•�’�–�ž�•�˜�ï�Œ�˜�–�&�•�Ž�,
interes/2022-12-19/venezuela-se-arreglo-esto-piensan-los-habitantes-de-
�£�˜�—�Š�œ�,�›�ž�›�Š�•�Ž�œ�&�� Consulta del 20.01.22.

�Y�1 �1���Š�•�Ž�’�•�˜�œ�Œ�˜�™�’�˜�1�
�ž�–�Š�—�˜�ñ�1�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&�Œ�Š�•�Ž�’�•�˜�‘�ž�–�Š�—�˜�ï
�˜�›�•�&�Ÿ�Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š�,�—�˜�,�œ�Ž�,�Š�›�›�Ž�•�•�˜�,�œ�Ž�,�œ�Ž�•�›�Ž�•�˜�&�� Consulta del 24.01.23.
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ciada por organizaciones ambientalistas4 y hasta por el 
actor de Hollywood y activista Leonardo DiCaprio, quien 
colgó una foto del desastre en sus redes.

Para el cierre de este capítulo el Centro para los De-
fensores y la Justicia (CDJ) registró 396 ataques durante 
2022. En la actualidad el derecho a la libre asociación se 
encuentra amenazado por una Ley aprobada en primera 
discusión por la Asamblea Nacional (AN) presidida por 
el partido de gobierno y la Ley de Cooperación –conocida 
como “Ley Antisolidaridad”– que amenazó el trabajo de la 
defensa de los derechos humanos durante todo 2022. Es-
tos mecanismos que se pretende legalizar atentan contra 
el funcionamiento de la sociedad civil en pleno. .

���ž�œ�Š�—�Š�1���Š���Š�•�•�’�ð�1�—�ž�•�›�’�Œ�’�˜�—�’�œ�•�Š�1�Ž�œ�™�Ž�Œ�’�Š�•�’�£�Š�•�Š�1�Ž�—�1�•�Ž�œ�•�’�à�—�1
de la seguridad alimentaria e investigadora de Cáritas 
Venezuela, señaló que “casi 25% de los niños menores de 
6 meses evaluados por la organización tienen desnutrición 
aguda”. De la misma forma aseveró que la situación de 
inseguridad alimentaria familiar es todavía consistente 
con una crisis humanitaria “ incontestable”.

En 2022 también se dieron actos de hostigamiento 
contra trabajadores de la prensa que difundían algún 
contenido informativo que incomodaba las gestiones 
gubernamentales. Asimismo, comunicadores fueron 
expuestos en el programa del canal del Estado “Con el 
mazo dando” 5. 

���•�1�X�Y�ï�V�\�ï�X�X�1�•�Š�1�����	�1���Ž���Ž�—�•�Ž�1���Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š�1�œ�˜�•�’�Œ�’�•�à�1�Š�1�•�Š�1
Relatoría Especial de las Naciones Unidas sobre la pro-
moción y protección del derecho a la libertad de opinión 
y de expresión su pronunciamiento sobre los hechos de 
intimidación contra periodistas que cubrían una protesta 
en el Hospital Central de San Cristóbal.
�Z�1 �1���—�Š�•�Ç�•�’�Œ�Š�ñ�1�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&� � � �ï�Š�—�Š�•�’�•�’�Œ�Š�ï�Œ�˜�–�&�Š�Œ�•�ž�Š�•�’�•�Š�•�&
actualidad-nacional/activistas-e-investigadores-denuncian-cogobiernos-
�Ž�—�,�Ž�•�,�Š�›�Œ�˜�,�–�’�—�Ž�›�˜�,�•�Ž�•�,�˜�›�’�—�˜�Œ�˜�&�� Consulta del 28.12.22.

�[�1 �1���•�1���Š�Œ�’�˜�—�Š�•�ñ�1�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&� � � �ï�Ž�•�—�Š�Œ�’�˜�—�Š�•�ï�Œ�˜�–�&
venezuela/sntp-alerta-sobre-campana-de-descredito-contra-
�™�Ž�›�’�˜�•�’�œ�•�Š�œ�&�� Consulta del 25.01.23 .
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Espacio Público señaló la reducción de casos de vio-
lación de la libertad de expresión en comparación al año 
2021, sin embargo, resaltó como consecuencia que actual-
mente hay menos periodistas y medios de comunicación 
que en años anteriores.6

En el mes de mayo Marino Alvarado y Alfredo Infante 
fueron demandados por presunta difamación al gober-
nador de Carabobo, Rafael Lacava luego de publicar un 
informe con cifras de ejecuciones extrajudiciales. 

Aracelis Sánchez, fundadora de la Organización de 
Familiares de Víctimas de Ejecuciones Extrajudiciales, 
Torturas y Desaparición (ORFAVIDEH) denunció ame-
drentamiento por parte de funcionarios del Cuerpo de 
���—�Ÿ�Ž�œ�•�’�•�Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1���’�Ž�—�•�Ç���Œ�Š�œ�ð�1���Ž�—�Š�•�Ž�œ�1�¢�1���›�’�–�’�—�Š�•�Ç�œ�•�’�Œ�Š�œ�1�û����-
CPC) y la Policía Nacional Bolivariana (PNB) el 01.12.22. 

El activista de derechos humanos, Javier TARAZONA 
continúa detenido de manera arbitraria bajo denuncias 
de torturas psicológicas e impedimento de atención mé-
dica por presentar condición de salud grave. Las autori-
dades siguen ignorando el llamado para que se realice su 
liberación. 

El 21.11.22 un grupo de activistas políticos y de dere-
chos humanos LGBTIQ+ se encadenó frente a la Defen-
soría del Pueblo en Caracas para así presionar al titular 
del cargo, Alfredo Ruíz, a quien le recriminan que no ha 
defendido ni  promovido ningún avance a favor de los 
derechos de esta comunidad.7 
6  El Nacional: Espacio Público: Casos de violación de la 
libertad de expresión en Venezuela bajaron 14%  06.09.22 [en línea]   
�‘�4�™�œ�ñ�&�&� � � �ï�Ž�•�—�Š�Œ�’�˜�—�Š�•�ï�Œ�˜�–�&�Ÿ�Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š�&�™�˜�•�’�•�’�Œ�Š�&�Ž�œ�™�Š�Œ�’�˜�,�™�ž�‹�•�’�Œ�˜�,�Œ�Š�œ�˜�œ�,
de-violacion-de-la-libertad-de-expresion-en-venezuela-bajaron-14/ 
Consulta del 25.01.22 al 27.01.22

7  Analítica: Activistas se encadenan en Caracas para exigir 
�•�Ž�›�Ž�Œ�‘�˜�œ�1�•�Ž�1�•�Š�1�Œ�˜�–�ž�—�’�•�Š�•�1�����������¸�1�X�W�ï�W�W�ï�X�X�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1�1�‘�4�™�œ�ñ�&�&
www.analitica.com/actualidad/actualidad-nacional/activistas-se-
encadenan-en-caracas-para-exigir-derechos-de-la-comunidad-
lbtiq/#:~:text=Este%2021%20de%20noviembre%2C%20activistas%20
LBTIQ%2B%20manifestaron%20frente,hemos%20decidido%20
recrudecer%20nuestra%20manifestaci%C3%B3n%20y%20nuestra%20
protesta Consulta del 25.01.22 al 27.01.22
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El 23.11.23 se realizó la 8va edición del Encuentro  
Nacional de Defensores y Defensoras de Derechos Hu-
manos de Venezuela. Un espacio que nació en 2015 y  
que se ha convertido en una cita para la reunión anual 
del movimiento. El mismo contó con la participación de  
480 personas defensoras de todo el país.8

En una mirada a la historia de la defensa de derechos 
humanos, se presentó el libro “Sospechosos Habituales” 9.

Diversos eventos en formato ferias10, foros, talleres y 
otras actividades culturales fueron promovidos por PRO-
VEA. Estos espacios sirvieron de encuentro ciudadano, 
reforzamiento del tejido social y conexión con el movi-
miento de derechos humanos a través de expresiones de 
arte y cultura.

8  Civilis: 8va edición del Encuentro Nacional de Defensores 
y Defensoras de Derechos Humanos de Venezuela 30.11.22 [en línea]  
�‘�4�™�œ�ñ�&�&�–�˜�—�’�•�˜�›�•�Ž�œ�Œ�Š�Ÿ�Ž�ï�Œ�˜�–�&�X�V�X�X�&�W�V�&�W�[�&�‹�˜�•�Ž�•�’�—�&�1�1���˜�—�œ�ž�•�•�Š�1�•�Ž�•�1�X�]�ï�W�X�ï�X�X�1�Š�•�1
27.01.23

9  �������������ñ�1�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&�™�›�˜�Ÿ�Ž�Š�ï�˜�›�•�&�™�ž�‹�•�’�Œ�Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�&�•�˜�•�˜�œ�,
los-lenguajes/provea-presento-el-libro-sospechosos-habituales-un-
�›�Ž�Œ�˜�›�›�’�•�˜�,�™�˜�›�,�•�Š�,�‘�’�œ�•�˜�›�’�Š�,�•�Ž�•�,�–�˜�Ÿ�’�–�’�Ž�—�•�˜�,�™�˜�›�,�•�˜�œ�,�•�•�‘�‘�,�Ž�—�,�Ÿ�Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š�&�� 
Consulta del 27.01.23.

10  �A�•�Ž�–�ñ�1�1�ý�Ž�—�1�•�Ç�—�Ž�Š�þ�1���‘�4�™�œ�ñ�&�&�™�›�˜�Ÿ�Ž�Š�ï�˜�›�•�&�Š�Œ�•�’�Ÿ�’�•�Š�•�Ž�œ�&�•�’�‹�›�˜�œ�,
�Œ�ž�•�•�ž�›�Š�,�–�ž�œ�’�Œ�Š�,�¢�,�•�Ž�›�Ž�Œ�‘�˜�œ�,�Ž�—�,�•�Š�,�X�•�Š�,�Ž�•�’�Œ�’�˜�—�,�•�Ž�,�•�Š�,���’�•�Ž�&�� Consulta del 
27.01.23.
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Ronald Balza Guanipa
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A mediados de 2022, medios internacionales como el 
alemán Deutsche Welle (DW) [Cardozo (2022)] y el 
inglés British Broadcasting Corporation (BBC) [Ber-
múdez (2022)] tomaron la pregunta “¿Venezuela se 
arregló?” como punto de partida para sus reportajes 
sobre la economía venezolana. Quienes respondieron 
tuvieron que hacerlo prescindiendo de información 
que, tal como apuntó en su informe la Alta Comisiona -
da de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
[Bachelet (2022)], no estuvo “[…] fácilmente disponible 
en muchas áreas, incluso para evaluar los derechos económi-
cos, sociales y culturales”, entre el 1 de mayo de 2021 y 
el 30 de abril de 2022. Todavía en febrero de 2023 hay 
�œ�Ž�›�’�Ž�œ�1�Ž�œ�•�Š�•�Ç�œ�•�’�Œ�Š�œ�1�˜���Œ�’�Š�•�Ž�œ�1�•�Ž�œ�Œ�˜�—�•�’�—�ž�Š�•�Š�œ�ð�1�Ž�1�’�—�Œ�•�ž�œ�˜�1
retiradas de páginas web. 

Según Maduro (2023), hubo “[…] señales de crecimiento 
de la economía productiva” en 2022, que surgieron de un 
“ nuevo modelo económico post-petrolero”. Para describir-
lo, es necesario recurrir a fragmentos de información 
dispersa en discursos y notas de prensa, así como a leyes, 
�›�Ž�œ�˜�•�ž�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�¢�1�Ÿ�Ž�›�œ�’�˜�—�Ž�œ�1�•�Ž�1�•�˜�Œ�ž�–�Ž�—�•�˜�œ�1���•�•�›�Š�•�˜�œ�1�Š�1�•�›�Š�Ÿ�·�œ�1
�•�Ž�1�Œ�Š�—�Š�•�Ž�œ�1�—�˜�1�˜���Œ�’�Š�•�Ž�œ�ï�1���œ�1�•�˜�1�š�ž�Ž�1�‘�Š�›�Ž�–�˜�œ�1�Š�1�Œ�˜�—�•�’�—�ž�Š�Œ�’�à�—�ð�1
examinando algunas de sus características con respecto 
a información pública, presupuesto, precios y salarios, 
banca y sistema multimoneda y Poder Comunal. 

Información pública
Según Venezolana de Televisión [(VTV a (2022)], princi-
pal televisora del Estado, “[…] en Consejo de Vicepresiden-
tes y el Buró Político de la Revolución, el jefe de Estado aseguró 
que Venezuela está alcanzando un gran equilibrio en todos 
�•�˜�œ�1�œ�’�œ�•�Ž�–�Š�œ�1�Ž�Œ�˜�—�à�–�’�Œ�˜�œ�1�¢�1���—�Š�—�Œ�’�Ž�›�˜�œ�ï�1���¡�™�•�’�Œ�à�1�š�ž�Ž�1�Ž�œ�•�ž�Ÿ�’�Ž�›�˜�—�1
revisando las estadísticas del primer y segundo trimestre y ‘es-
�•�Š�–�˜�œ�1�Ž�œ�™�Ž�›�Š�—�•�˜�1�š�ž�Ž�1�˜���Œ�’�Š�•�–�Ž�—�•�Ž�ð�1�Œ�˜�–�˜�1�–�Š�—�•�Š�1�•�Š�1���Ž�¢�ð�1�Ž�•�1���Š�—�Œ�˜�1
Central de Venezuela (BCV) dé a conocer las estadísticas de 
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crecimiento’”. Efectivamente, su Ley [Asamblea Nacional 
(2016)] establece que:

“ La gestión del Banco Central de Venezuela se guía 
por el principio de transparencia. En tal sentido, sin 
perjuicio de sus responsabilidades institucionales y 
en los términos dispuestos en la Ley, debe mantener 
�’�—�•�˜�›�–�Š�•�˜�ð�1�•�Ž�1�–�Š�—�Ž�›�Š�1�˜�™�˜�›�•�ž�—�Š�ð�1�Œ�˜�—���Š�‹�•�Ž�ð�1�Ÿ�Ž�›�Š�£�1�¢�1�Œ�˜�—�1
�Š�•�•�˜�1�œ�Ž�—�•�’�•�˜�1�•�·�Œ�—�’�Œ�˜�1�¢�1�Œ�’�Ž�—�•�Ç���Œ�˜�ð�1�Š�•�1���“�Ž�Œ�ž�•�’�Ÿ�˜�1���Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1
y demás instancias del Estado, a los agentes económi-
cos públicos y privados, nacionales y extranjeros y a 
la Población acerca de la ejecución de sus políticas, las 
decisiones y acuerdos de su Directorio, los informes, 
publicaciones, investigaciones, así como de las estadís-
ticas pertinentes de acuerdo con prácticas aceptadas 
por la banca central, que permitan disponer de la mejor 
información sobre la evolución de la economía venezo-
�•�Š�—�Š�ð�1�œ�’�—�1�–�Ž�—�˜�œ�Œ�Š�‹�˜�1�•�Ž�1�•�Š�œ�1�—�˜�›�–�Š�œ�1�•�Ž�1�Œ�˜�—���•�Ž�—�Œ�’�Š�•�’�•�Š�•�1
que procedan, conforme a la Constitución de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela.

En el cumplimiento del mandato señalado, es deber 
del Banco Central de Venezuela, realizar reuniones 
periódicas de política monetaria y publicar las actas de 
dichas reuniones a través de los medios que mejor estime 
apropiados, incluyendo el uso de los servicios informá-
ticos  más avanzados; igualmente, es deber del Instituto 
mantener informada a la población periódicamente de su 
gestión en materia de contrataciones públicas atendien-
do a los principios rectores en la materia”.

Sin embargo, el BCV publicó sus últimos informes 
en 2012, interrumpió la difusión de su resumen de las 
Cuentas Nacionales, la Balanza de Pagos y la Posi-
ción Internacional de Inversión el I trimestre de 2019 
y retiró de su página web los resultados detallados de 
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los Programas de Actualización de las Estimaciones 
Macroeconómicas I y II. Tampoco están disponibles la 
IV Encuesta Nacional de Presupuestos Familiares (IV 
ENPF) ni la Encuesta del sector agrícola levantadas en 
2008 [BCV (2008)] ni se conocen resultados de investiga-
ciones posteriores.

���•�1���’�—�’�œ�•�Ž�›�’�˜�1�•�Ž�•�1���˜�•�Ž�›�1���˜�™�ž�•�Š�›�1�•�Ž�1���•�Š�—�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�1
tampoco da acceso a información detallada, aunque se le 
asignen recursos a proyectos “[…] orientados a desarrollar 
una serie de operaciones estadísticas dirigidas a revelar las 
principales características de las personas, hogares y viviendas 
del país���ð�1�œ�Ž�•�ø�—�1�ž�—�Š�1�Ÿ�Ž�›�œ�’�à�—�1�Ž�¡�•�›�Š�˜���Œ�’�Š�•�1�•�Ž�1�•�Š�1���¡�™�˜�œ�’�Œ�’�à�—�1
de Motivos del Proyecto de Ley de Presupuesto para el 
Ejercicio Económico Financiero 2022 [ONAPRE (2021)]. 
Entre estos proyectos, destacan la Consolidación de la 
Infraestructura Estadística del Instituto Nacional de 
Estadística (INE) como ente rector del Sistema Estadístico 
Nacional y la Generación y Actualización de la Cartogra-
�•�Ç�Š�1���¤�œ�’�Œ�Š�1�Ž�—�1�Ž�•�1�–�Š�›�Œ�˜�1�•�Ž�•�1���’�œ�•�Ž�–�Š�1���œ�•�Š�•�Ç�œ�•�’�Œ�˜�1�¢�1�	�Ž�˜�•�›�¤��-
�Œ�˜�1���Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1�•�Ž�•�1���—�œ�•�’�•�ž�•�˜�1�	�Ž�˜�•�›�¤���Œ�˜�1�•�Ž�1���Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š�1���’�–�à�—�1
Bolívar (IGVSB).

Presupuesto de la República
La Constitución de la República Bolivariana de Venezue-
la [Asamblea Nacional Constituyente (1999)] establece 
que la “[…] �•�Ž�œ�•�’�à�—�1���œ�Œ�Š�•�1�Ž�œ�•�Š�›�¤�1�›�Ž�•�’�•�Š�1�¢�1�œ�Ž�›�¤�1�Ž�“�Ž�Œ�ž�•�Š�•�Š�1�Œ�˜�—�1
�‹�Š�œ�Ž�1�Ž�—�1�™�›�’�—�Œ�’�™�’�˜�œ�1�•�Ž�1�Ž���Œ�’�Ž�—�Œ�’�Š�ð�1�œ�˜�•�Ÿ�Ž�—�Œ�’�Š�ð�1�•�›�Š�—�œ�™�Š�›�Ž�—�Œ�’�Š�ð�1�›�Ž�œ-
�™�˜�—�œ�Š�‹�’�•�’�•�Š�•�1�¢�1�Ž�š�ž�’�•�’�‹�›�’�˜�1���œ�Œ�Š�•”. Sin embargo, por no contar 
�Œ�˜�—�1�’�—�•�˜�›�–�Š�Œ�’�à�—�1�œ�ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�ð�1�•�Ž�•�Š�•�•�Š�•�Š�1�¢�1�Š�Œ�•�ž�Š�•�’�£�Š�•�Š�1�•�Ž�•�1
Ministerio del Poder Popular de Economía, Finanzas y 
���˜�–�Ž�›�Œ�’�˜�1���¡�•�Ž�›�’�˜�›�ð�1�•�Ž�1�•�Š�1�����Œ�’�—�Š�1���Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1�•�Ž�1���›�Ž�œ�ž�™�ž�Ž�œ�•�˜�1
(ONAPRE), de la Asamblea Nacional ni del BCV, las si-
guientes observaciones se harán a partir del Mensaje del 
Presidente a la Asamblea Nacional en 2023, una versión 
de la Exposición de Motivos de la Ley de 2022 que circuló 
�Ž�¡�•�›�Š�˜���Œ�’�Š�•�–�Ž�—�•�Ž�1�Ž�—�1�X�V�X�W�1�ý�š�ž�Ž�1�•�•�Š�–�Š�›�Ž�–�˜�œ�ð�1�™�˜�›�1�Œ�˜�–�˜-
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�•�’�•�Š�•�ð�1�������������1�û�X�V�X�W�ü�þ�1�¢�1�•�Š�1�˜���Œ�’�Š�•�1�•�Ž�1�X�V�W�\�1�1�ý�������������1
(2015)] y de la publicación de usos y fuentes de la base 
monetaria del BCV.

Bachelet (2022) advirtió sobre el impacto negativo  
de las medidas coercitivas unilaterales en el disfrute de 
los derechos humanos, el conjunto de sanciones secto-
riales sobre activos y sectores económicos, junto con  
el creciente exceso de cumplimiento por parte de bancos 
y empresas de terceros países, han exacerbado las situa-
ciones económicas y humanitarias preexistentes. Esto 
habría afectado especialmente a ciertos sectores de la 
población, como los que viven en pobreza extrema y los 
pueblos indígenas.

Sin embargo, no hay información detallada para 
�Œ�ž�Š�—�•�’���Œ�Š�›�1�•�Š�œ�1�™�·�›�•�’�•�Š�œ�1�™�›�˜�Ÿ�˜�Œ�Š�•�Š�œ�1�™�˜�›�1�•�Š�œ�1�œ�Š�—�Œ�’�˜�—�Ž�œ�ð�1
�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�›�1�œ�ž�œ�1�Ž�•�Ž�Œ�•�˜�œ�1�œ�˜�‹�›�Ž�1�•�Š�1�™�˜�‹�•�Š�Œ�’�à�—�1�¢�1�Ÿ�Š�•�˜�›�Š�›�1 
el uso dado a los recursos públicos recaudados por  
el gobierno. Equipo ANOVA (2021) y Rodríguez (2022) 
han intentado estimaciones utilizando métodos indirec -
tos, con resultados diferentes. Maduro (2023),  
�Œ�˜�—�•�Š�—�•�˜�1�Œ�˜�—�1�•�˜�•�Š�1�•�Š�1�’�—�•�˜�›�–�Š�Œ�’�à�—�1�˜���Œ�’�Š�•�ð�1�Š���›�–�à�1 
que, en marzo de 2015, cuando

[…] apenas teníamos la primera amenaza de Obama, 
Venezuela estaba produciendo 2,8 millones de barriles. 
Si calculamos la merma de producción acumulada a 
partir de esta cifra, el país dejó de percibir 3 mil 995 
millones de barriles, el país debió haber percibido y dejó 
de percibir 232 mil millones de dólares, que hubieran 
ido a salarios, a derechos sociales, a educación, a salud, a 
alimentación, a vivienda; a infraestructura, al desarro-
llo general del país. ¡232 mil millones de dólares!...  si 
el impacto directo sobre el ingreso petrolero es 232 mil 
millones de dólares, el impacto sobre toda la economía, 
cuando se invierte este dinero y se multiplica en activi-
dad económica, el impacto del que estamos hablando es 
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de 642 mil millones de dólares, y todo lo que eso implica 
en captación de impuestos, en movimiento económico, 
en generación de empleo, en ingresos para el Estado para 
poder pagar buenos sueldos y salarios, para hacer bue-
nos contratos colectivos, para invertir en alimentación, 
en salud, en vivienda, en educación, en derechos sociales 
en general. Sí, sólo ingresó al país el 1% de lo que debía 
ingresar o debe ingresar, por eso cuando he dicho y 
repito que hemos aprendido a hacer muchísimo con poco 
y a veces algo con nada,

Como único respaldo de estos cálculos, el discurso fue 
�Š�Œ�˜�–�™�Š�Û�Š�•�˜�1�™�˜�›�1�ž�—�Š�1�•�›�¤���Œ�Š�1�•�Ž�1�•�Š�1�™�›�˜�•�ž�Œ�Œ�’�à�—�1�™�Ž�•�›�˜�•�Ž�›�Š�1
entre enero de 2015 y noviembre de 2022 con datos atri-
buidos a Petróleos de Venezuela S.A. (PDVSA), que dejó 
de publicar informes en su página web desde 2016.

�S�b�R�[�a�R�ñ�1�Y�N�[�Q�N�R�a�N�ð�1�Y�ï�1�f�1�Y�ï�1�O�_�N�P�P�V�1(2023)
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En el mismo acto, la Vicepresidenta Ejecutiva de la 
República, Delcy Rodríguez añadió, presumiblemente 
considerando el mismo período entre enero de 2015 y 
noviembre de 2022:

La producción de petróleo entre marzo de 2015 y 
mayo de 2020 no necesariamente se redujo exclusivamen-
te por efecto de las sanciones, ni se incrementó por ellas a 
partir de julio de 2020.

OVA (2023) publica los precios del petróleo crudo 
���Ž�›�Ž�¢�1�Š�1���—�1�•�Ž�1�–�Ž�œ�1�Ž�—�•�›�Ž�1�Ž�—�Ž�›�˜�1�•�Ž�1�X�V�W�_�1�¢�1�•�’�Œ�’�Ž�–�‹�›�Ž�1�•�Ž�1
2022, pero no publica las exportaciones petroleras desde 
el segundo trimestre de 2019, por lo que no es posible 
intentar distinguir en ellas el efecto de las sanciones de 
los de eventos mundiales, como el Covid-19 o la invasión 
de Ucrania por Rusia.

�S�b�R�[�a�R�ñ�1�Y�N�[�Q�N�R�a�N�ð�1�Y�ï�1�f�1�Y�ï�1�O�_�N�P�P�V�1(2023)
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Si “[…] sólo ingresó al país el 1% de lo que debía ingresar” 

y “[…] el país debió haber percibido y dejó de percibir 232 mil 
millones de dólares”, entre enero de 2015 y noviembre de 
2022 los ingresos brutos de PDVSA debieron ser 2,34 mil 
millones de dólares. No se informa cuánto ingresó mes a 
mes, ni el destino que tuvieron estos recursos.

Para interpretar el efecto multiplicador del ingreso 
petrolero es necesario conocer, además de los datos, la 
teoría económica y el método econométrico utilizados. 
���Š�•�Ž�1�•�Ž�œ�•�Š�Œ�Š�›�1�š�ž�Ž�1�•�Š�1�Œ�•�Š�œ�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�•�1�������1�û�X�V�X�Y�ü�1�—�˜�1�™�Ž�›-
�–�’�•�Ž�1�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�›�1�Ž�•�Ž�Œ�•�˜�œ�1�’�—�•�Ž�›�œ�Ž�Œ�•�˜�›�’�Š�•�Ž�œ�1�Š�•�1�’�•�Ž�—�•�’���Œ�Š�›�1���ý�ó�þ�1
�ž�—�1�W�]�–�1�•�Ž�1�œ�Š�—�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�Œ�˜�—�•�›�Š�1�•�Š�1�Ž�Œ�˜�—�˜�–�Ç�Š�1�¢�1�•�Š�œ�1���—�Š�—�£�Š�œ�1�•�Ž�1�•�Š�1
República, entre las cuales incluye la prohibición de apertura 
de cuentas bancarias para vender, cobrar los productos que 
Venezuela vende en el exterior; la congelación o secuestro de 
casi 20 mil millones de dólares en cuentas en el exterior. El 
secuestro del oro en el Banco de Inglaterra” [Maduro (2023)], 
sin hacer explícitas sus consecuencias directas o indirec-
tas sobre el gobierno, el sector privado y el transporte 
(público y privado), por ejemplo. 

�S�b�R�[�a�R�ñ�1�\�c�N (2023)
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El uso de recursos públicos disponibles, a pesar de las 
�œ�Š�—�Œ�’�˜�—�Ž�œ�ð�1�—�˜�1�‘�Š�1�œ�’�•�˜�1�Ž�¡�™�ž�Ž�œ�•�˜�1�˜���Œ�’�Š�•�–�Ž�—�•�Ž�ï�1���Š�1�•�’�œ�Œ�ž�œ�’�à�—�1
sobre su uso futuro no ha sido parte de los temas tratados 
por la Mesa de Diálogo entre el “Gobierno de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela” y la Plataforma Unita-
ria de Venezuela (2022) con la facilitación del Reino de 
Noruega. El Segundo Acuerdo Parcial para la Protección 
���˜�Œ�’�Š�•�1�•�Ž�•�1���ž�Ž�‹�•�˜�1���Ž�—�Ž�£�˜�•�Š�—�˜�ð�1���›�–�Š�•�˜�1�Ž�—�1���·�¡�’�Œ�˜�1�Ž�•�1�X�\�1
�•�Ž�1�—�˜�Ÿ�’�Ž�–�‹�›�Ž�1�•�Ž�1�X�V�X�X�ð�1�˜�–�’�•�’�à�1�Ž�œ�•�Ž�1�™�ž�—�•�˜�1�¢�1�œ�à�•�˜�1�œ�Ž�1�›�Ž���›�’�à�1
al “]…[ conjunto de recursos pertenecientes al Estado venezo-
�•�Š�—�˜�ð�1�Œ�˜�—�•�Ž�•�Š�•�˜�œ�1�Ž�—�1�Ž�•�1�œ�’�œ�•�Ž�–�Š�1���—�Š�—�Œ�’�Ž�›�˜�1�’�—�•�Ž�›�—�Š�Œ�’�˜�—�Š�•”, que 
“progresivamente” se destinaría a “]…[ �ž�—�1�•�˜�—�•�˜�1���•�ž�Œ�’�Š�›�’�˜�1
único el cual se denominaría ‘fondo para la protección social del 
pueblo venezolano’”, diseñado con el apoyo de la Organi-
zación de las Naciones Unidas en línea con sus “normas 
y procedimientos” para responder a “[…] la urgencia de 
preservar los derechos económicos, sociales, culturales y am-
bientales de los venezolanos”. 

���œ�•�Ž�1�Š�Œ�ž�Ž�›�•�˜�1�œ�Ž�1�›�Ž���›�’�à�1�ø�—�’�Œ�Š�–�Ž�—�•�Ž�1�Š�1���þ�ó�ý�1fondos legíti-
mos de la República que se encuentran congelados” necesarios 
para “]…[ atender las necesidades más urgentes del pueblo 
venezolano”, ignorando el uso de los ingresos ordinarios 
y extraordinarios de la República y la aplicación de la 
Constitución y las leyes venezolanas para formular y 
aprobar presupuesto y endeudamiento público y hacer 
contraloría de su ejecución. 

El 01.12. 22, durante la sesión de la Asamblea Nacio-
�—�Š�•�1�û�����ü�1�š�ž�Ž�1�•�Ž�‹�Š�•�’�à�1�¢�1�•�ž�Ž�•�˜�1�›�Š�•�’���Œ�à�1�™�˜�›�1�ž�—�Š�—�’�–�’�•�Š�•�1
el Acuerdo, “el diputado Nicolás Maduro Guerra, quien es 
miembro de la delegación del diálogo, recalcó que Venezuela 
tiene bloqueados y congelados ilegalmente recursos econó-
micos que alcanzan los 25 mil millones de dólares [e] indicó 
que acordaron liberar, en una primera fase, 3.000 millones 
de dólares, a través de la Organización de Naciones Unidas 
(ONU), para suplir las necesidades del país en áreas de salud, 
educación y servicio eléctrico". Dos semanas después la AN 
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sancionó la Ley de Presupuesto para el Ejercicio Fis-
cal 2023. El presidente de la Comisión Permanente de 
Economía, Finanzas y Desarrollo Nacional, diputado 
���Ž�œ�ø�œ�1���Š�›�Ç�Š�1�û���������&���Š�Œ�’�˜�—�Š�•�ü�ð�1�Š���›�–�à�1�š�ž�Ž�1���ý�ó�þ�1casi el 
80% de los recursos será dirigido a la inversión social para ser 
redistribuido en los sectores populares” y que durante 2022 
se recibieron solo mil millones de dólares en ingresos 
petroleros [Villalta (2022b)]. Hasta la fecha no han sido 
publicados por la Asamblea ni el presupuesto aprobado 
ni la Memoria y Cuenta recibida en 2023.

Bases del presupuesto, sector privado 
y Ley Antibloqueo
���Š�1���—�Š�™�›�Ž�1�û�X�V�X�W�ü�1�Š���›�–�Š�1�š�ž�Ž�1�Ž�•�1���›�Ž�œ�ž�™�ž�Ž�œ�•�˜�1�™�Š�›�Š�1�Ž�•�1�Ž�“�Ž�›-
�Œ�’�Œ�’�˜�1�Ž�Œ�˜�—�à�–�’�Œ�˜�1���—�Š�—�Œ�’�Ž�›�˜�1�X�V�X�X�ð�1�•�’�Ž�—�Ž�1�Œ�˜�–�˜�1�—�˜�›�•�Ž�1�Ž�•�1�•�Ž�œ-
pegue económico para superar de una vez por todas las 
dependencias; a través de un nuevo modelo productivo; 
y lograr la verdadera soberanía de nuestra nación, dado 
el agotamiento del modelo rentista y la persistente gue-
rra económica aún presente. Ello implica la necesidad 
�•�Ž�1�Œ�Ž�›�›�Š�›�1���•�Š�œ�1�¢�1�•�Ž�1�Š�œ�ž�–�’�›�1�•�Š�1�•�Š�›�Ž�Š�1�‘�’�œ�•�à�›�’�Œ�Š�1�•�Ž�1�Š�™�›�˜-
�Ÿ�Ž�Œ�‘�Š�›�1�¢�1�Œ�˜�—�œ�˜�•�’�•�Š�›�1�•�Š�œ�1�‹�Š�œ�Ž�œ�1�–�Š�•�Ž�›�’�Š�•�Ž�œ�1�¢�1���—�Š�—�Œ�’�Ž�›�Š�œ�1
�š�ž�Ž�1�Œ�˜�—�•�•�Ž�Ÿ�Ž�—�1�Š�1�•�Š�1�•�›�Š�—�œ�’�Œ�’�à�—�1�‘�ž�–�Š�—�Š�–�Ž�—�•�Ž�1�•�›�Š�•�’���Œ�Š�—�•�Ž�1
�Š�•�1���˜�Œ�’�Š�•�’�œ�–�˜�ï�1���—�1�Ž�œ�•�Ž�1�œ�Ž�—�•�’�•�˜�1�œ�Ž�1�—�Ž�Œ�Ž�œ�’�•�Š�1�Š���Š�—�£�Š�›�1�•�˜�œ�1
grandes logros históricos de la Revolución Bolivariana, 
enmarcado en el renovado compromiso de mantener y 
liderar prosperidad económica, inserta en los objetivos y 
metas a lograr por el Ejecutivo Nacional, bajo una visión 
de paz y justicia social, dando así cumplimiento a las 
directrices establecidas en la Ley Constituyente del Plan 
de la Patria, Proyecto Nacional Simón Bolívar, Tercer 
Plan Socialista de Desarrollo Económico y Social de la 
Nación 2019-2025, en la Agenda Económica Bolivariana 
y en el Programa de Recuperación, Crecimiento y Pros-
peridad Económica.
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Con dicho Programa, anunciado en 2018 (antes de 
la pandemia del Covid-19) pretendía continuar impul -
sando la reactivación del aparato productivo nacional, 
que contribuya a alcanzar la estabilidad económica y 
social en el marco de una economía socialista que ge-
�—�Ž�›�Ž�1�ž�—�1�œ�’�œ�•�Ž�–�Š�1�Œ�Š�•�Š�1�Ÿ�Ž�£�1�–�¤�œ�1�Ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�1�Ž�1�’�—�•�Ž�•�›�Š�•�˜�1�•�Ž�1
protección para el pueblo soberano y que garantice el 
justo acceso a bienes, servicios, alimentos, medicinas  
y otros productos esenciales [manteniendo] 10 Líneas 
Estratégicas del Desarrollo Económico Nacional, el 
�Ž�š�ž�’�•�’�‹�›�’�˜�1���œ�Œ�Š�•�1�¢�1�™�›�Ž�œ�ž�™�ž�Ž�œ�•�Š�›�’�˜�ð�1�Ž�•�1�›�Ž�œ�™�Š�•�•�˜�1�›�Ž�Š�•�1
del signo monetario; una política cambiaria indepen -
diente de la renta petrolera; la defensa del trabajo y la 
solarización real de los ingresos de los trabajadores; 
la estabilidad de los precios y la recuperación de la 
producción; el ingreso de divisas; la estabilidad, ex-
pansión y consolidación del Petro como criptomoneda 
venezolana; y la regularización y fortalecimiento de los 
sistemas de protección al pueblo.

La Onapre (2021) reitera el carácter socialista y eco-
socialista del nuevo modelo post rentista, atribuyendo ex-
plícitamente un papel a las actividades privadas en térmi-
nos establecidos por la Ley Constitucional Antibloqueo 
para el Desarrollo Nacional y la Garantía de los Derechos 
Humanos. Esta Ley, “[…] con el objeto de contrarrestar el 
efecto de las medidas coercitivas y restrictivas contra nuestro 
país”, autoriza diversos mecanismos de contratación, 
compra y pago de bienes y servicios, dando  
siempre prioridad a la producción nacional, que estén 
dirigidos a la satisfacción de los derechos fundamentales 
a la vida, salud y alimentación, la generación de in- 
gresos, consecución de divisas y su movilización interna-
cional, la normal gestión de las entidades y la sustitución 
selectiva de importaciones, el impulso a la inversión 
privada, la protección de los sectores fundamentales 
�™�›�˜�•�ž�Œ�•�’�Ÿ�˜�œ�1�•�Ž�•�1�™�Š�Ç�œ�ò�1�Š�œ�Ç�1�Œ�˜�–�˜�1�•�Š�1�•�’�Ÿ�Ž�›�œ�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1
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�–�Ž�Œ�Š�—�’�œ�–�˜�œ�1���—�Š�—�Œ�’�Ž�›�˜�œ�ð�1�’�—�Œ�•�ž�¢�Ž�—�•�˜�1�Ž�•�1�ž�œ�˜�1�•�Ž�1�Œ�›�’�™�•�˜�Š�Œ�•�’-
vos e instrumentos basados en la tecnología de  
cadena de bloques implementados para proteger las  
�•�›�Š�—�œ�Š�Œ�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1���—�Š�—�Œ�’�Ž�›�Š�œ�1�š�ž�Ž�1�’�—�Ÿ�˜�•�ž�Œ�›�Ž�—�1�Š�Œ�•�’�Ÿ�˜�œ�1 
���—�Š�—�Œ�’�Ž�›�˜�œ�1�•�Ž�1�•�Š�1���Ž�™�ø�‹�•�’�Œ�Š�ï

La Ley Antibloqueo [Asamblea Nacional Constitu -
yente (2020)] incluye estímulos directos para favorecer 
“[…] la participación, gestión y operación parcial o integral 
del sector privado nacional e internacional en el desarrollo 
de la economía nacional” tomando en cuenta “[…] las 
�™�Š�›�•�’�Œ�ž�•�Š�›�’�•�Š�•�Ž�œ�1�¢�1�—�Ž�Œ�Ž�œ�’�•�Š�•�Ž�œ�1�Ž�œ�™�Ž�Œ�Ç���Œ�Š�œ�1�™�Š�›�Š�1�Ž�•�1�Š�™�˜�¢�˜�1�•�Ž�1
la pequeña y mediana empresa”. También permite “[…] 
alianzas con entidades del sector privado, incluida la peque-
ña y mediana empresa, o con el Poder Popular organizado, 
�Š�1�•�˜�œ�1���—�Ž�œ�1�•�Ž�1�–�Š�¡�’�–�’�£�Š�›�1�œ�ž�1�Š�™�›�˜�Ÿ�Ž�Œ�‘�Š�–�’�Ž�—�•�˜�1�Ž�—�1�•�Š�1�™�›�˜�•�ž�Œ-
ción de bienes y servicios para la satisfacción de necesidades 
fundamentales del pueblo venezolano o para mejorar la 
�Ž���Œ�’�Ž�—�Œ�’�Š�1�•�Ž�1�•�Š�œ�1�Ž�–�™�›�Ž�œ�Š�œ�1�•�Ž�•�1�œ�Ž�Œ�•�˜�›�1�™�ø�‹�•�’�Œ�˜” para la “[…] 
incorporación urgente en un proceso productivo” de “[…] 
activos que se encuentren bajo administración o gestión del 
Estado venezolano como consecuencia de alguna medida 
administrativa o judicial restrictiva de alguno de los elemen-
tos de la propiedad”. Además, “[…] autoriza al Ejecutivo 
Nacional el levantamiento de restricciones a la comercializa-
ción para determinadas categorías de sujetos, en actividades 
estratégicas de la economía nacional”, cuando “[…] resulte 
necesario proteger sectores productivos fundamentales del 
país y los actores que participan en ellos”.

En 2022, la participación de “entidades” del sector 
privado en el “nuevo” modelo productivo fue reconocida 
en distintas oportunidades. Una fue la declaración de 
Maduro ante el Consejo Nacional de Economía Producti-
va (creado el 19 de enero de 2016 con inclusión de empre-
�œ�Š�œ�1�™�›�’�Ÿ�Š�•�Š�œ�ü�1�Š���›�–�Š�—�•�˜�1�š�ž�Ž�1�‘�˜�¢�1�™�˜�›�1�‘�˜�¢�1�™�˜�•�Ž�–�˜�œ�1�•�Ž�Œ�’�›�ð�1
luego de haber enfrentado lo más duro de las consecuen-
cias de las medidas y sanciones criminales contra nuestro 
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país, podemos decir que Venezuela ha encontrado su 
camino de crecimiento y nuevo modelo económico, que 
ahora nosotros tenemos que ir despuntando  
[VTV (2022b)].

Otra declaración fue hecha durante la presentación de 
la Memoria y Cuenta, resaltando […] cómo han crecido las 
importaciones; importaciones para el comercio, impor- 
taciones para materia prima y para otros elementos de la activi-
dad económica, han crecido del año 2021: 3 mil 979 millones de 
dólares, puestos por los sectores privados. Y este año,  
como parte de la expansión comercial y de la actividad económi-
ca…, creció un 106%,..., a 8 mil 194 millones de dólares. Con 
dinero puesto por los mismos sectores privados y no por Cadivi. 
Va surgiendo otro modelo [Maduro (2023)].

Sin embargo, las condiciones para la participación 
privada son desconocidas. La Ley autorizó al Ejecutivo 
Nacional, “[…] solo cuando se trate de la implementación de 
las medidas para el equilibrio económico y productivo”, “[…] a 
�’�—�Š�™�•�’�Œ�Š�›�ð�1�™�Š�›�Š�1�Œ�Š�œ�˜�œ�1�Ž�œ�™�Ž�Œ�Ç���Œ�˜�œ�ð�1�Š�š�ž�Ž�•�•�Š�œ�1�—�˜�›�–�Š�œ�1�•�Ž�1�›�Š�—�•�˜�1�•�Ž�•�Š�•�1
o sublegal cuya aplicación resulte imposible o contraproducente 
como consecuencia de los efectos producidos por una determi-
nada medida coercitiva unilateral u otra medida restrictiva o 
punitiva” y declara “[…] secretos y reservados los procedi-
mientos, actos y registros efectuados con ocasión de la imple-
mentación…hasta 90 días posteriores al cese de las medidas 
coercitivas […] que han propiciado la situación”.

Recursos de la República
No es lugar para hacer un examen detallado del Pre-
supuesto de Recursos. Sin embargo, tres elementos 
permiten utilizarlo para describir el “nuevo” modelo: 
�•�Š�1�•�Ž�œ�Œ�Ž�—�•�›�Š�•�’�£�Š�Œ�’�à�—�ð�1�•�Š�1�•�Ž���—�’�Œ�’�à�—�1�•�Ž�•�1���–�™�ž�Ž�œ�•�˜�1���˜�‹�›�Ž�1�•�Š�1
Renta (ISLR), el Impuesto a las Grandes Transacciones 
Financieras (IGTF), los aportes al Fondo Nacional de 
Ciencia, Tecnología e Innovación (FONACIT) y los estí-
�–�ž�•�˜�œ�1���œ�Œ�Š�•�Ž�œ�1�™�Š�›�Š�1�Ž�–�™�›�Ž�œ�Š�œ�1�™�›�’�Ÿ�Š�•�Š�œ�ï
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Descentralización 
y Zonas Económicas Especiales
La Constitución de la República Bolivariana de Venezue-
la [Asamblea Nacional Constituyente (1999) establece que 
la “[…] �•�Ž�œ�•�’�à�—�1���œ�Œ�Š�•�1�œ�Ž�1�Ž�š�ž�’�•�’�‹�›�Š�›�¤�1�Ž�—�1�Ž�•�1�–�Š�›�Œ�˜�1�™�•�ž�›�’�Š�—�ž�Š�•�1
del presupuesto, de manera que los ingresos ordinarios deben 
�œ�Ž�›�1�œ�ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�œ�1�™�Š�›�Š�1�Œ�ž�‹�›�’�›�1�•�˜�œ�1�•�Š�œ�•�˜�œ�1�˜�›�•�’�—�Š�›�’�˜�œ”, y que “[…] 
el ingreso que se genere por la explotación de la riqueza del 
�œ�ž�‹�œ�ž�Ž�•�˜�1�¢�1�•�˜�œ�1�–�’�—�Ž�›�Š�•�Ž�œ�ð�1�Ž�—�1�•�Ž�—�Ž�›�Š�•�ð�1�™�›�˜�™�Ž�—�•�Ž�›�¤�1�Š�1���—�Š�—�Œ�’�Š�›�1�•�Š�1
inversión real productiva, la educación y la salud” teniendo 
en cuenta que la descentralización, “[…] como política 
nacional, debe profundizar la democracia, acercando el poder 
a la población y creando las mejores condiciones, tanto para 
�Ž�•�1�Ž�“�Ž�›�Œ�’�Œ�’�˜�1�•�Ž�1�•�Š�1�•�Ž�–�˜�Œ�›�Š�Œ�’�Š�1�Œ�˜�–�˜�1�™�Š�›�Š�1�•�Š�1�™�›�Ž�œ�•�Š�Œ�’�à�—�1�Ž���Œ�Š�£�1�¢�1
�Ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1�Œ�˜�–�Ž�•�’�•�˜�œ�1�Ž�œ�•�Š�•�Š�•�Ž�œ”. 

Sin embargo, en ausencia de un marco plurianual 
�Œ�˜�—�˜�Œ�’�•�˜�ð�1�Ž�—�1�X�V�X�X�1�•�Š�1���—�Š�™�›�Ž�1�™�›�Ž�œ�ž�—�•�Š�–�Ž�—�•�Ž�1�Œ�•�Š�œ�’���Œ�à�1 
los ingresos petroleros como extraordinarios, sin regis- 
trar pagos por impuesto sobre la renta o regalías de  
PDVSA como había ocurrido, al menos, hasta 2016 [Ona-
pre (2015)]. Sin informar metas de tipo de cambio, precio 
y producción de petróleo ni el monto previsto de divisas 
�Š�1�›�Ž�Œ�’�‹�’�›�ð�1�Ž�•�1�–�˜�—�•�˜�1�™�›�Ž�œ�ž�™�ž�Ž�œ�•�Š�•�˜�1�œ�’�•�—�’���Œ�à�1�Ž�•�1�\�W�–�1�•�Ž�•�1
total, mientras el 15,4% se obtendría por medio de endeu-
damiento, y el restante 23,6% por medio de impuestos, 
tasas, regalías y otros ingresos ordinarios. 

���—�Š�1�Œ�˜�—�œ�Ž�Œ�ž�Ž�—�Œ�’�Š�1�•�Ž�1�Ž�œ�•�Š�1�Œ�•�Š�œ�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�1�•�ž�Ž�1�Ž�¡�Œ�•�ž�’�›�1
el ingreso petrolero de la base de cálculo del situado 
constitucional, que se limita al 20% del 23,6% del total de 
recursos presupuestados. La Ley Orgánica de Coordi-
nación y Armonización de las Potestades Tributarias de 
los Estados y Municipios, que debía entrar en vigencia 
el 1° de enero de 2023, limitaría la capacidad de incre-
mentar recursos propios para los niveles subnacionales 
de gobierno. Según el presidente de la Comisión Perma-
nente de Economía, Finanzas y Desarrollo Nacional de la 
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Asamblea Nacional (AN), diputado Jesús Faría, “[…] se 
debatió lo relativo a los impuestos, armonización de tasas, pro-
porcionalidad de las tasas por servicios estadales o municipales, 
límites a las alícuotas de las tasas, y las actividades económicas 
�•�Ž�•�1�›�·�•�’�–�Ž�—�1�œ�’�–�™�•�’���Œ�Š�•�˜�ð�1�›�Ž�Œ�Š�ž�•�Š�Œ�’�à�—�1�¢�1���œ�Œ�Š�•�’�£�Š�Œ�’�à�—” con el 
propósito de fortalecer “[…] a los gobiernos locales y regio-
nales en su capacidad de recaudación, para poder aumentar 
�œ�ž�œ�1�’�—�•�›�Ž�œ�˜�œ�ð�1�›�Ž�Š�•�’�£�Š�›�1�•�Š�œ�1�’�—�Ÿ�Ž�›�œ�’�˜�—�Ž�œ�1�Ž�—�1�œ�ž�1�Ž�œ�™�Š�Œ�’�˜�1�•�Ž�˜�•�›�¤���Œ�˜�1�¢�1
avanzar en un sistema tributario nacional” [Villalta (2022a)] 
y evitar cualquier “]…] exabrupto a la hora de establecer los 
impuestos municipales, regionales y estadales” [VTV (2022c)]. 

Debe notarse que excluir los ingresos petroleros del 
cálculo del situado constitucional y ofrecer incentivos 

�S�b�R�[�a�R�ñ�1�\�[�N�]�_�R (2021)
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���œ�Œ�Š�•�Ž�œ�1�û�Š�1�Œ�˜�œ�•�Š�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1�™�˜�œ�’�‹�•�Ž�œ�1�›�Ž�Œ�ž�›�œ�˜�œ�1�™�›�˜�™�’�˜�œ�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1
gobiernos subnacionales) limita el alcance de la descen-
tralización puesto que, tal como establece la Constitución, 
“[…] los Estados descentralizarán y transferirán a los Muni-
cipios los servicios y competencias que gestionen y que éstos 
estén en capacidad de prestar, así como la administración de 
los respectivos recursos, dentro de las áreas de competencias 
concurrentes entre ambos niveles del Poder Público”. 

A estas responsabilidades, la Ley de las Zonas Eco-
nómicas Especiales [Asamblea Nacional (2022e)] sumó 
otra: los órganos y entes del Poder Público Estadal y 
Municipal “[…] en el marco del principio de colaboración para 
�•�Š�1�›�Ž�Š�•�’�£�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1���—�Ž�œ�1�•�Ž�•�1���œ�•�Š�•�˜�ð�1�™�›�˜�Œ�ž�›�Š�›�¤�—�1�Š�•�˜�™�•�Š�›�1�•�Š�œ�1
medidas necesarias, dentro de los límites de sus competencias, 
�Š�1�•�˜�œ�1���—�Ž�œ�1�•�Ž�1�•�Š�Ÿ�˜�›�Ž�Œ�Ž�›�1�¢�1�•�Š�Œ�’�•�’�•�Š�›�1�•�Š�1�Ž�“�Ž�Œ�ž�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�•�˜�1�™�›�Ž�Ÿ�’�œ�•�˜�1�Ž�—�1
esta Ley y la aplicación de los incentivos que sean establecidos 
en el Decreto de creación de la Zona Económica Especial”. Esta 
Ley crea una Superintendencia Nacional que recibirá 
recursos “[…] presupuestariamente para el Ejercicio Fiscal”, 
“[…] recursos extraordinarios que le acuerde el Ejecutivo 
Nacional”  y cobrará “tasas y tarifas establecidas por la 
prestación de servicios”, en previsible competencia por 
recursos con los niveles subnacionales.

La Ley de las Zonas Económicas Especiales preten-
de “[…] desarrollar un nuevo modelo productivo nacional”, 
basado en una “[…] �•�Ž�•�’�–�’�•�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�˜�•�›�¤���Œ�Š�1�š�ž�Ž�1�Œ�ž�Ž�—�•�Š�1�Œ�˜�—�1
un régimen socioeconómico especial y extraordinario, en cuyas 
poligonales se desarrollan actividades económicas estratégi-
cas previstas en esta Ley, en consonancia con los objetivos 
establecidos en el Plan de Desarrollo Económico y Social de la 
Nación”. 

No es un nuevo modelo descentralizado, teniendo en 
cuenta que la creación y supresión de una Zona “[…] es 
una competencia exclusiva de la Presidenta o Presidente de la 
República, mediante Decreto aprobado en Consejo de Minis-
tros” quien, además, aprueba el Plan de Desarrollo de la 
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Zona Económica Especial, crea los Distritos Motores de 
Desarrollo de las Zonas Económicas Especiales “[…] con 
�Ž�•�1���—�1�•�Ž�1�•�˜�–�Ž�—�•�Š�›�1�ž�—�1�Ž�œ�š�ž�Ž�–�Š�1�•�Ž�1�•�Ž�œ�Š�›�›�˜�•�•�˜�1�œ�ž�‹�›�Ž�•�’�˜�—�Š�•�1�š�ž�Ž�1
permita ejecutar los objetivos históricos del Plan de Desarrollo 
Económico Social de la Nación, a partir de las potencialidades 
�š�ž�Ž�1�˜�•�›�Ž�Œ�Ž�—�1�•�˜�œ�1�Ž�œ�™�Š�Œ�’�˜�œ�1�•�Ž�˜�•�›�¤���Œ�˜�œ�1�š�ž�Ž�1�•�Š�1�Œ�˜�–�™�˜�—�Ž�—”, designa 
al Superintendente, al resto de los miembros del Consejo 
Directivo de la Superintendencia y a la Autoridad Única 
en las Zonas Económicas Especiales. 

A las autoridades estadales, municipales y de re-
presentación comunal “[…] que formen parte de las áreas 
�•�Ž�˜�•�›�¤���Œ�Š�œ�1�•�Ž�1�•�Š�1���˜�—�Š�1���Œ�˜�—�à�–�’�Œ�Š�1���œ�™�Ž�Œ�’�Š�•�Ž�œ” corresponde 
responder a los “mecanismos de coordinación y consul-
ta” que implemente la Autoridad Única, “[…] �Š�1�•�˜�œ�1���—�Ž�œ�1
de ejecutar políticas de desarrollo conjuntas que favorezcan el 
logro de los objetivos de la Zona”.

Clasi�cación sectorial de los egresos 
de la República
En 2022, el 55% de los egresos se habría destinado a los 
sectores llamados “sociales”, que se distinguen de los 
“sectores productivos”, los “servicios generales” y los 
���Ž�•�›�Ž�œ�˜�œ�1�—�˜�1�Œ�•�Š�œ�’���Œ�Š�•�˜�œ�1�œ�Ž�Œ�•�˜�›�’�Š�•�–�Ž�—�•�Ž���ï�1

No hay información para explicar los resultados obte-
nidos en ninguno de estos sectores, que permita evaluar 
y mejorar sus programas y proyectos. En el caso de salud, 
por ejemplo, la versión de la Exposición de Motivos 2022 
�š�ž�Ž�1�Œ�’�›�Œ�ž�•�à�1�Ž�¡�•�›�Š�˜���Œ�’�Š�•�–�Ž�—�•�Ž�1�’�—�œ�’�œ�•�Ž�1�Ž�—�1�•�Š�1�™�›�Ž�˜�Œ�ž�™�Š�Œ�’�à�—�1
del Ejecutivo por la pandemia del Covid.

Es importante destacar la elevada tasa de variación 
que presenta el sector salud, la cual se ubica en 7.360,2%; 
comportamiento que se deriva del mayor esfuerzo que, 
para el combate de la contingencia generada por el 
Covid-19, ejecuta el Ejecutivo Nacional a través de las 
asignaciones presupuestarias orientadas a este sector 
[ONAPRE (2021)]
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Sin embargo, aunque la Constitución establece que  
la “comunidad organizada tiene el derecho y el deber de parti-
�Œ�’�™�Š�›�1�Ž�—�1�•�Š�1�•�˜�–�Š�1�•�Ž�1�•�Ž�Œ�’�œ�’�˜�—�Ž�œ�1�œ�˜�‹�›�Ž�1�•�Š�1�™�•�Š�—�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�ð�1�Ž�“�Ž�Œ�ž�Œ�’�à�—�1�¢�1
�Œ�˜�—�•�›�˜�•�1�•�Ž�1�•�Š�1�™�˜�•�Ç�•�’�Œ�Š�1�Ž�œ�™�Ž�Œ�Ç���Œ�Š�1�Ž�—�1�•�Š�œ�1�’�—�œ�•�’�•�ž�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�™�ø�‹�•�’�Œ�Š�œ�1 
de salud”, aún hoy no hay información sobre el uso de 
recursos para enfrentar la contingencia, ni boletines 
epidemiológicos que den cuenta de todas las otras enfer-
medades y accidentes, prevenibles o no, que requerían 
atención simultáneamente. 

Tampoco hay datos sobre los resultados de empresas 
públicas, que permitan hacer contraloría, calcular su ren-
tabilidad social y facilitar asociaciones público privadas, 
por ejemplo, en energía, minas y petróleo y en transporte 
y comunicaciones. No hay información sobre los vínculos 
entre actividades “productivas” y “sociales”, ni sobre la 
relación de ambas con las actividades de los “servicios 

�S�b�R�[�a�R�ñ�1�\�[�N�]�_�R (2021)
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generales”, particularmente con seguridad y defensa, a 
las que presuntamente se asignó 9,6% del presupuesto. 

Clasi�cación económica de los egresos 
de la República
El 17 de agosto de 2018, a tres días de poner en marcha su 
Plan de Recuperación Económica, Crecimiento y Prospe-
ridad, Maduro sostuvo que: 

“ […] en la carrera loca [entre el salario,  
el trabajo y el capital] (…) tuvimos que ir a la 
emisión de dinero para poder respaldar 
las misiones socialistas, la construcción de 
viviendas, (…) el sistema de bonos, el carnet 
de la patria, (…) los aumentos bimensuales  
de salario, cestatickets”. Luego de un “punto 
�•�Ž�1�’�—���Ž�¡�’�à�—���ð�1���Š�‘�˜�›�Š���1�•�’�Œ�Ž�1�š�ž�Ž�1�‘�Š�¢�1�š�ž�Ž�1�’�›�1�Š�1
�ž�—�Š�1���•�’�œ�Œ�’�™�•�’�—�Š�1���œ�Œ�Š�•�1�™�›�ž�œ�’�Š�—�Š���1�û�–�’�—�ï�1�Z�W�ñ�[�V�ü�ð�1
�ž�—�1�•�·���Œ�’�•�1���œ�Œ�Š�•�1�Œ�Ž�›�˜�1�™�Š�›�Š�1���Ž�•�’�–�’�—�Š�›�1�•�Ž���—�’�•�’-
vamente la emisión no orgánica de dinero”. 
Asegura al presidente del Banco Central de 
���Ž�—�Ž�£�ž�Ž�•�Š�1�š�ž�Ž�1�™�˜�›�1���—�1���‘�˜�¢�1�Ž�œ�•�Š�–�˜�œ�1�–�¤�œ�1�Œ�•�Š�›�˜�œ�1
que nunca” en el camino para control y  
�•�’�œ�–�’�—�ž�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�•�Š�1���‘�’�™�Ž�›�’�—���Š�Œ�’�à�—�1�Œ�›�’�–�’�—�Š�•�1 
que nos han impuesto”.  
[Balza (2018)]

Sin embargo, el peso de las remuneraciones sobre 
el presupuesto no bastaría para atribuirles todos los 
efectos del gasto público sobre la economía. Entre 2017 
�¢�1�X�V�X�W�ð�1�™�Ž�›�Ç�˜�•�˜�1�š�ž�Ž�1�Œ�ž�‹�›�Ž�1�•�Š�1�‘�’�™�Ž�›�’�—���Š�Œ�’�à�—�1�Ž�—�1���Ž�—�Ž�£�ž�Ž-
la, puede observarse una caída de las remuneraciones 
como proporción del presupuesto, de cerca de 20% a 
cerca de 5%, mientras se incrementó la participación 
relativa de otras asignaciones. 
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Tampoco puede atribuirse a las remuneraciones la 
totalidad del efecto del presupuesto sobre la expansión 
de la Demanda Agregada Interna (DAI). Para 2022,  
Onapre (2021) estimaba que las remuneraciones apor-
tarían el 22,1% de su expansión presupuestada. No 
disponemos de información sobre lo ocurrido en 2022, 
pero en 2021, según la misma fuente, la contribución 
atribuida las remuneraciones cayó de 29,4% del presu-
puesto aprobado a 7,4% del presupuesto acordado en 
agosto de 2021.

Es importante resaltar que los ingresos corrientes 
aprobados y acordados en 2021 bastaban para pagar la 
totalidad de las remuneraciones. Otros componentes del 
gasto público deben considerarse conjuntamente con 
las remuneraciones para explicar sus efectos. En el caso 
�™�Š�›�•�’�Œ�ž�•�Š�›�1�•�Ž�1�•�Š�1�‘�’�™�Ž�›�’�—���Š�Œ�’�à�—�ð�1�Š�•�›�’�‹�ž�’�›�•�Š�1�Š�1�•�Š�1���Œ�Š�›�›�Ž-

�S�b�R�[�a�R�ñ�1�\�[�N�]�_�R (2021)
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ra loca del trabajo y el capital” omite, además, que la 
“emisión de dinero” que presuntamente se utilizó para 
en gasto público fue transferida a PDVSA. Según datos 
disponibles en Onapre (2015), el monto de recursos de 
la República con respecto a los activos de BCV contra 
PDVSA cayó de 415,2% en 2011 a 5,4% en 2018, llegando 
en 2021 a 15,9%. 

El destino de los recursos recibidos por PDVSA es 
desconocido, pero no puede atribuirse única y exclusi-
vamente al pago de remuneraciones. En cualquier caso, 

�[�\�a�N�ñ�1�[�\�1�`�R�1�Q�V�`�]�\�[�R�1�Q�R�1�Q�N�a�\�1�]�N�_�N�12016
�S�b�R�[�a�R�`�ñ�1�O�P�c�ð�1�\�[�N�]�_�R�1�û�X�V�W�[�ð�1�X�V�X�W�ü�ð�1�P�h�Y�P�b�Y�\�`�1�]�_�\�]�V�\�`

Recursos de la República según Exposiciones 
de Motivos 2016 y 2022 como proporción de Activos 

de BCV contra PDVSA: Venezuela, 2011-2021
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su uso contravendría la Constitución, que es taxativa al 
establecer que no se hará ningún tipo de gasto que no 
haya sido previsto en la Ley de Presupuesto. Sólo po-
drán decretarse créditos adicionales al presupuesto para 
gastos necesarios no previstos o cuyas partidas resulten 
�’�—�œ�ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�œ�ð�1�œ�’�Ž�–�™�›�Ž�1�š�ž�Ž�1�Ž�•�1���Ž�œ�˜�›�˜�1���Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1�Œ�ž�Ž�—�•�Ž�1�Œ�˜�—�1
recursos para atender la respectiva erogación; a este efec-
to, se requerirá previamente el voto favorable del Consejo 
de Ministros y la autorización de la Asamblea Nacional o, 
en su defecto, de la Comisión Delegada.

Precios, salarios y tipo de cambio
���˜�œ�1�–�Ž�œ�Ž�œ�1�š�ž�Ž�1�œ�’�•�ž�’�Ž�›�˜�—�1�Š�•�1���—�Š�•�1�•�Ž�1�•�Š�1�‘�’�™�Ž�›�’�—���Š�Œ�’�à�—�1
fueron de relativa estabilidad de precios, hasta el último 
tercio de 2022. Entre los elementos asociados a la inter-
�™�›�Ž�•�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�•�˜�1�˜�Œ�ž�›�›�’�•�˜�1�œ�Ž�1�Œ�ž�Ž�—�•�Š�—�1�Ž�•�1���—�Š�—�Œ�’�Š�–�’�Ž�—�•�˜�1
monetario, los controles de precios y de cambios y la 
remuneración de los trabajadores del sector público.

Financiamiento monetario
Financiar gastos de PDVSA a través del BCV se hizo des-
atendiendo una prohibición constitucional que contribu-
ye a preservar el valor interno y externo del bolívar. 

En el ejercicio de sus funciones, el Banco Central de 
Venezuela no estará subordinado a directivas del Poder 
���“�Ž�Œ�ž�•�’�Ÿ�˜�1�¢�1�—�˜�1�™�˜�•�›�¤�1�Œ�˜�—�Ÿ�Š�•�’�•�Š�›�1�˜�1���—�Š�—�Œ�’�Š�›�1�™�˜�•�Ç�•�’�Œ�Š�œ�1
���œ�Œ�Š�•�Ž�œ�1�•�Ž���Œ�’�•�Š�›�’�Š�œ�ï

���—�1�Ž�•�Ž�Œ�•�˜�ð�1�•�Š�1�›�Ž�•�Š�Œ�’�à�—�1�Ž�—�•�›�Ž�1�•�Š�1�•�Š�œ�Š�1�•�Ž�1�’�—���Š�Œ�’�à�—�1�¢�1�Ž�•�1
peso de los activos de BCV contra PDVSA (con respecto 
�Š�1�•�Š�1�‹�Š�œ�Ž�1�–�˜�—�Ž�•�Š�›�’�Š�ü�1�œ�ž�•�’�Ž�›�Ž�1�š�ž�Ž�1���—�Š�—�Œ�’�Š�›�1�•�Š�œ�•�˜�1�’�—�•�Ž�›�—�˜�1
�Œ�˜�—�1�Ž�–�’�œ�’�à�—�1�–�˜�—�Ž�•�Š�›�’�Š�1�–�Š�—�•�ž�Ÿ�˜�1�•�Š�1�‘�’�™�Ž�›�’�—���Š�Œ�’�à�—�1�Ž�—�•�›�Ž�1
diciembre de 2017 y diciembre de 2020, cuando la tasa 
mensual superó el 50% por primera y última vez, respec-
�•�’�Ÿ�Š�–�Ž�—�•�Ž�ð�1�œ�Ž�•�ø�—�1�•�Š�1�•�Ž���—�’�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1���Š�•�Š�—�ï�1

La Onapre (2021) reconoció que “[…] se logró en la 
actualidad una importante desaceleración en el sistema de 
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precios, gracias a una moderación en el crecimiento de los agre-
gados monetarios, lo que permitió a nivel económico, una mejor 
evolución de la actividad productiva y el mantenimiento del 
valor de la remuneración a la clase trabajadora”. Sin embargo, 
en diciembre de 2022 la Vicepresidenta Rodríguez dio 
�™�˜�›�1�•�Ž�›�›�˜�•�Š�•�Š�1�•�Š�1�‘�’�™�Ž�›�’�—���Š�Œ�’�à�—�ð�1�Ž�—�1�•�ž�•�Š�›�1�•�Ž�1�Š�Œ�Ž�™�•�Š�›�1�š�ž�Ž�1
había sido provocada y detenida por el mismo gobierno a 
�•�›�Š�Ÿ�·�œ�1�•�Ž�•�1���—�Š�—�Œ�’�Š�–�’�Ž�—�•�˜�1�–�˜�—�Ž�•�Š�›�’�˜�1�•�Ž�•�1�•�Š�œ�•�˜�1�™�ø�‹�•�’�Œ�˜�ï

La OVF (2023) advirtió sobre una posible recaída, 
�Š�•�1�–�Ž�•�’�›�1�Ž�—�1�•�’�Œ�’�Ž�–�‹�›�Ž�1�•�Ž�1�X�V�X�X�1�ž�—�Š�1�•�Š�œ�Š�1�•�Ž�1�’�—���Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1
37,2%, “la más alta en los últimos 20 meses”, con tasas 
en “vestido y calzado (57,8%), equipamiento del ho-
gar (55,8%), alquiler de vivienda (51,8%) y alimentos 

�S�b�R�[�a�R�ñ�1�O�P�c�ð�1�P�h�Y�P�b�Y�\�`�1�]�_�\�]�V�\�`

Reservas Internacionales (RI), 
Activos del BCV contra PDVSA (EPNG, por empresas 
públicas no �nancieras) y Liquidez Monetaria (M2) 

con respecto a la Base Monetaria (BM): 
Venezuela, enero 2017- noviembre 2022
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(49,4%)”. De ocurrir, será imprescindible recordar que 
�•�˜�•�Š�œ�1�•�Š�œ�1�‘�’�™�Ž�›�’�—���Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�ð�1�‘�’�œ�•�à�›�’�Œ�Š�–�Ž�—�•�Ž�ð�1�‘�Š�—�1�œ�’�•�˜�1�›�Ž�œ�ž�•-
tado del uso deliberado de mecanismos monetarios bien 
conocidos, por medio de los cuales los gobiernos se dan a 
sí mismos poder de compra.

Salario y tipo de cambio
La relación entre precios, salarios y tipo de cambio es 
tema de discusión. Por una parte, empleados públicos 
reclamaron la destrucción del poder de compra de sus 
�œ�Š�•�Š�›�’�˜�œ�ð�1�š�ž�Ž�1�Œ�›�Ž�Œ�’�Ž�›�˜�—�1�Š�1�ž�—�Š�1�•�Š�œ�Š�1�–�Ž�—�˜�›�1�Š�1�•�Š�1�•�Ž�1�•�Š�1�’�—���Š-
ción [FVM (2022)]. Por otra, hubo quienes atribuyeron al 
aumento de salarios el salto en el tipo de cambio, y por 
tanto, de los precios. Un ejemplo del argumento se resu-
me en el siguiente reportaje, que cita sus fuentes:

Este coletazo cambiario viene de marzo. 
Después de 10 meses sin ningún ajuste, el 
Gobierno decidió incrementar en 1.700% el 

�S�b�R�[�a�R�ñ�1�P�\�[�a�_�R�_�N�` (2022)
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�’�—�œ�’�•�—�’���Œ�Š�—�•�Ž�1�œ�Š�•�Š�›�’�˜�1�–�Ç�—�’�–�˜�ð�1�š�ž�Ž�1�™�Š�œ�à�1�•�Ž�1�ž�—�1
dólar mensual a 28 dólares, en su equivalente 
en bolívares. Para asumir los compromisos 
�•�Š�‹�˜�›�Š�•�Ž�œ�1�•�Ž�1�Ž�œ�Ž�1�’�—�Œ�›�Ž�–�Ž�—�•�˜�1�—�˜�1�™�•�Š�—�’���Œ�Š�•�˜�1�Ž�—�1
el gasto anual, el Gobierno dictó una norma 
�Š�•�–�’�—�’�œ�•�›�Š�•�’�Ÿ�Š�1�•�Ž�œ�•�Ž�1�•�Š�1�����Œ�’�—�Š�1���Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1�•�Ž�1
Presupuesto (Onapre) que rebanó las cláusulas 
�¢�1�‹�Ž�—�Ž���Œ�’�˜�œ�1�•�Ž�1�•�Š�œ�1�Œ�˜�—�•�›�Š�•�Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�•�Ž�1�•�Š�1�Š�•�–�’-
nistración pública, donde trabajan unos tres 
millones de venezolanos… Desde entonces se 
han producido protestas contra la norma, pero 
en agosto escaló el descontento. El Gobierno 
se vio obligado a ceder ante un escenario de 
protestas diarias y masivas en todo el país 
de maestros y profesores universitarios que 
exigieron recibir su bono vacacional completo 
y respetar los acuerdos gremiales. Así, tuvo 
que depositar 3.000 millones de bolívares a las 
nóminas públicas, lo que produjo una corrida 
por comprar dólares escasos.
[Singer (2022)]

Es necesario resaltar lo siguiente:
Según Onapre (2021), no hay 3.000.000 de personas re-

muneradas dentro del presupuesto de la República, sino 
5.510.581 cargos, de los cuales 364.625 eran para personal 
docente, es decir, el 6,6%.

El cálculo de nuevos depósitos hechos para nóminas 
públicas no suele ser acompañado con el de otros gastos 
hechos en bolívares para los demás componentes del 
presupuesto, ni de incremento de ingresos petroleros, 
impuestos, tasas o regalías.

Presumir que el pago de nómina fue el único determi-
nante de la demanda de dólares con efecto inmediato en 
�Š�•�˜�œ�•�˜�1�•�Ž�1�X�V�X�X�1�•�Ž�“�Š�1�•�Ž�1�•�Š�•�˜�1�Ž�•�1�•�Ž�œ�•�’�—�˜�1�•�Ž�•�1���—�Š�—�Œ�’�Š�–�’�Ž�—�•�˜�1
monetario que recibe PDVSA del BCV.
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Suponer que las protestas de maestros y profesores 
obligaron al gobierno a emitir dinero y a provocar el salto 
en el tipo de cambio, sin conocer el resto del gasto públi-
�Œ�˜�ð�1�•�Ž�“�Š�1�Š�1�•�˜�œ�1�–�Š�Ž�œ�•�›�˜�œ�1�¢�1�™�›�˜�•�Ž�œ�˜�›�Ž�œ�1�Œ�˜�–�˜�1�Ÿ�Ç�Œ�•�’�–�Š�œ�1�¢�ð�1�Š�1���—�1
�•�Ž�1�Œ�ž�Ž�—�•�Š�œ�ð�1�›�Ž�œ�™�˜�—�œ�Š�‹�•�Ž�œ�1�•�Ž�1�•�Š�1�’�—���Š�Œ�’�à�—�ï�1

Sin embargo, tal como se desprende del informe de la 
Comisión de Encuesta, la OIT (2019) recibió “[…] alegatos 

�S�b�R�[�a�R�ñ�1�\�[�N�]�_�R (2021)
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de exclusión del diálogo social y ausencia de consulta triparti-
�•�Š�ð�1�Ž�—�1�™�Š�›�•�’�Œ�ž�•�Š�›�1�Ž�—�1�›�Ž�•�Š�Œ�’�à�—�1�Œ�˜�—�1�•�Š�1���“�Š�Œ�’�à�—�1�•�Ž�•�1�œ�Š�•�Š�›�’�˜�1�–�Ç�—�’�–�˜�1
(Convenio núm. 26) y la promoción de la aplicación de las 
normas internacionales del trabajo (Convenio núm. 144)” y 
“[…* alegatos de violencia, intimidación, hostigamiento y otras 
vulneraciones de las libertades civiles en contra de Fedecámaras 
y otros interlocutores sociales”. 

Además, tal como reseña Bachelet (2022), “[…] varios 
sindicalistas también siguen enfrentándose a cargos penales, 
como asociación criminal e incitación al odio, en relación con 
su trabajo legítimo. Al menos dos sindicalistas se encuentran 
actualmente detenidos en espera de juicio, y a seis se les han 
concedido medidas alternativas a la detención, incluidos dos en 
el contexto de una misión de alto nivel a Venezuela de la Organi-
zación Internacional del Trabajo en abril de 2022. Uno de estos 
dos fue absuelto poco después. La actividad sindical legítima y la 
defensa de los derechos laborales deben protegerse de conformi-
�•�Š�•�1�Œ�˜�—�1�Ž�•�1�•�Ž�›�Ž�Œ�‘�˜�1�’�—�•�Ž�›�—�Š�Œ�’�˜�—�Š�•�ð�1�¢�1�•�Š�œ�1�›�Ž�Œ�•�Š�–�Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�¢�1�Œ�˜�—���’�Œ�•�˜�œ�1
laborales deben gestionarse sin recurrir al derecho penal”.

La evaluación conjunta de la factibilidad de los 
compromisos adquiridos e impuestos es necesaria para 
proteger a los empleadores y empleados. Fedecámaras 
comunicó el 14 de mayo de 2022 al Director General de la 
OIT (2022), que la Asamblea Nacional anunció por medio 
�•�Ž�1�•� �’�4�Ž�›�1�¢�1�—�˜�•�Š�œ�1�•�Ž�1�™�›�Ž�—�œ�Š�1�š�ž�Ž�1�™�›�Ž�™�Š�›�Š�—�1�•�’�Ž�£�1���›�˜�¢�Ž�Œ�•�˜�œ�1
de Ley adicionales, sin publicarlos previamente:

Ley de los trabajadores y trabajadoras que 
realizan labores para el hogar
Ley de los trabajadores y trabajadoras 
a domicilio
Ley de los trabajadores motorizados 
y trabajadoras motorizadas
Ley de los trabajadores y trabajadoras 
del deporte profesional
Ley de los trabajadores y trabajadoras 
agrícolas
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Ley del Trabajo del Transporte
Ley del Trabajo del Transporte Aéreo
Ley del Trabajo de la Navegación 
Marítima, Fluvial y Lacustre
Ley de los trabajadores y trabajadoras 
culturales
Ley del Trabajo de las personas 
con discapacidad

Hasta la fecha sólo se conoce la Exposición de Motivos 
del Proyecto de Ley para las Trabajadoras y los Trabaja-
dores con Discapacidad, aprobado en Segunda Discusión 
el  21/07/2022 [Asamblea Nacional (2022f)].

Según la Exposición de Motivos 2022, el I. semestre de 
2020 el INE registró un 43,9% de trabajadores informales, 
cuyas relaciones de trabajo no se rigen por disposiciones 
de la Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las 
Trabajadoras [LOTTT]. No se conoce la proporción del 
empleo público dentro del sector formal, ni cuánto de sus 
�›�Ž�–�ž�—�Ž�›�Š�Œ�’�˜�—�Ž�œ�1�™�ž�Ž�•�Ž�1�Š���›�–�Š�›�œ�Ž�1�š�ž�Ž�1�•�ž�Ž�1�Œ�ž�‹�’�Ž�›�•�˜�1�Œ�˜�—�1

�S�b�R�[�a�R�ñ�1�\�[�N�]�_�R (2021)
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recursos de la República. A pesar de coincidencias tempo-
�›�Š�•�Ž�œ�ð�1�—�˜�1�‘�Š�¢�1�œ�ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�1�’�—�•�˜�›�–�Š�Œ�’�à�—�1�™�Š�›�Š�1�œ�˜�œ�•�Ž�—�Ž�›�1�š�ž�Ž�1�Ž�•�1
aumento de salario mínimo, con sus implicaciones sobre 
las escalas salariales, pensiones y bonos del sector público, 
�œ�Ž�Š�1�•�Š�1�Œ�Š�ž�œ�Š�1�•�Ž�•�Ž�›�–�’�—�Š�—�•�Ž�1�•�Ž�•�1���—�Š�—�Œ�’�Š�–�’�Ž�—�•�˜�1�–�˜�—�Ž�•�Š�›�’�˜�ð�1
�Œ�˜�—�1�Ž�•�Ž�Œ�•�˜�1�œ�˜�‹�›�Ž�1�•�Š�1�’�—���Š�Œ�’�à�—�1�¢�1�Ž�•�1�•�’�™�˜�1�•�Ž�1�Œ�Š�–�‹�’�˜�ï�1

Conclusiones
El “nuevo modelo económico” conserva del Socialismo 
del Siglo XXI el presidencialismo, pero parece haber de-
jado de lado sus referencias originarias [Balza (2009)]. El 
“nuevo modelo económico” tampoco coincide con el de 
la Constitución, según la cual:

El régimen socioeconómico de la República 
Bolivariana de Venezuela se fundamenta en los 
�™�›�’�—�Œ�’�™�’�˜�œ�1�•�Ž�1�“�ž�œ�•�’�Œ�’�Š�1�œ�˜�Œ�’�Š�•�ð�1�•�Ž�–�˜�Œ�›�Š�Œ�’�Š�ð�1�Ž���Œ�’�Ž�—-
cia, libre competencia, protección del ambiente, 
�™�›�˜�•�ž�Œ�•�’�Ÿ�’�•�Š�•�1�¢�1�œ�˜�•�’�•�Š�›�’�•�Š�•�ð�1�Š�1�•�˜�œ�1���—�Ž�œ�1�•�Ž�1�Š�œ�Ž�•�ž-
rar el desarrollo humano integral y una existen-
cia digna y provechosa para la colectividad. El 
Estado, conjuntamente con la iniciativa privada, 
promoverá el desarrollo armónico de la economía 
�—�Š�Œ�’�˜�—�Š�•�1�Œ�˜�—�1�Ž�•�1���—�1�•�Ž�1�•�Ž�—�Ž�›�Š�›�1�•�ž�Ž�—�•�Ž�œ�1�•�Ž�1�•�›�Š�‹�Š-
jo, alto valor agregado nacional, elevar el nivel 
de vida de la población y fortalecer la soberanía 
económica del país, garantizando la seguridad 
jurídica, solidez, dinamismo, sustentabilidad, 
permanencia y equidad del crecimiento de la 
economía, para lograr una justa distribución de 
�•�Š�1�›�’�š�ž�Ž�£�Š�1�–�Ž�•�’�Š�—�•�Ž�1�ž�—�Š�1�™�•�Š�—�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�1�Ž�œ�•�›�Š�•�·�•�’�Œ�Š�1
democrática, participativa y de consulta abierta.
(artículo 299).

Sin pretensiones de exhaustividad, lo escrito en estas pá-
�•�’�—�Š�œ�1�œ�ž�•�’�Ž�›�Ž�1�š�ž�Ž�1�—�˜�1�‘�Š�1�‘�Š�‹�’�•�˜�1�™�•�Š�—�’���Œ�Š�Œ�’�à�—�1�™�Š�›�•�’�Œ�’�™�Š�•�’�Ÿ�Š�ð�1
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consulta abierta, seguridad jurídica, libre competencia para 
�•�Š�1�’�—�’�Œ�’�Š�•�’�Ÿ�Š�1�™�›�’�Ÿ�Š�•�Š�1�—�’�1�Ž�Ÿ�’�•�Ž�—�Œ�’�Š�œ�1�•�Ž�1�Ž���Œ�’�Ž�—�Œ�’�Š�ð�1�•�˜�1�š�ž�Ž�1�•�Ž�œ�•�’-
�Œ�Ž�1�•�Ž�•�1�›�Ž�œ�™�Ž�•�˜�1�Š�1�•�Š�1�•�Ž�–�˜�Œ�›�Š�Œ�’�Š�1�•�Ž���—�’�•�Š�1�™�˜�›�1�•�Š�1���˜�—�œ�•�’�•�ž�Œ�’�à�—�ï�1�1�1

La Exposición de Motivos de la misma Constitución 
[Asamblea Nacional Constituyente (1999)] cuenta entre 
los derechos políticos que consagra “el derecho al control 
por parte del pueblo de los representantes electos, el 
cual abarca la rendición de cuentas públicas, transpa-
rentes y periódicas” y entre los derechos económicos 
“el derecho que tienen los consumidores a disponer de 
bienes y servicios de calidad y a un tratamiento digno y 
no discriminatorio”, para lo cual “el Estado se obliga a 
tomar las medidas necesarias para combatir toda práctica 
que afecte la libre formación de precios, sea ella origina-
da en la morfología del mercado, como los monopolios, 
o en el abuso de posición dominante” y “garantiza sin 
ambigüedades” el derecho de propiedad “sin obviar las 
consideraciones de utilidad pública e interés general, en 
tanto que la acción del Estado, considerada como esencial 
�Ž�—�1�•�Š�1�•�Ž���—�’�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�ž�—�1�–�Š�›�Œ�˜�1�’�—�œ�•�’�•�ž�Œ�’�˜�—�Š�•�1�Š�™�›�˜�™�’�Š�•�˜�1�™�Š�›�Š�1
el crecimiento y el bienestar”. Por  lo dicho previamente, 
el aparente abandono de los controles de precios y de 
cambios y de las amenazas de expropiación a partir de 
2018 no basta para que el gobierno no incida sobre la for-
mación de los precios, aprovechando sus monopolios y 
su posición de dominio para incumplir con los requisitos 
�Œ�˜�—�œ�•�’�•�ž�Œ�’�˜�—�Š�•�Ž�œ�1�•�Ž�•�1�›�·�•�’�–�Ž�—�1���œ�Œ�Š�•�1�¢�1�–�˜�—�Ž�•�Š�›�’�˜�1�Ÿ�Ž�—�Ž�£�˜�•�Š-
�—�˜�ï�1���Š�1�•�Ž���Œ�’�Ž�—�•�Ž�ð�1�Ž�1�’�—�Œ�•�ž�œ�˜�1�’�—�Ž�¡�’�œ�•�Ž�—�•�Ž�ð�1�›�Ž�—�•�’�Œ�’�à�—�1�•�Ž�1�Œ�ž�Ž�—-
tas públicas no sólo impide el control del pueblo sobre 
�•�˜�œ�1�•�˜�‹�Ž�›�—�Š�—�•�Ž�œ�ð�1�œ�’�—�˜�1�š�ž�Ž�1�•�’���Œ�ž�•�•�Š�1�•�Š�1�Œ�˜�–�™�›�Ž�—�œ�’�à�—�1�•�Ž�1�•�˜�œ�1
problemas económicos y la contribución de la sociedad 
para incorporarla en la defensa de los derechos humanos. 

La presentación de Mensaje Anual a la Nación del 
Presidente a la Asamblea Nacional se hizo el 12 de enero 
de 2023, y hasta el 23 de febrero de 2023 no habían sido 
publicados los documentos presentados, ni la Ley de 



1 8 1

Presupuesto 2023, ni las estadísticas que eran publicadas 
en 2012 en las páginas web de órganos y entes del Estado. 
Fue publicado, como parte del discurso, un diálogo entre 
el Presidente y la Vicepresidenta Ejecutiva de la Repúbli-
ca, Delcy Rodríguez:

Vicepresidenta: Sabemos lo que pasamos en el 
mes de diciembre, cuando los extremistas quisie-
ron robar la Navidad a nuestro pueblo, pertur-
bando el mercado cambiario, y desde entonces se 
han tomado medidas. Seguimos por ese camino, 
Presidente, y con mucha esperanza para este 
año 2023, que como usted ha bien dicho, ya el 
enfermo camina, esperamos que ese enfermo ten-
ga unos pulmones bien fortalecidos para seguir 
creciendo y consolidándose.
Asistentes [aplausos].
Presidente: Cuando he puesto el ejemplo, es 
de un cuerpo apaleado, agredido, torturado; un 
cuerpo sobre una mesa que se le han aplicado 
todos los ensayos para hacerlo sufrir, para que se 
rinda, para que colapse, y se le ha puesto todo el 
ingenio macabro y perverso para hacerle daño. 
Pero el cuerpo y el hombre, y el pueblo se ha 
negado a rendirse. Aquí nadie se ha rendido, aquí 
hemos resistido, vamos a seguir resistiendo y Ve-
nezuela hoy más que nunca lo que va es pa’lante 
por los caminos del crecimiento, del desarrollo, 
de la recuperación, de la mejoría, de la estabilidad 
económica, social, política, por la vía de la paz.

Esta conversación y la ausencia de estadísticas 
son un ejemplo del uso de la propaganda en lugar de 
la información. Hacer temer que aumentar el salario 
mínimo, reducir el encaje legal, vender menos reservas 
internacionales, ajustar el precio de los combustibles o 
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conservar una moneda nacional son las causas del ma-
lestar individual y social es más fácil cuando se oculta 
información. Que el gobierno deje de controlar precios, 
�•�Ž�—�Ž�›�Š�›�1�‘�’�™�Ž�›�’�—���Š�Œ�’�à�—�1�¢�1�Ž�¡�™�›�˜�™�’�Š�›�1�Ž�–�™�›�Ž�œ�Š�œ�ð�1�š�ž�Ž�1�˜�•�›�˜�œ�1
países reduzcan sanciones y abran fronteras, puede me-
jorar las condiciones materiales actuales de los residen-
tes, pero no asegura inversiones ni públicas ni privadas 
en empresas e infraestructura que permitan disponer 
en el futuro de salud, educación y seguridad social para 
todos, por ejemplo. La complejidad de los problemas 
considerados y sus interacciones con los derechos hu-
manos presentes y futuros de los venezolanos y vene-
zolanas residentes y migrantes no cabe en pregunta tan 
sencilla y sugerente como “¿Venezuela se arregló?”. Es 
una pregunta que no tiene sentido responder.
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